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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

ACNUR. “Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados” 

(ACNUR, 2016). 

AEP.  Asamblea de los Estados Parte. 

AG.  Asamblea General de la ONU. 

BBC.  Siglas de la Corporación de Radiodifusión Británica o British 

Broadcasting Corporation, por su nombre en inglés 

CICR.  “Comité Internacional de la Cruz Roja” (CICR, 2018). 

CIJ.   “Corte Internacional de Justicia” (CIJ, 2012). 

CJM.   “Código de Justicia Militar” (Cámara de Diputados, 2018). 

CNDH. “Comisión Nacional de los Derechos Humanos” (CNDH, 2018). 

COFEPRIS. “Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios” 

(COFEPRIS, 2022). 

Corte.  Se entenderá como la Corte Penal Internacional. 

CPF.  Código Penal Federal. 

CPI.  Corte Penal Internacional. 

DEA. Drug Enforcement Administration, el nombre en inglés de la 

“Administración de Control de Drogas de Estados Unidos” (DEA, 

2016). 

DFI.  “Desplazamiento Forzado Interno” (GOBERNACIÓN, 2020). 

DIH.  Derecho Internacional Humanitario. 

DOF.  Diario Oficial de la Federación. 

ER.  Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, o simplemente 

Estatuto de Roma. 

Estatuto. Se entenderá como el Estatuto de Roma. 

ICC.   Corte Penal Internacional, por su nombre en inglés International 

Criminal Court. 

ISIS.  Estado Islámico de Irak y el Levate, el cual sele identifica como “Estado 

Islámico de Irak y Siria” (US Goverment, 2023). 

ITESM. Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey. 

LGRA. Ley General de Responsabilidades Administrativas. 
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LGS. Ley General de Salud. 

LOPJF.  “Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación” (Cámara de 

Diputados, 2021). 

NIMT. Carta del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, por su nombre 

en inglés Nuremberg International Military Tribunal. 

OMS. “Organización Mundial de la Salud” (OMS, 2023). 

ONU.   “Organización de las Naciones Unidas” (ONU, 2020). 

ONG.  “Organización no gubernamental” (Gobierno del Estado de México, 

2023). 

PA I.   Primer Protocolo Adicional de los Convenios de Ginebra. 

PA II.   Segundo Protocolo Adicional de los Convenios de Ginebra. 

PGR.  Procuraduría General de la República. 

PREPCOM. Comité preparador del ER, por su nombre en inglés Preparatory 

Commitee. 

RS.   Estatuto de Roma, por su nombre en inglés Rome Statute. 

SCJN. “Suprema Corte de Justicia de la Nación” (SCJN, 2022).  

SEGOB. “Secretaría de Gobernación” (SEGOB, 2018). 

SEMAR. “Secretaría de Marina” (SEMAR, 2020). 

SIDA.  Síndrome da la inmunodeficiencia adquirida. 

SRE.  Secretaría de Relaciones Exteriores. 

TPIY.  Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia.  

VIH.  Virus de la inmunodeficiencia humana. 

 



 

3 
 

RESUMEN 

El estado mexicano ha firmado varios tratados e instrumentos internacionales 

en materia de derechos humanos (SRE, 2018), uno de ellos es el Estatuto de Roma 

(ER) para establecer una Corte Penal Internacional (CPI) con carácter permanente 

que tenga como objetivo juzgar a los autores de “los más graves delitos” 

(Preámbulo, Estatuto de Roma), tales como genocidio, crímenes de guerra y 

crímenes contra la humanidad. Lo anterior obliga a nuestro país a: 1) incorporar los 

tipos legales definidos en dicho estatuto, y 2) a prevenir, investigar, perseguir y 

castigar dichos delitos (Organización de las Naciones Unidas, 1998). Sin embargo, 

México no ha cumplido con su responsabilidad internacional, pues no ha concluido 

el proceso de armonización de su legislación penal, como se detallará más adelante.  

En ese tenor, el enfoque central del proyecto fue describir el estado actual 

del proceso de armonización y contrastarlo con las obligaciones a las cuales están 

sometidos los estados parte del estatuto. Para ello, se planteó una metodología de 

naturaleza teórica, no experimental y de alcance descriptivo, así como estudio de 

caso a fin de identificar las acciones a tomar por el estado mexicano para no ser 

sujeto de responsabilidad internacional.  

Ahora bien, respecto de lo que se analizó, se puede concluir que las fiscalías 

no están facultadas a nivel jurisdiccional para la investigación y enjuiciamiento de 

estos crímenes cometidos en el territorio nacional; en virtud de no haberse concluido 

el proceso de incorporación de dichos tipos penales al derecho doméstico. Por lo 

tanto, no existe un marco jurídico que haga posible ejercer su jurisdicción sobre un 

probable infractor, desde la óptica del ER.   
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ABSTRACT 

The Mexican State has signed several treaties on human rights, included the 

Rome Statute (RS) which establishes the International Criminal Court (ICC) to try 

“individuals responsible for genocide, war crimes and crimes against humanity” (ICC, 

2023). Which compels our country to: 1) to add the legal types defined in said statute; 

and 2) to prevent, prosecute and judge said crimes. However, Mexico has not fulfilled 

its international duty it had not finished the harmonization process on its criminal 

legislation. 

The aim was to describe the situation of the process and contrast it with the 

obligations of the signatory Countries of the Statute. A non-experimental 

methodology of a theoretical kind was used, with a descriptive scope and case study, 

in order to identify the actions that Mexico should take in order avoid international 

responsibility. 

According to prior, it is concluded that Mexico is not prepared at a 

jurisdictional level to investigate and prosecute these crimes committed in its national 

territory, because it hasn´t concluded the process of incorporation of these criminal 

types into its legislation, which prevents it from having an effective legal framework 

that allows it to exercise its jurisdiction over an offender of said crimes. 

The foregoing allows us to affirm the necessity of continue with the 

harmonization process and propose the criminal types to be incorporated in order to 

to prosecute said crimes. 
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INTRODUCCIÓN  

En México se habla diariamente de los altos niveles de violencia registrados 

consecutivamente, principalmente desde el inició de la “guerra contra el 

narcotráfico” (Rosen & Zepeda Martinez, 2015) declarada en 2006 por el 

expresidente Felipe Calderón y continuada por su homólogo Enrique Peña Nieto. Al 

respecto, diversos expertos y organizaciones civiles han denunciado la supuesta 

comisión de crímenes de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional (CPI), 

durante dicho periodo [(Amnistía Internacional., 2019); (Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, 2015); (Federación Internacional por los Derechos Humanos, 

2015)]. Por ejemplo, Juan Méndez, ex Relator Especial sobre la tortura y otros tratos 

o penas crueles, inhumanos o degradantes, y el Comité contra la Desaparición 

Forzada de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) han señalado que la 

tortura, junto con la desaparición forzada de personas son prácticas generalizadas 

en nuestro país (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2015). 

México es un estado firmante del Estatuto de Roma (ER), por tanto, tiene la 

responsabilidad de investigar y sujetar a proceso a los autores de los crímenes 

definidos por el estatuto. Tal obligación se desprende del principio de 

complementariedad, previsto tanto en el preámbulo como en el primer artículo del 

ER, conforme al cual es deber primigenio de los Estados Parte, investigar y enjuiciar 

los crímenes acontecidos en su extensión territorial o por uno de sus ciudadanos. 

(Organización de las Naciones Unidas, 1998). 

Para abordar dichas obligaciones, se retomarán algunas de las denuncias 

hechas por organizaciones no gubernamentales (ONG) sobre actos violatorios de 

derechos humanos con presunción de ser posiblemente constitutivos de crímenes 

de lesa humanidad acontecidos en nuestro territorio. Lo anterior para validar 

metodológicamente que en México existen fundamentos razonables sobre la 

comisión de estos crímenes y, por consecuencia, evidenciar la responsabilidad de 

la nación mexicana al no continuar con el proceso de armonización legislativa en 

términos de la norma penal. 
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Aunado a lo anterior, deberá abordarse si, además de poder llevar a cabo 

actos tendentes a la investigación, México posee un marco jurídico eficaz para la 

persecución y el juicio de los individuos que resulten responsables de tan atroces 

crímenes. Y, si esto fuera suficiente para poder sancionar este tipo de delitos 

cometidos por o contra connacionales. 

Este proyecto abordará en primer lugar, el papel de la CPI y el ER, sus 

funciones, relevancia y facultades; además, proporcionará al lector una visión clara 

de la importancia y trascendencia en la tipificación de estos crímenes, así como del 

compromiso mexicano al signar dicho estatuto. Acto seguido, analizará el cuerpo 

normativo mexicano en materia penal, el marco jurídico utilizado para analizar los 

elementos que son constitutivos de los crímenes de lesa humanidad y la inminente 

necesidad de reforma en términos de justicia internacional; ello para describir al 

lector el estado actual del proceso de armonización referido. Posteriormente, se 

abordarán temas tales como los posibles crímenes de lesa humanidad acontecidos 

en territorio mexicano y el papel de la nación mexicana en la investigación y 

enjuiciamiento de estos hechos.  

Se realizarán estudios de caso y, por último, se analizarán las aportaciones 

de distintos autores sobre la evidente de la falta de disposición del Estado de 

accionar el aparato legal en estos casos y expondrá qué debe hacer el Estado para 

no ser sujeto de responsabilidad internacional y, a su vez, poder perseguir y juzgar 

estos delitos. 



 

7 
 

ANTECEDENTES 

Durante los últimos años la humanidad se ha conmocionado por la magnitud de 

los crímenes insólitos perpetuados (genocidios, crímenes de lesa humanidad, crímenes 

de guerra, etcétera), los cuales contravienen el marco jurídico de los derechos humanos. 

Los acontecimientos históricos previamente citados fueron algunas de las razones que 

impulsaron la creación de Tribunales Internacionales de Comisiones de la verdad 

(Organización de las Naciones Unidas, 2021), los cuales tuvieron como objetivo el buscar 

alternativas de solución a los conflictos.  

El genocidio de las comunidades mayas en Guatemala y el genocidio en Ruanda, 

el exterminio de judíos, gitanos y homosexuales llevado a cabo por los nazis durante la 

Segunda Guerra Mundial, el apartheid en Sudáfrica, la “limpieza étnica” en la ex 

Yugoslavia y las violaciones graves a los derechos humanos perpetrados por el Estado 

Islámico de Irak y Siria (ISIS) en Siria (Benedek & Nikilova, 2003), fueron algunas de las 

razones que motivaron a la comunidad global para unirse en investigar, prevenir y, en su 

caso, sancionar penalmente dichos ilícitos, con el fin de evitar su impunidad o repetición.  

Cabe señalar que, con motivo de la entrada en vigor del ER en julio de 2002 

(CNDH, 2010) se creó la CPI, organismo encargado de sancionar los delitos de tortura, 

crueldad, esclavitud, violaciones sistemáticas y genocidios.  

Ahora bien, muchas de las críticas que se le han realizado a este organismo se 

deben a la lenta impartición de justicia y a que no contemplan la restitución del daño a 

las como parte de una garantía procesal (Campos Orozco & Lozano Flores, 2018, págs. 

15-20);  sin embargo, en su mayoría, éstas deficiencias han sido ocasionadas por la falta 

de cooperación en la investigación de los Estados Partes del ER (instrumento constitutivo 

de la CPI, firmado en 1998)  

Cabe señalar que México firmó el ER el 7 de septiembre del 2000 en el marco de 

la Cumbre del Milenio  (Camarillo Govea & Cabrera Gutiérrez, 2016), y como parte de 

ello reconoció que los principios para la creación de la CPI son convicciones primordiales 

de la nación mexicana, con lo cual se impulsó un proceso de reforma constitucional; 
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particularmente en el artículo 21 se adicionó un importante párrafo1 para dar 

reconocimiento en nuestro país a la jurisdicción y competencia de la CPI.  

En octubre del año 2005 el Estado mexicano ratificó el Estatuto de Roma 

(Camarillo Govea & Cabrera Gutiérrez, 2016, pág. 17) y, como consecuencia, se 

encuentra obligado a castigar los crímenes de contra la humanidad, así como a 

prevenirlos. 

 
1 Me refiero al artículo 21, párrafo octavo, de la CPEUM, mismo que se abordará más adelante. 
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JUSTIFICACIÓN 

Este trabajo académico de investigación abordará la situación del territorio 

mexicano, donde se han llevado a cabo hechos presuntamente constitutivos de este tipo 

de crímenes, tanto por funcionarios de los diferentes niveles de gobierno, como por el 

crimen organizado (UNAM, 2016, págs. 55-100). Se ha afirmado que, debido a su 

gravedad, muchos de esos hechos delictivos pueden equipararse al grado de ser vistos 

como crímenes de lesa humanidad, pues muchos de esos hechos y denuncias han sido 

ignorados, disminuyéndolos de gravedad y en muchos casos ocultados deliberadamente 

por aquellos con el deber de investigarlos, en un afán de “maquillar la situación del país” 

o bien, por la falta de disposición al investigar y sancionar dichas violaciones (UNAM, 

2016).  

Además, es importante proporcionar al lector las herramientas necesarias para 

poder diferenciar si estos hechos encuadran o no en los tipos penales definidos por el 

ER. 

Es importante abordar este tema porque México no cuenta con un marco 

normativo facultativo para la labor de investigar y castigar esas conductas. En virtud de 

ello, la factibilidad de esta investigación se justifica en la necesidad de proveer los 

antecedentes, teorías e hipótesis que sirven como base en el proceso de reconocimiento 

del ER por la nación mexicana y la armonización de su legislación sustantiva penal a los 

delitos de lesa humanidad definidos por el ER, para evitar su impunidad. En este sentido, 

este trabajo tiene como finalidad realizar un aporte académico ante la falta de difusión y 

prosecución a los delitos de lesa humanidad cometidos en México.  

Nuestro país ha reconocido la jurisdicción de la CPI al adicionar el párrafo octavo 

del numeral 21 constitucional2 y al incorporar el delito de genocidio3 en el Código Penal 

Federal. Sin embargo, el tipo penal establecido en la normativa nacional distan 

sustancialmente de las pactadas en el ER. Razón de lo anterior, los eventos acontecidos 

 
2 “El Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación del Senado en cada caso, reconocer la jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional” (CPEUM, 2023)(artículo 21) 
3 Libro Segundo, Título Tercero, Capítulo II del Código Penal Federal (CPF, 2023). 
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en territorio nacional presuntamente constitutivos de estos delitos no pueden ser 

abordados bajo la óptica de la CPI. Revistiendo así un segundo beneficio, el propositivo, 

pues este trabajo pretende plantear los posibles cambios en las leyes sustantivas penales 

mexicanas para armonizarlas con ER y definir si estos cambios necesarios son 

suficientes en el contexto mexicano para el reconocimiento de la jurisdicción de la CPI.  
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OBJETIVO GENERAL 

Analizar el estado actual de la armonización de la normativa penal sustantiva 

mexicana como parte del proceso de reconocimiento del ER para contrastarlo con las 

obligaciones contenidas en el ER; a fin de identificar las acciones a tomar por el Estado 

mexicano para no ser sujeto de responsabilidad internacional, proponiendo las acciones 

a realizar para estar en posibilidad de procesar correctamente los hechos y juzgar dichos 

crímenes. 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

1. Analizar el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional ( A/CONF.183/9, 

1998) para entender su funcionamiento, jurisdicción y competencia. 

2. Identificar las características de los tipos penales definidos en el ER. 

3. Comparar los tipos penales ya definidos en la legislación mexicana junto con los 

establecidos en el ER.  

4. Del análisis realizado, establecer si los hechos cometidos en el territorio nacional 

pueden ser enjuiciados desde la óptica de la CPI 

5. Proponer los pasos necesarios a seguir por el Estado mexicano para cumplir con 

sus obligaciones respecto del ER.  
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

La omisión legislativa de armonizar la ley sustantiva mexicana a la norma penal 

internacional parte de una falta de voluntad para atender la política criminal penal 

internacional.  

Es importante enfatizar el carácter obligatorio del ER, en cuyo preámbulo se 

establece: “es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables 

de crímenes internacionales” (Open Society Justice Initiative, 2018), (United Nations, 

1998). Esto se traduce en el carácter complementario que tiene la CPI respecto del 

sistema de justicia penal de cada Estado Parte. Es decir, la CPI solo podrá intervenir 

cuando los Estados carezcan de voluntad para investigar y enjuiciar a los perpetradores 

de esos delitos; o bien, cuando carezcan de los medios para hacerlo. Dicho lo anterior, 

es responsabilidad de cada nación ajustar su marco jurídico para estar en aptitud de 

investigar y enjuiciar tales crímenes.  

El Código Penal Federal (CPF) vigente en nuestro país contempla el genocidio en 

el artículo 149 Bis, como parte del Libro Segundo, Título Tercero, Capítulo II; sin embargo, 

los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad aún no están incorporados en 

dicho ordenamiento. Además, la legislación mexicana carece de un procedimiento para 

acatar las solicitudes y requerimientos de cooperación con la CPI en dichos casos. Es 

reto del Estado mexicano llevar a cabo un proceso de armonización de nuestra legislación 

penal con la normativa internacional, especialmente los delitos de lesa humanidad 

establecidos por el ER.  

Sujeto: la legislación penal mexicana.  

Objeto: su armonización con los delitos de lesa humanidad definidos en el ER.  

Espacio: México. 
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PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 

¿Cómo se ha armonizado la legislación mexicana respecto de la firma del ER, y cuáles 

son las deficiencias en su incorporación?  

 

HIPÓTESIS 

La armonización de la normativa nacional respecto de la firma del ER ha sido 

parcial, ya que no se han incorporado la totalidad de los tipos penales correspondientes 

a los crímenes enlistados en el Estatuto; asimismo, el cumplimiento de las obligaciones 

contraídas en el mismo ha revestido un proceso deficiente. Debido a dicha omisión, el 

Estado mexicano puede ser sujeto de responsabilidad internacional.  

Se sostiene que: la correcta armonización de la legislación dotará al Estado 

mexicano de la jurisdicción y capacidad para investigar y juzgar dichos crímenes desde 

la óptica de la CPI. 

 

MÉTODO 

El presente trabajo de investigación es de naturaleza teórica no experimental, del 

tipo descriptivo; pretende explicar el estado actual de la armonización de la legislación 

mexicana penal en su parte sustantiva a los delitos definidos por el ER. Asimismo, es de 

clase cualitativo pues busca conocer los aciertos y deficiencias del proceso de 

armonización, para compararlos con las obligaciones de los estados firmantes del 

Estatuto. Posee un carácter jurídico-propositivo, ya que con la información recabada se 

propondrán los pasos a seguir por el Estado mexicano para no ser sujeto de 

responsabilidad internacional y las acciones a tomar, con el fin de que esté en posibilidad 

de perseguir y juzgar dichos delitos.  



 

14 
 

Metodología: Comparación jurídica entre normas de derecho internacional y doméstico, 

junto el análisis e investigación de la doctrina existente, para llevar a cabo una síntesis; 

y, en consecuencia, definir la propuesta de solución. 

Dada la naturaleza de esta investigación se aplicarán los siguientes:  

1. Método exegético: mismo que se centra en buscar la interpretación de la norma 

jurídica, considerando la literalidad de esta y atendiendo al sentido gramatical de 

las palabras con las que fue redactada la norma (Sánchez Vázquez , 1989). El 

método exegético se utiliza cuando existe la necesidad de extraer el sentido de 

una norma jurídica, debido a que existen discrepancias en el sentido de su 

contenido.  

Ahora bien, es oportuno decir que el uso de este método “descansa en el 

culto al texto de la ley y en descubrir la intención del autor de la ley” (Badenes 

Gasset, 1959, pág. 22). El jurista que interpreta la ley, lo hace utilizando el método 

de indagar el sentido real de la disposición, a fin de poner fin a la discrepancia; por 

lo tanto, nos permitirá precisar qué es el Estatuto de Roma y su contenido.  

Un claro ejemplo es el caso de la interpretación del derecho tributario, pues 

no se está obligado a contribuir si no está expresamente establecida dicha 

obligación en la legislación. Otro ejemplo de esto es la imposibilidad de interpretar 

y aplicar por analogía en la norma penal.  

2. Método analítico: es un método de estudio legal que se concentra en la 

estructura lógica del derecho, los significados y usos de sus conceptos, los 

términos formales y los modos de su operación. Se basa en los recursos de la 

filosofía analítica moderna para tratar de comprender la naturaleza del derecho. El 

propósito es analizar y discutir la ley tal como existe hoy, por lo tanto, no se 

preocupa por las etapas pasadas de su evolución o connotación de ser una buena 

o mala ley (Lopera Echavarría, Ramírez Gómez, Zuluaga Aristizábal, & Ortiz 

Vanegas, 2010). 
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 La investigación legal analítica es un estilo de investigación cualitativa. A 

menudo se utiliza un enfoque analítico en su investigación legal para encontrar la 

información más relevante (Iyer, 2019).  

A partir de la investigación analítica, una persona descubre detalles críticos 

para agregar nuevas ideas al material que se está produciendo. Por lo tanto, este 

método nos permitirá analizar el ER en sus partes para así poder enlistar los delitos 

de lesa humanidad definidos por el mismo. 

3. Método sintético: En el análisis jurídico, la síntesis se entiende como un proceso 

de unión de varias normas (UNAM, 2014). A menudo se requiere síntesis para 

derivar reglas. En este sentido, la síntesis es la unión de varias instituciones 

(estatutos, casos que interpretan un estatuto o casos que desarrollan el derecho 

consuetudinario) en una descripción completa que establece una regla de derecho 

o la expresión de una política legal. Esta forma de síntesis se centra en el 

razonamiento y los hechos que los casos individuales tienen en común controlados 

por el idioma o el estatuto rector, si lo hay. El razonamiento legal encuentra las 

reglas, sintetiza (reúne las reglas) y articula el significado colectivo que puede no 

ser evidente a partir de las decisiones de una serie de casos individuales decididos 

por los tribunales sobre un tema en particular. 

Es un proceso que va de lo abstracto a lo concreto, pues toma todas las 

partes del conocimiento, sus aspectos esenciales y sus relaciones, para luego 

deconstruirlas y reestructurarlas solo con sus fundamentos. Se dice entonces que, 

la síntesis permite reunir elementos aislados (abstractos) para convertirlos en 

conocimiento real (concreto) (Stanford University, 2017). Por ello, del análisis 

practicado se llevará a cabo una síntesis de las obligaciones de los Estados Parte 

del Estatuto y de los delitos ya incorporados a la legislación sustantiva mexicana 

penal para identificar las leyes a armonizar.  

4. Método deductivo: El razonamiento jurídico procede de forma deductiva o 

inductiva, pero es importante recordar que estos conceptos se definen en el 

razonamiento jurídico de forma más estrecha que en la lógica. En derecho, el 
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razonamiento deductivo generalmente significa ir de lo general a lo específico, es 

decir, desde el enunciado de una regla hasta su aplicación a un caso legal 

particular. Muchos libros de texto de derecho se refieren al razonamiento inductivo 

como el proceso de pasar de lo específico a lo general (Baronett, 2013). 

Usando este método y utilizando un razonamiento descendente, se 

contrastará la información obtenida a fin de establecer cuál es la responsabilidad 

internacional de la que puede ser sujeto nuestro país.  

5. Metodología de estudio de caso: “consiste en proporcionar una serie de casos 

para que se estudien y analicen” (Ramírez Sánchez, Rivas Trujillo, & Cardona 

Londoño , 2019). El enfoque de estudio de caso permite exploraciones profundas 

de problemas complejos que se desarrollan en el mundo fáctico. 

 Este método se utiliza para obtener una comprensión profunda de un tema 

complejo, mismo que se aborda desde distintos ámbitos en su contexto de la vida 

real. Según la Maestra Shona McCombes, este método tiene una serie de pasos 

(McCombes, 2020):  

1. La selección del caso; 

2. Construcción del marco teórico;  

3. Recopilación de datos; y, 

4. Descripción y análisis de datos.  

Los anteriores métodos nos permitirán de manera enunciativa establecer los pasos 

necesarios a seguir por el Estado mexicano para cumplir con sus obligaciones respecto 

del ER. Y finalmente, una vez definidos los alcances de los tipos penales se comprenderá 

si los hechos cometidos en México son constitutivos o no de los delitos contemplados en 

el ER.  

En virtud de la naturaleza descriptiva de este trabajo y mediante una técnica de 

investigación cualitativa se procederá a la recolección de información en diversas fuentes, 

tanto bibliográficas como documentales.  
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Lo anterior es importante para ejecutar los métodos exegético y analítico, para 

precisar qué es el ER, analizarlo en sus partes y enlistar los delitos de definidos por el 

mismo. Una vez identificados estos valores, de manera sumaria se hace una síntesis de 

las obligaciones de los estados signantes. De la misma manera, se procede al estudio 

exegético de nuestra legislación sustantiva penal con el objeto de saber si ya se han 

cumplido con dichas obligaciones e identificar los delitos incorporados a la misma. Este 

análisis nos permite identificar las leyes sustantivas a armonizar, así como los tipos 

penales a incorporar.  

Resulta importante para este trabajo el carácter actual de esta investigación, por 

lo que la recopilación e investigación de las denuncias hechas por ONG sobre actos 

violatorios de derechos humanos con presunción de ser posiblemente constitutivos de 

aquellos coincidentes con los delitos de lesa humanidad, validará metodológicamente si 

en México existen o no fundamentos razonables sobre la comisión de estos crímenes y, 

en su caso, si estos constituyen evidencia de la falta grave de la nación mexicana al no 

continuar con el proceso de armonización legislativa en términos de la norma sustantiva 

penal.  

Mediante el método deductivo la información recabada se contrastará con el deber 

jurídico4 de los Estados Parte del Estatuto, a fin de identificar las acciones a tomar por el 

estado mexicano para no ser sujeto de la responsabilidad internacional mencionada 

anteriormente y con ello, cumplir la primera parte del objetivo general.  

Finalmente, debido al objeto propositivo de nuestro estudio, con la información 

recabada y sistematizada, se estará en aptitud de proponer los pasos a seguir por el 

Estado mexicano para no ser sujeto de responsabilidad internacional, con el fin de estar 

en posibilidad identificar los hechos a perseguir y juzgar bajo la óptica de la CPI.

 
4 El deber jurídico, es una obligación implantada por una norma jurídica que tiene que ser respetada por 
los individuos. 
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CAPÍTULO I 
 LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 

 

1.1 Historia. 

El presupuesto de justicia es un requisito fundamental para una paz duradera. La 

justicia internacional contribuye a la paz, la estabilidad y el desarrollo equitativo a largo 

plazo en las sociedades. La CPI es una corte de justicia internacional permanente, 

establecida para investigar, llevar a cabo el proceso y enjuiciamiento de los individuos 

responsables de cometer los crímenes catalogados como los más graves por la 

comunidad internacional; es decir: “genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de 

guerra y crímenes de agresión” (Organización de las Naciones Unidas, 1998).  

Algunos de estos crímenes, considerados como los más atroces, se cometieron 

durante los conflictos del siglo XX (Naciones Unidas, 2014). Lamentablemente, muchas 

de esas violaciones del derecho internacional permanecen impunes.  

Estos sucesos hicieron necesario el establecimiento de tribunales especiales y la 

firma de tratados para garantizar una transición veraz a una época de paz duradera. La 

noción de establecer un sistema de justicia a nivel global se sugirió desde la Primera 

Guerra Mundial (Naciones Unidas, 2014), pero no fue hasta el siglo XIX que la comunidad 

internacional planteó la urgencia de establecer un tribunal penal que llevara a cabo el 

procesamiento de los perpetradores de esos delitos  (Organización de las Naciones 

Unidas, 1998). 

Al finalizar la Segunda Guerra Mundial se firmó la Carta de Londres, y se 

organizaron los Juicios de Nuremberg y de Tokio, con el objeto de conocer la verdad, así 

como juzgar y castigar las violaciones al derecho de guerra y al derecho humanitario 

realizadas por los países vencidos5 (Comisión Preparatoria de la Corte Penal 

Internacional, 2002). Esto ayudó a establecer los cimientos del derecho penal 

internacional naciente; ejemplo de ello son los principios de derecho internacional 

 
5 Eje Berlín – Roma – Tokio. 
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contemplados en el ER y la jurisprudencia emanada de las resoluciones del Tribunal de 

Nüremberg, mismas que fueron sancionadas en 1950, por la Comisión de Derecho 

Internacional de las Naciones Unidas (O´Donell, 2002).  

Posteriormente, en 1948 la Organización de las Naciones Unidas (ONU) aprobó la 

Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, a través del cual la 

Asamblea General (AG) afirma que el genocidio es un delito altamente condenado por 

las Naciones Unidas (Organización de las Naciones Unidas, 1948). Además, es ahí 

donde se reconoce la urgencia de crear un tribunal internacional permanente. 

Durante el siglo XX ocurrieron varios genocidios impulsados por el odio racial, las 

confrontaciones tribales y las oposiciones religiosas. En respuesta a estos horribles 

hechos, el Consejo de Seguridad de la ONU estableció tribunales especiales o ad hoc6 

para hacer frente a cada una de estas atrocidades7. Sin embargo, la jurisdicción de estos 

órganos jurisdiccionales se limita a un tiempo y territorio determinado, y su propósito no 

era el de abordar violaciones ocurridas en otras partes, ni el de evitar violaciones en el 

futuro. Estos hechos sin duda tuvieron el impacto más significativo en la decisión de 

convocar la reunión en Roma durante el verano de 1998, para establecer la CPI. 

 

1.2 El Estatuto de Roma. 

El importante señalar papel de los tribunales que fueron constituidos en la ex 

Yugoslavia y en Ruanda, así como la iniciativa de la delegación de Trinidad y Tobago 

ante la ONU en 1989 para el establecimiento de un tribunal para investigar y juzgar el 

tráfico de drogas, impulsaron la creación de la CPI (Castro Marroquín, 2013). 

Después de que se presentara un borrador del estatuto a la AG de la ONU; un 

comité especial establecido por la ONU revisó el borrador; poco tiempo después fue 

 
6 Ad hoc es una locución latina cuyo significado es «para esto». 
7 Al efecto se creó el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (EP, 2007) (Naciones Unidas, 
2017) y el Tribunal Penal Internacional para Tokio (Cala Sagué, 1998). 
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reemplazado por un Comité Preparatorio (PREPCOM, por sus siglas en inglés), que se 

reunió de 1996 a 1998 y se encargó de complementar el texto del Estatuto.  

El PREPCOM propuso la realización de la Conferencia Diplomática de 

Plenipotenciarios de las Naciones Unidas, llevada a cabo en la ciudad de Roma entre el 

15 de junio al 17 de julio de 1998; 160 países participaron en dicha conferencia  

(Preparatory Commission for the International Criminal Court, 2002). 

El 17 de julio de 1998, 120 países aprobaron el ER, con 7 votos en contra y 21 

abstenciones (Preparatory Commission for the International Criminal Court, 2002). Sin 

embargo, cobró vigencia hasta el primero de julio de 2002 luego de ser ratificado por 60 

países.  

Al cinco de noviembre de 2021, 123 países son Estados Parte del ER  

(International Criminal Court, s.f.)8; es decir, casi dos tercios de los estados del mundo 

votaron a favor, lo cual dota al estatuto de un gran peso, pues se trata de un nuevo 

régimen jurídico para abordar temas delicados en la vida de los países; como la soberanía 

al implicar que sus ciudadanos (incluidos sus gobernantes) puedan ser sometidos a juicio 

por tribunales internacionales. 

El Estatuto cuenta con dos enmiendas establecidas durante la Conferencia de 

Revisión del Estatuto de Roma celebrada en Kampala (Uganda, 2010). Al respecto, 

México ha emitido referencias positivas a las Enmiendas de Kampala, además de 

comprometerse en varias ocasiones a ratificar las mismas; sin embargo, el estatus de 

ratificación de éstas sigue en una etapa previa. (Update No. 34, 2021) 

El ER tiene 128 artículos, en ellos se aborda la jurisdicción de la Corte, su 

personalidad jurídica, estructura, funcionamiento, el mecanismo de designación de los 

magistrados, la jurisdicción de la CPI, el procedimiento, el proceso de individualización 

de las penas, las garantías judiciales de los inculpados, el procedimiento de investigación, 

la cooperación internacional, las sanciones aplicables y la ejecución de las sentencias 

 
8 Véase Anexo 1. 



 

21 
 

(Organización de las Naciones Unidas, 1998). A continuación, se desglosarán varios de 

estos temas. 

 

1.3 Características, estructura y funcionamiento de la Corte. 

La CPI es una institución diseñada para investigar y llevar a juicio a todas las 

personas responsables de cometer los crímenes de su jurisdicción. Los Estados Parte 

están obligados a investigar, procesar o permitir la extradición de las personas 

responsables de dichos crímenes y castigar a las personas que violen estas normas. 

El ER establece que el estado sede deberá conceder las mismas inmunidades 

garantizadas a los organismos internacionales con el objetivo de asegurar la autonomía 

e independencia de la Corte9. Sin embargo, se estipula que el tribunal puede estar 

ubicado en otro lugar cuando los jueces lo consideren pertinente10. Al respecto, el 

Estatuto determina y define en sus alcances y posibilidades de acción.  

La Corte también ha establecido oficinas en las áreas donde está llevando a cabo 

investigaciones. Actualmente, más de 900 personas de aproximadamente 100 países 

trabajan para la Corte, ésta cuenta con una oficina de enlace con la ONU en Nueva York 

y 7 oficinas nacionales: Kinshasa y Bunia (República Democrática del Congo); Kampala 

(Uganda); Bangui (República Centroafricana); Abidjan (Costa de Marfil); Tbilisi (Georgia); 

y Bamako (Malí) (International Criminal Court, s.f.). 

A diferencia de los tribunales especiales de la ex Yugoslavia y de Ruanda 

establecidos por el Consejo de Seguridad, la CPI está creada por los Estados Parte y 

tiene su propio sistema de toma de decisiones a través de la Asamblea General de 

Estados Parte y de su propia Secretaría11. Así mismo, con el objeto de conservar su 

autonomía e independencia cuenta con un presupuesto propio, compuesto de las 

 
9 Véase artículo 48 del ER. 
10 Véase artículo 3 del ER. 
11 Véase artículo 43 del ER. 
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aportaciones de los estados parte, el cual no estará supeditado al presupuesto de la 

ONU12. 

Para llegar a ser juez de la Corte se requieren los mismos requisitos exigidos a los 

magistrados y otros funcionarios judiciales internacionales en cuanto a la moral, 

imparcialidad e integridad. Así mismo, el numeral 36 del ER establece el requisito de 

gozar de reconocidos conocimientos del derecho procesal penal y experiencia necesaria 

en esta materia13.  

 

1.3.1 Estructura.  

La CPI está integrada por cuatro órganos: la Presidencia, las Salas (divididas en 

Sección de Apelaciones, Sección de Primera Instancia y una Sección de Cuestiones 

Preliminares), la Fiscalía y la Secretaría14. Cada una con funciones y responsabilidades 

específicas, las cuales se describirán a continuación: 

 

1.3.1.1 Presidencia. 

Este órgano está compuesto por tres jueces (el presidente y dos vicepresidentes) 

electos mediante conteo de votos por mayoría absoluta emitidos por los 18 jueces de la 

CPI para desempeñar el cargo por 9 años15. La presidencia es principalmente 

responsable de tres áreas: funciones judiciales, administración y relaciones externas; 

incluida la administración de la Corte, exceptuando a la Fiscalía. 

El presidente ejerce funciones jurisdiccionales, crea salas y asigna casos a las 

mismas, substancia la evaluación de las elecciones del secretario y concluye acuerdos 

 
12 Véase “PARTE XII. DE LA FINANCIACIÓN”, del ER. 
13 Véase art. 36.8 ER. 
14 Artículo 34 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional ( A/CONF.183/9, 1998). 
15 Véase art. 38 ER 
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de cooperación para todo el tribunal con los países. Su función es la de representar a la 

Corte ante el mundo y la de ayudar a organizar el trabajo de los jueces.  

La Presidencia también es responsable de llevar a cabo otras tareas como la del 

asegurarse del cumplimiento de las sentencias. Actualmente ostenta el cargo de 

presidente el juez Piotr Hofmański, de Polonia.  

 

1.3.1.2 Las Salas 

Los dieciocho jueces, incluyendo los que conforman la Presidencia, están 

asignados en las tres divisiones judiciales16: la Sección de Apelaciones (compuesta por 

cinco jueces), la Sección de Primera Instancia (compuesta por seis jueces) y una Sección 

de Cuestiones Preliminares (integrada por siete jueces).  

Los magistrados son designados a las secciones de acuerdo con su experiencia y 

habilidades, a efecto de equilibrar el número de especialistas en derecho penal, derecho 

procedimental penal, y de los especializados en derecho internacional17. 

 

1.3.1.2.1 Las Salas de Cuestiones Preliminares. 

Cada una de las Salas de Cuestiones Preliminares está compuesta por uno o tres 

jueces, su función es resolver todas las cuestiones surgidas antes del inicio de la etapa 

de juicio18. Esencialmente, su rol es el de supervisar cómo la Oficina de la Fiscalía lleva 

a cabo sus actividades de investigación y prosecución para respetar los derechos de los 

sospechosos, víctimas y testigos durante la investigación, y para asegurar la integridad 

de los procedimientos. 

 
16 Véase art. 39 ER. 
17 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, Artículo 39, apartado 1 ( A/CONF.183/9, 1998). 
18 Véase ER, art. 39.2.b. 
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Las Salas de Cuestiones Preliminares deciden si es necesario o no solicitar 

medidas cautelares de arresto o de la presentación periódica ante la Oficina de la 

Fiscalía; así como el confirmar o no los cargos en contra de una persona sospechosa de 

un crimen. También deciden sobre la admisibilidad de casos y sobre la participación de 

las víctimas durante la etapa de investigación19. 

 

1.3.1.2.2 Las Salas de Juicio. 

Una vez que la medida cautelar de arresto sea impuesta, el supuesto perpetrador 

sea arrestado y los cargos sean sido confirmados por la Sala de Cuestiones 

Preliminares20; la Presidencia ordena se constituya una Sala de Juicio compuesta por 

tres jueces21.  

El juicio lo llevará la sala de primera instancia con estricto apego a los 

procedimientos prefijados y la presunción de inocencia22. 

La función primordial de esta sala es la de asegurar juicios justos y expeditos, y 

que éstos sean conducidos con completo respeto a los derechos y prerrogativas del 

investigado, la protección de las víctimas u ofendidos del delito, y testigos durante el lapso 

de las actuaciones. También es la encargada de conducir la participación de los afectados 

en la fase de juicio. 

La Sala de Juicio determina si un acusado es inocente o culpable de los cargos 

evaluando las pruebas y los elementos de convicción presentados en el juicio, si es 

encontrado culpable puede imponer la sentencia de prisión; la cual nunca excederán el 

máximo de treinta años o “cadena perpetua”, debido a la gravedad del crímen23. También 

 
19 Véase ER, art. 57. 
20 Véase ER, art. 58. 
21 Véase ER, art. 61.11. 
22 Véase ER, art 66. 
23 Véase ER, art 77.1 
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puede imponer penas económicas y el aseguramiento de los bienes producto del crimen 

en cuestión.  

Asimismo, esta sala puede ordenar que persona convicta realizar reparaciones por 

el daño sufrido por las víctimas, incluyendo la compensación, restitución y 

rehabilitación24. 

Cabe aclarar que la CPI no tiene constituida un cuerpo policial o agencia de 

aplicación de la ley; por lo tanto, la ejecución de sus determinaciones se basa en la 

cooperación con los países para brindar apoyo, especialmente en la realización de 

arrestos, el traslado de personas arrestadas a las sedes de la CPI, su posterior retención 

en la sede judicial, la congelación de bienes de sospechosos y para la ejecución de 

sentencias.  

Sobre el principio de cooperación se hablará en el capítulo cuarto de este trabajo 

de investigación25. 

 

1.3.1.2.3 La Sala de Apelaciones. 

Está integrada por cinco jueces, de los cuales uno es el presidente de la Corte26. 

Las partes en el juicio pueden apelar o buscar revocar las decisiones de las salas 

Preliminares y de Juicio. Por ello, la Sala de Apelaciones puede revocar, confirmar o 

modificar la decisión apelada, lo cual incluye acuerdos y sentencias definitivas, e incluso 

puede ordenar la reposición del juicio a llevarse a cabo en una Sala de enjuiciamiento 

diferente. También puede revisar las sentencias definitivas condenatorias27. 

Tanto el fiscal como la defensa tienen la opción de presentar recurso de apelación 

en contra de lo resuelto por la Sala de Primera Instancia 28; mientras que las víctimas y 

 
24 Véase ER, art 75. 
25 Véase “4.3.2 La obligación de cooperar con la Corte”. 
26 Véase ER, art. 39.1. 
27 Véase ER, art. 83. 
28 Véase ER, art. 81.2. 
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las personas condenadas también pueden apelar la orden de indemnización o reparación 

del daño.  

El resultado del recurso de apelación lo deciden los cinco jueces de la Sala de 

Apelaciones, quienes no pueden ser los mismos jueces del veredicto original. La Sala de 

Apelaciones decide si mantiene, modifica o retira la decisión apelada. Por lo tanto, ésta 

será la sentencia que prevalecerá en el final, a menos que la Sala de Apelaciones ordene 

la reposición del juicio ante la Sala de Primera Instancia29. 

 

1.3.1.3 La Fiscalía. 

Este órgano posee la obligación de examinar los casos de genocidio, crímenes de 

lesa humanidad, crímenes de guerra y crímenes de agresión cometidos en territorios de 

la jurisdicción de la Corte, e investigar y enjuiciar a los responsables30.  

Un número creciente de países ha otorgado a los fiscales internacionales 

autorización, para seleccionar de manera independiente e imparcial, situaciones para 

realizar actuaciones con el propósito de examinar delitos atroces realizados tanto en su 

territorio, contra o por sus ciudadanos. Al igual que los jueces de la CPI, los fiscales son 

elegidos para un nombramiento de nueve años improrrogables31. 

El Fiscal constituye la pieza clave del sistema; su objeto es el recibir y analizar 

información de las situaciones o los presuntos crímenes donde la CPI tiene jurisdicción, 

a efecto de analizar si existen o no indicios razonables para investigar genocidio, 

crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra o crímenes de agresión y remitir ante 

la Corte a los autores de estos crímenes. Actualmente el cargo de Fiscal lo ostenta Karim 

Ahmad Khan, de Inglaterra.  

En ese sentido, su actividad medular es la de iniciar con la investigación, pero para 

ello requiere la aprobación de la Sala de Cuestiones Preliminares para avanzar en ella. 

 
29 Véase ER, art. 83. 
30 Véase ER, art. 15. 
31 Véase ER, art. 42.4 
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Esto constituye uno de los candados contenidos en el ER; es decir, es un primer filtro 

para determinar si una investigación es procedente o no y, como consecuencia, si se 

debe iniciar un procedimiento de juicio ante la Corte.  

Si la investigación es autorizada y el Fiscal reúne las pruebas pertinentes, la Sala 

de Cuestiones Preliminares puede emitir una orden de aprehensión en contra un presunto 

responsable.  

De acuerdo con la Regulación #7 de la Oficina del Fiscal, este órgano está 

integradado por tres divisiones (Human Rights Watch, 2022): 

• La División de Investigación. Encargada de conducir las investigaciones, 

incluyendo la recolección y el examen de evidencias, interrogatorio de personas 

bajo investigación, así como de víctimas y testigos. A efecto del establecimiento 

de la verdad, la CPI requiere que el Fiscal investigue por igual tanto las 

circunstancias incriminantes como las exonerantes. 

• La División de Enjuiciamiento. Tiene un rol en el proceso de investigación, sin 

embargo, su actividad principal es la de litigar los casos ante las Salas de la Corte. 

• La División de Jurisdicción, Complementariedad y Cooperación. Junto con la 

División de Investigación, evalúa la información recibida y los casos remitidos a la 

Corte, analiza las situaciones y casos para determinar su admisibilidad y ayuda a 

asegurar la cooperación requerida por la Fiscalía para el cumplimiento de su 

mandato.
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1.3.1.4 La Secretaría. 

Este órgano ayuda a la Corte a conducir los juicios de manera justa, imparcial y 

pública. La función principal de la Secretaría es proveer soporte administrativo y operativo 

a las Salas y a la Fiscalía32. 

Como canal oficial de comunicación de la Corte, la Secretaría también tiene la 

responsabilidad primordial de las actividades de información pública y divulgación de la 

CPI. Así mismo, garantiza que la Corte reciba los servicios adecuados y desarrolle 

mecanismos efectivos para ayudar a las víctimas, testigos y a la defensa, a fin de 

salvaguardar los derechos reconocidos en el ER y en las Reglas de Procedimiento y 

Prueba.   

 

1.3.2 Principios de la Corte.  

Los crímenes internacionales incluyen cada vez más elementos extraterritoriales 

que requieren una mayor interacción entre los Estados, es por ello que existen principios 

básicos en el derecho penal internacional para coordinar los esfuerzos entre naciones.  

Los Estados deben defenderlos y respetar al mismo tiempo sus propios principios 

nacionales de derecho penal y los principios específicos establecidos en los instrumentos 

de los órganos regionales de los que son parte.  

El accionar de la Corte está orientado por diversos principios, los cuales en su gran 

mayoría están descritos en la Parte III del Estatuto, entre ellos se encuentra: 

 

1.3.2.1 Principio de complementariedad (artículo 17, ER). 

Este principio consiste en reconocer a las jurisdicciones nacionales como las 

responsables de realizar la investigación y luego el sometimiento a juicio de los autores 

 
32 Véase ER, art. 43. 
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de los crímenes cometidos por sus ciudadanos o contra ellos, o los acontecidos en su 

territorio. Esto tiene una excepción, la cual aplica en los casos donde exista una falta de 

voluntad y/o capacidad para realizar la investigación o juicio, por parte del Estado para 

cumplir con la obligación de administrar justicia33. 

Para Sergio García Ramírez esto significa que la CPI no reemplaza a los sistemas 

criminales de justicia de cada país, sino que los complementa (García Ramírez, 2004). 

Los Estados retienen la responsabilidad primaria de realizar el proceso judicial respecto 

de los culpables de los delitos tipificados por el ER. Entonces, la Corte puede investigar 

y, si es necesario, perseguir y juzgar a los acusados solo si el Estado involucrado no lo 

hace o no puede llevarlo a cabo o, simplemente, no tiene la voluntad genuina de hacerlo 

(ER, art 17.3). Lo anterior puede ocurrir cuando los procedimientos son retrasados 

excesivamente o se pretende, mediante ellos, proteger a los individuos de asumir su 

responsabilidad criminal. Este procedimiento puede ser iniciado por el Fiscal, el Consejo 

de Seguridad de la ONU y por los estados parte del ER34. 

La CPI tiene el objetivo de complementar, y no el de reemplazar, los sistemas de 

justicia criminal de las naciones; y sólo procesa casos cuando los Estados no están 

dispuestos o no pueden hacerlo de verdad. Es decir, la complementariedad de la Corte 

es muestra de los esfuerzos para que estos crímenes no queden impunes; ello presupone 

que cuando un país no tiene la capacidad técnica, jurídica o material para llevar a cabo 

el enjuiciamiento de estos crímenes o simplemente no tiene la voluntad para hacerlo o lo 

retrasa injustificadamente, la Corte puede activar su jurisdicción, y con ello impide que 

estos crímenes queden impunes, no sean investigados o se retrase su juicio. 

La competencia ejercida por la CPI se extiende sólo a los Estados parte del ER y 

su ejercicio es complementario de los sistemas jurídicos nacionales35. Y debido a que, 

como ya se dijo, la jurisdicción de la Corte tiene carácter complementario al de la de las 

naciones, entonces la soberanía de éstas continua en vigor, pues no las sustituye. 

 
33 Véase Preámbulo y Art. 1 del ER. 
34 Véase ER, artículos 15, 53 y 87. 
35 Véase ER, arts. 11 y 12.1. 
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En ese tenor, conviene dejar en claro que la CPI no es una institución 

supranacional, sino una institución internacional similar a otras instituciones ya 

existentes. No reemplaza los sistemas de justicia penal nacionales, solo los 

complementa. Por lo tanto, la CPI no afecta la soberanía nacional ni invalida ningún 

sistema doméstico dispuesto y capaz de cumplir con sus obligaciones estatutarias. Y, 

aunque pudiera parecer que los Estados son reacios a la probabilidad de que sus 

ciudadanos sean sentados en la “silla de los acusados” de la CPI; si los avances del 

mundo son reales y significativos respecto de los derechos humanos, los países 

respetuosos de este régimen no tendrán nada de qué preocuparse. 

 

1.3.2.2 El principio de legalidad (nullum crimen / nulla poena sine lege36). 

Contenido en los artículos 22 y 23 del Estatuto; establece que los crímenes de 

derecho internacional solo incluyen actos (y omisiones) sucedidos explícitamente en el 

momento de vigencia de una fuente de derecho internacional. Es decir, sí aquella se 

aplicaba en el momento del acaecimiento del acto en cuestión y para cuya comisión la 

responsabilidad penal individual asociada a una sanción estaba en vigor.  

Como ya se mencionó, la CPI solo tiene jurisdicción con respecto a cuatro 

categorías de delitos fundamentales de derecho internacional y solo puede conocer de 

aquellos que fueron cometidos posteriormente a la entrada en vigor del ER. 

 

1.3.2.3 Principio de irretroactividad o ratione personae.  

El numeral 24 del ER de la CPI establece el principio de irretroactividad o ratione 

personae, el cual está íntimamente relacionado con el numeral 15 del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos el cual contiene la prohibición de imponer condenas 

respecto de actos que no revisten la calidad de delitos al momento de ser cometidos.  

 
36 Principio que significa que “no hay delito ni pena sin ley” (Reta, 2018).  
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Este principio significa que leyes penales nacionales que adopten normas que 

establezcan la tipificación de determinados actos como delito, no deben aplicarse a los 

actos acontecidos previo de la entrada en vigor los respectivos tratados y/o leyes penales 

nacionales de las cuales derivan. Al mismo tiempo, si se modifica una fuente del derecho 

penal internacional o nacional para mejorar la condición de la persona investigada, 

procesada o condenada, esta se aplicaría retroactivamente solo en beneficio de la 

persona (Carbonell & Ferrer Mac-Gregor, 2016). 

 

1.3.2.4 Responsabilidad penal individual.  

El numeral 25 del ER es fundamental para el sistema moderno de justicia penal. 

Este principio permite explícitamente solo la responsabilidad individual de las personas 

físicas en cualquier forma de complicidad.  

Esto es diferente de lo aplicado en los Tribunales Militares Internacionales de 

Nuremberg y Tokio, los cuales permitían una dimensión colectiva de la responsabilidad 

penal, particularmente debido a la pertenencia a organizaciones criminales  (GERHARD, 

2005), o a lo establecido en la jurisprudencia emanadas de las sentencias de los 

Tribunales Penales Internacionales para la ex Yugoslavia y Rwanda, donde se produjo la 

doctrina de la denominada "empresa criminal conjunta"37 (Odriozola-Gurrutxaga, 2014).  

Así, queda excluida la obligación de las entidades jurídicas o de los integrantes de 

un grupo a que se adjudique la autoría de los crímenes, por el solo hecho de su 

pertenencia. Sin embargo, el artículo 25 del ER se comprende sin menoscabo de la 

obligación del Estado (CRAWFORD, 2013). 

 

 

 
37 Dicha doctrina jurídica ha sido utilizada en los tribunales de guerra para llevar a cabo el juicio de los 
miembros de un conjunto por las acciones del grupo (Felipe Ceo, 2023).  
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1.3.2.5 Exclusión de los menores de 18 años de la competencia de la Corte. 

 Según el artículo 26 del ER, la CPI no tiene jurisdicción sobre ningún menor de 

dieciocho años en el instante de la perpetración del delito. 

Por su parte, el numeral 18, párrafo cuarto de la CPEUM establece un sistema de 

justicia para adolescentes. Es decir, la edad de responsabilidad penal establecida en la 

CPEUM para los adolescentes comisores una conducta tipificada como delito será a partir 

de los 12 años. Mientras que la CPI no es competente para conocer de crímenes 

realizados por menores infractores, la legislación penal de México aplica a una gama más 

amplia de posibles autores de crímenes. 

 

1.3.2.6 Improcedencia del cargo oficial. 

 El numeral 27 del ER establece que las personas sobre las que la CPI ejerce 

jurisdicción no podrán invocar inmunidades personales o funcionales poseídas en virtud 

del derecho nacional o internacional, para eximirlas de responsabilidad o para plantear 

una disminución de sentencia; es decir, el Estatuto es aplicable a todos por igual, sin 

atender así una persona ostenta determinado cargo oficial.  

Esto se debe a que las inmunidades personales o funcionales se otorgan a los 

más altos funcionarios y diplomáticos de un estado no para su propio beneficio, sino para 

facilitar las funciones de su estado en la política nacional y exterior, y el cometer de 

crímenes no es una función normal de los estados (Reyes Milk, 2008, pág. 71).  

En el curso de la implementación del Artículo 27 del ER en sus respectivas leyes 

constitucionales, penales (sustantivas y procesales) y administrativas, los Estados Parte 

en el ER están obligados a derogar las inmunidades concedidas a los jefes de estado, 

miembros de parlamentos, jefes de ministerios y agencias, jueces, diplomáticos y otros 

funcionarios para facilitar su enjuiciamiento en tribunales penales nacionales.  

Cabe señalar que la existencia de una inmunidad no debe impedir el 

enjuiciamiento de un funcionario por la CPI.  



 

33 
 

Con esto se concluye que las inmunidades diplomáticas concedidas en virtud de 

determinado cargo oficial no impiden que la CPI pueda activar su jurisdicción sobre 

determinada persona (Gobierno de España, 2021).  

 

1.3.2.7 Responsabilidad de los jefes y otros superiores. 

 El numeral 28 del ER establece la responsabilidad de los comandantes militares 

debido a la comisión de crímenes por sus subordinados; lo anterior, en el supuesto en el 

que un comandante o superior era sabedor o debería haber tenido conocimiento de que 

sus subalternos estaban realizando o se encontraban en vías de realizar dichos delitos 

y, en consecuencia, no tomó las acciones en su poder para prevenir, impedir o reprimirlas; 

o, una vez acontecidas, no sometió el asunto al conocimiento y jurisdicción de las 

autoridades competentes (PÉREZ-LEÓN ACEVEDO, 2007). 

 

1.3.2.8 Imprescriptibilidad. 

El numeral 29 del ER establece que los crímenes de la competencia de la CPI no 

estarán sometidos a prescripción alguna ( A/CONF.183/9, 1998). En general, esta regla 

refleja las disposiciones de la Convención Sobre la no Aplicabilidad de las Limitaciones 

Legales a los Crímenes de Guerra y los Crímenes de Lesa Humanidad (ONU, 2020).  

Se afirma que la imprescriptibilidad no saldará las cuentas del pasado, pero puede 

influir en los acontecimientos del mañana si efectivamente los Estados asumen con 

responsabilidad sus compromisos a la luz del Estatuto (Huertas Díaz, 2014). 

 

1.3.2.9 Elemento de intencionalidad. 

 Una exegesis literal del numeral 30 del ER sugiere que el elemento mental o 

volitivo de estos crímenes es la intención directa. Sin embargo, se desprende de la 
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jurisprudencia y sentencias del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia que, 

en algunos casos el establecimiento de la responsabilidad penal o autoría por la comisión 

de crímenes de guerra o crímenes contra la humanidad puede implicar un fin diverso38 

(Gutiérrez Posse, 2001). 

De modo contrario, los crímenes de genocidio o agresión solo pueden cometerse 

con intención directa. Respecto del crimen de genocidio, el requisito de intención es 

esencial, pues está “dirigido a la destrucción, total o parcial, de un grupo nacional, étnico, 

racial o religioso” ( A/CONF.183/9, 1998); mismo que se abordará en el capítulo segundo 

de este trabajo39. 

Ahora bien, respecto del crimen de agresión, la intención de un sujeto especial (un 

funcionario de alto rango con autoridad política o militar en un estado) está enfocada al 

uso por ese estado de la fuerza militar contra otro estado en violación de ley internacional. 

Por tanto, en el contexto del crimen de agresión, la intención indirecta y la negligencia no 

cumplen el elemento mental - volitivo (SAYAPIN, 2014). 

 

1.3.2.10 Circunstancias eximentes de responsabilidad penal. 

Los motivos para excluir la responsabilidad penal enlistados en el numeral 31 del 

ER se reflejan en general en la legislación penal mexicana, especialmente en el Libro 

Primero, Capítulo IV, del Código Penal Federal, relativo a las causas de exclusión del 

delito. Motivos como la enfermedad mental, la legítima defensa y defensa de otros o la 

coacción, son comunes a la mayoría de los sistemas legales. 

Cabe señalar además que dicha lista de motivos para excluir la responsabilidad 

penal en el numeral 31 del ER no es exhaustiva y la CPI también puede reconocer otras 

circunstancias40 como suficientes para extinguir el delito penal de una persona 

 
38 Por ejemplo: los medios utilizados en un ataque sistemático. 
39 Véase ”2.1 Genocidio”. 
40 Por ejemplo: errores. 
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responsable, cuando dichos motivos se deriven de la ley aplicable según lo establecido 

en el numeral 21 del Estatuto.   

 

1.3.2.11 Error de hecho o error de derecho. 

De acuerdo con el numeral 32 del ER, un error de hecho o de derecho puede ser 

motivo para excluir la responsabilidad si éste invalida el elemento mental requerido por 

el delito en cuestión (carácter volitivo). 

Un error de hecho es una percepción errónea por parte del autor de un delito sobre 

hechos que constituyen los elementos materiales (actus reus) del delito. A su vez, un 

error de derecho es una confusión por parte del autor de un delito en cuanto a la 

calificación jurídica de los elementos materiales de un acto u omisión.  

Entonces, un error de derecho irrelevante no es motivo para extinguir la 

responsabilidad de una persona porque no niega el elemento mental requerido por el 

delito; en tales casos, sólo es posible “mitigar el castigo”. Por el contrario, un error de 

derecho relevante niega el elemento mental requerido por el delito y, por lo tanto, 

constituiría una causal para extinguir la responsabilidad penal del individuo (Salazar 

Hernández , 2009). 

 

1.3.2.12 Órdenes superiores y disposiciones legales. 

El numeral 33 del ER de la CPI introduce la responsabilidad resultante por la 

comisión de estos delitos cuando dichos crímenes se cometen de conformidad con una 

orden de un comandante militar o un superior civil. Esta disposición de derecho penal 

internacional es necesaria para prevenir la impunidad, pues los imputados en juicios 

penales internacionales pueden intentar alegar que cometieron los actos en cuestión de 

conformidad con órdenes superiores, viéndose obligados a obedecer en virtud de 

jerarquías de hecho o de derecho. 
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Para que una persona comisora de un delito de dichas magnitudes eluda la 

responsabilidad penal en virtud de una orden superior, deben concurrir las tres 

circunstancias enumeradas en el artículo 33 del ER, transcrito a continuación: 

“1. Quien hubiere cometido un crimen de la competencia de la Corte en 

cumplimiento de una orden emitida por un gobierno o un superior, sea militar o 

civil, no será eximido de responsabilidad penal a menos que: 

a) Estuviere obligado por ley a obedecer órdenes emitidas por el gobierno 

o el superior de que se trate; 

b) No supiera que la orden era ilícita; y 

c) La orden no fuera manifiestamente ilícita” ( A/CONF.183/9, 1998)  

Por tanto, las órdenes de llevar a cabo un genocidio o determinado crimen de lesa 

humanidad se presumen completa y manifiestamente ilícitas, es decir, el carácter criminal 

de estos actos es tan evidente que no puede aceptarse ninguna justificación por 

referencia a una orden superior. 

 

1.3.3 Jurisdicción y competencia. 

Según Ricardo Méndez Silva, “el Tribunal de Nüremberg tuvo como vicio histórico 

el de la retroactividad” (Méndez Silva, 2003). Lo anterior, debido a que éste fue creado 

una vez que los acontecimientos ya habían sucedido. Asimismo, las figuras delictivas 

también fueron elaboradas una vez ocurridas las matanzas inenarrables 

correspondientes a la Segunda Guerra Mundial, lo cual colisionó directamente con la 

garantía judicial de la no aplicación de una norma jurídica con carácter retroactivo.  

El cual es un principio general de derecho sostenido por la AG de la ONU al 

abordar el tema de las garantías judiciales y explicitado por la Convención de Viena de 

1969 sobre el Derecho de los Tratados41 (Orihuela Calatayud, 2011). 

 
41 Véase artículo 28 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados (U.N. Doc A/CONF.39/27, 
1969). 
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Por su parte, la CPI solo puede hacer uso de su jurisdicción sobre delitos ocurridos 

después de la entrada en vigor del ER (1 de julio de 2002). Por ejemplo, si un país hubiese 

firmado y ratificado el ER después de dicha fecha, entonces la CPI sí podría ejercer su 

competencia, pero solo por lo que hace a los crímenes acontecidos después de que el 

ER haya entrado en vigor para ese país; a menos, que la nación en particular haya 

aceptado mediante declaración, que se someterá a la competencia de la Corte desde el 

1 de julio de 2002.  

De lo anterior se infiere que la CPI no tiene la capacidad de ejercer su jurisdicción 

respecto de los eventos acontecidos antes de esa fecha42. 

Ahora bien, un estado que se convierte en parte del ER acepta someterse a la 

jurisdicción de la CPI; de esta manera, la CPI puede activar su jurisdicción cuando el 

perpetrador de los delitos es ciudadano de un estado parte o bien, cuando el crimen tuvo 

lugar en el territorio del estado parte. De la misma manera, un Estado No Parte puede 

decidir reconocer la jurisdicción de la CPI. Estas condiciones no aplican cuando el 

Consejo de Seguridad de la ONU, actuando con las facultades del Capítulo VII de la Carta 

de las Naciones Unidas43, envía un caso a la Oficina del Fiscal (Organización de las 

Naciones Unidas, 1945). 

Ahora bien, la entrada en vigor del ER, para un Estado Parte que haya aceptado 

la jurisdicción de la CPI recientemente, será el primer día del mes inmediato a que se 

haya cumplido el lapso de 60 días siguientes a que sea depositado el instrumento donde 

dicha nación manifieste su ratificación, aceptación, aprobación o adhesión44. 

Los Estados parte están legalmente obligados a cooperar con la CPI cuando sea 

necesario, así como a arrestar y trasladar a los acusados o proporcionar acceso a 

pruebas y testigos. Los Estados parte tienen el derecho de participar, votar e intervenir 

en los procedimientos de la Asamblea de los Estados Parte, que es el órgano rector de 

 
42 Véase ER, art. 11. 
43 “Capítulo VII: Acción en caso de amenazas a la paz, quebrantamientos de la paz o actos de agresión” 
(ONU, 1945) 
44 Véase ER, art. 126. 
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la Corte45. Estos procedimientos incluyen la elección de funcionarios como jueces y 

fiscales, la aprobación del presupuesto de la Corte y la adopción de enmiendas al ER. 

En la actualidad México se ha adherido a 23 tratados multilaterales sobre derecho 

internacional humanitario (Secretaría de Relaciones Exteriores, 2022).  

Al respecto, el estado mexicano firmó el ER el 7 de septiembre del 2000, pero no 

fue hasta el 30 de noviembre del 2001 que se presentó al Constituyente Permanente, por 

conducto del Senado de la República (CNDH, 2010), una iniciativa para reformar el 

artículo 21 constitucional que en su párrafo octavo reconoce la jurisdicción de la Corte, 

quedando de la siguiente manera: 

“El Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación del Senado en cada caso, 

reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional” (CPEUM, 2023, pág. 25) 

Sin embargo, pareciera que el párrafo incorporado mediante la reforma 

constitucional no contiene un reconocimiento liso y llano de la competencia de la CPI, 

sino que se trata de una reserva en la aplicación del Estatuto previa aprobación del 

Senado "en cada caso" concreto. El capítulo Tercero de este proyecto analizará si es que 

lo anterior constituye una reserva constitucional que choca directamente con lo que 

establece el numeral 120 del ER, que textualmente proclama “No se admitirán reservas 

al presente Estatuto” ( A/CONF.183/9, 1998) (artículo 12 ER).  

 
45 Véase “II. La obligación cumplir con las solicitudes de cooperación de la Corte”. 
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CAPÍTULO II 
LOS CRÍMENES DEFINIDOS POR EL ESTATUTO 

 

El mandato de la CPI es juzgar a las personas46 (en lugar de a los Estados) y que 

guarden su responsabilidad debido a la comisión de los crímenes más graves, 

catalogados así por la comunidad internacional.  

Como se explicó en el capítulo anterior, de acuerdo con el numeral 5 del Estatuto, 

los Crímenes de competencia de la Corte son: “a) El crimen de genocidio; b) Los crímenes 

de lesa humanidad; c) Los crímenes de guerra; y, d) El crimen de agresión” ( 

A/CONF.183/9, 1998)(ER, artículo 5). A continuación, se expondrán las características 

de los crímenes enlistados previamente: 

 

2.1 Genocidio. 

La palabra "genocidio" fue acuñada por Raphäel Lemkin, quien la utilizó en su libro 

Axis Rule in Occupied Europe (Lemkin R. , 1994). Si bien el término es de origen reciente, 

las acciones tendientes al genocidio han sido practicadas durante mucho tiempo; por 

ejemplo, de acuerdo a Tucídides, la gente de Melos fue asesinada después de negarse 

a rendirse a los atenienses durante la guerra del Peloponeso (Olasolo & Eirene De Prada, 

2019, pág. 94).  

Los eventos del siglo XX a menudo citados como genocidio incluyen la masacre 

armenia de 1915 por parte del Imperio Otomano liderado por Turquía  (Olasolo & Eirene 

De Prada, 2019, pág. 103), el exterminio casi completo de judíos europeos, romaníes 

(gitanos) y otros grupos por parte de la Alemania nazi durante la Segunda Guerra Mundial 

(Cortés, 2021) y el asesinato de tutsis por los hutu en Ruanda durante la década de 1990 

(Bou Franch, 1995). 

 
46 Véase ER, art. 1. 
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Después de la masacre de los armenios durante la Primera Guerra Mundial, que 

permaneció casi totalmente desprovista de consecuencias legales, y teniendo en cuenta 

las políticas nazis de exclusión y aniquilación, Lemkin pidió la creación de una ley penal 

reconocida internacionalmente basada en la cual se podría pedir cuentas a los autores 

de los crímenes cometidos en nombre del nacionalsocialismo en toda Europa.  

Fue en respuesta al comentario de Winston Churchill respecto de la gravedad y 

características de este crimen cometido contra sectores de la población civil en Alemania 

y, en particular, en los territorios ocupados, donde dijo que lo convertía en un "crimen sin 

nombre". Lemkin acuñó un término para describirlo; en el año de 1944 creó el término 

"genocidio" consistente en el prefijo griego genos-, que se refiere al concepto de clan, 

raza, tribu o grupo y el sufijo latino -cide, que se utiliza para referirse a la acción de matar  

(Lemkin R. , 2008). 

Lemkin desarrolló el término para referirse a las acciones nazis que ejecutaron el 

asesinato sistemático de judíos durante el Holocausto, llevadas a cabo bajo una política 

de restructuración demográfica del continente europeo, pero también en respuesta a los 

acontecimientos previos destinados a la destrucción de grupos específicos de personas.  

Para Lemkin, los genocidios modernos son "procesos de destrucción de la 

identidad de grupos nacionales" (Larreta, 2019) (Feierstein, 2016, pág. 6), ello con el 

objetivo de desintegrar las instituciones, el idioma, religión, la libertad, salud, y la vida de 

sus integrantes (Feierstein, 2016).  

El genocidio está dirigido contra el grupo nacional en su conjunto, con actividades 

dirigidas contra individuos, no a título individual, sino como miembros del grupo nacional 

que se busca exterminar (Lemkin R. , 1994). De la misma manera, es importante resaltar 

que la definición de Lemkin tiene un lato sesu, pues no solo contempla la destrucción 

física, sino también, todos los actos dirigidos a la destrucción permanente de los 

cimientos de la vida y la cultura de tal grupo. Según Lemkin: “El genocidio tiene dos 

etapas: una, la destrucción del patrón nacional del grupo oprimido; la otra, la imposición 

del patrón nacional del opresor” (Lemkin R. , 2008). 
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Más tarde, este autor dirigió la campaña para reconocer y codificar el genocidio 

como crimen internacional. Si Lemkin lo hubiera logrado, el crimen de genocidio se habría 

incluido en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional que, como parte del Acuerdo de 

Londres47 del 8 de agosto de 1945, especificó los delitos de derecho internacional para 

llevar a cabo el enjuiciamiento y la imposición de sanciones de los crímenes de guerra 

nazis; sin embargo, los Aliados clasificaron las medidas de exclusión y aniquilación 

implementadas por los nazis como “crímenes de lesa humanidad” o, más precisamente, 

dentro de los crímenes de “exterminio” y “persecución por motivos políticos, raciales o 

religiosos” (Sanz Camañes, 2007).  

Debido a la accesoriedad de los crímenes de lesa humanidad en el Acuerdo de 

Londres, los dos no se clasificaron como delitos separados y se relacionaron con la 

comisión simultánea de crímenes de agresión o de lo crímenes de guerra; sin embargo, 

la accesoriedad fue erradicada en la Ley del Consejo de Control Aliado No 10 del 20 de 

diciembre de 1945 (Comisión Preparatoria de la Corte Penal Internacional, 2002, pág. 

67). 

Con cincuenta y seis votos a favor y ninguno en contra, en 1946 el genocidio fue 

catalogado como un crimen según el derecho internacional por la Asamblea General de 

las Naciones Unidas (A/RES/96-I).  

Como resultado de tal asamblea en la Convención de 1948 para la Prevención y 

la Sanción del Crimen de Genocidio (la Convención de Genocidio) fue codificado como 

un crimen independiente. La Convención ha sido ratificada por 150 Estados (junio de 

2022). 

La Corte Internacional de Justicia (CIJ) ha resuelto que la Convención sobre el 

genocidio recoge los principios del derecho internacional consuetudinario  (Oficina de las 

Naciones Unidas para la prevención del genocidio y la responsabilidad de proteger, 

2019). Esto significa que, independientemente si los Estados hayan ratificado la 

 
47 La Carta de Londres fijó los principios y procedimientos que rigen los Juicios de Núremberg. 
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Convención sobre el Genocidio o no, todos están obligados a reconocer el genocidio 

como un crimen prohibido por el derecho internacional.  

La CIJ también ha declarado que se debe atender a la prohibición del genocidio 

como un estándar del derecho internacional o ius cogens (Silva, 1994) y, en 

consecuencia, no se permite ninguna derogación. 

Según el numeral II de la Convención, los actos cometidos “con la intención de 

destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso” (Organización 

de las Naciones Unidas, 1948) son punibles como genocidio. En ese sentido, se brinda 

protección principalmente a la existencia física y social de tales grupos; y también se 

protege la dignidad humana de las víctimas.  

El genocidio se define en el ER (artículo 6) en idénticos términos adoptados de la 

Convención sobre el genocidio.  Mientras que muchos Estados han tipificado como delito 

el genocidio en su legislación nacional, otros aún no lo han hecho, el capítulo tercero 

abordará el panorama mexicano respecto de este delito. 

El numeral 25 del ER dice que son culpables de cometer genocidio todas las personas 

que ordenen, propongan o induzcan la comisión de dicho crimen; y, quien actúe como 

cómplice, encubridor o colaborador también serán culpables.  

Es decir, además de la premeditación en relación con los actos individuales que 

puedan constituir el crimen de genocidio, desde una perspectiva subjetiva, todos los actos 

genocidas deben tener también la intención de eliminar completamente o en parte al 

grupo. Por lo tanto, no es esencial la destrucción de la totalidad del grupo ni de una parte 

de este. 

 

2.1.1 Elementos del crimen. 

La Convención sobre el Genocidio establece en el numeral I que el crimen de 

genocidio puede acontecer en el marco de un enfrentamiento bélico, pero también en el 
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de una situación pacífica. Este último es menos común pero aún posible. El mismo 

artículo establece el deber de los países de evitar y castigar esa infracción. 

La comprensión popular de lo que constituye un genocidio tiende a ser más amplia 

que el contenido de la norma del derecho internacional. El numeral II de la Convención 

sobre el Genocidio contiene una definición limitada del crimen, la cual incluye dos 

elementos principales: 1) un elemento mental: la "intención de destruir, total o 

parcialmente, un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal" (Organización de las 

Naciones Unidas, 1948); y, 2) un elemento material que incluye los siguientes cinco actos 

siguientes: “Matar a miembros del grupo; Causar daños físicos o mentales graves a los 

miembros del grupo; Infligir deliberadamente al grupo condiciones de vida calculadas 

para producir su destrucción física total o parcial; Imponer medidas destinadas a prevenir 

los nacimientos dentro del grupo; y, Transferir a la fuerza a los niños del grupo a otro 

grupo” ( A/CONF.183/9, 1998)(ER, artículo 6) (Convención sobre el Genocidio, artículo 

II). 

La estrechez de los grupos amparados por la ley del genocidio sigue siendo un 

tema de polémica y debate. La exclusión de los grupos políticos se cuestiona en 

particular, especialmente en vista del hecho de estar incluidos en parte como grupos 

protegidos en las leyes penales nacionales donde se ha incorporado un tipo penal 

genocida. Es ese sentido, se limita a la lista de los cuatro grupos protegidos adoptada 

por los distintos estatutos del numeral II de la Convención sobre Genocidio, aunque se 

tienen en cuenta atribuciones sociales subjetivas por parte de los perpetradores o de 

terceros, además de la determinación objetiva del grupo en base a sus características. 

Ahora bien, la intención es difícil de determinar pues consistirá en probar los 

perpetradores deseaban la destruir del grupo. La intención "de destruir, total o 

parcialmente"48 en relación con uno de los grupos sigue siendo decisiva como 

característica central del genocidio, por eso el genocidio no puede equipararse a la 

depuración étnica, la destrucción cultural no es suficiente, ni la intención de dispersar 

simplemente a un grupo. El genocidio también se puede cometer contra solo una parte 

 
48 Véase ER, art. 6. 
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del grupo, dicha parte debe ser identificable (incluso dentro de un área geográficamente 

limitada) y "sustancial". 

Esta intención especial o dolus specialis49, hace tan único el crimen de genocidio. 

Además, se ha asociado al propósito de aniquilar con la creación de un plan o política 

estatal u organizativa; in embargo, la definición de genocidio en el derecho internacional 

no incluye ese elemento. 

La primera sentencia de genocidio del Tribunal Penal Internacional para la ex 

Yugoslavia se dictó en 2001; se refería a la Masacre de Srebrenica de julio de 1995 y 

enunció el punto importante de lo que debe entenderse por "destrucción en parte" en 

relación con un grupo protegido. En base a ello, se puede concluir que existe la intención 

de cometer genocidio si se quiere destruir una “parte significativa” de un grupo.  

Las víctimas del genocidio son atacadas deliberadamente, debido a que 

pertenecen a uno de los cuatro grupos protegidos. Es decir, el blanco de la destrucción 

debe ser el grupo en su conjunto y no solo sus individuos integrantes. Sin embargo, los 

grupos sociales o políticos no son reconocidos como víctimas de genocidio; en ese 

sentido, los delitos contra estos últimos grupos pueden ser condenados como delitos de 

lesa humanidad cuando son realizados de manera generalizada y sistemática.  

 

2.2 Crímenes de lesa humanidad. 

Esta clasificación alude a crímenes específicos que fueron cometidos en el marco 

de una agresión a gran escala contra civiles, independientemente de su nacionalidad. 

Estos delitos incluyen asesinato, tortura, violencia sexual, esclavitud, persecución, 

desaparición forzada, etcétera50. 

El genocidio y los crímenes de guerra se han codificado en tratados, mientras que 

los crímenes de lesa humanidad han evolucionado bajo el derecho internacional 

 
49 Dolus especialis; una intención especial o específica que pone énfasis en la tendencia volitiva o basada 
en el propósito   
50 Véase ER, art. 7. 
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consuetudinario. Fueron tipificados por primera vez en virtud del Estatuto del Tribunal de 

Nuremberg (ESTATUTO DEL TRIBUNAL MILITAR INTERNACIONAL DE 

NUREMBERG, 1945) y posteriormente se adoptó la definición de estos mediante la 

Afirmación de los Principios de Derecho Internacional Reconocidos por el Estatuto del 

Tribunal de Nuremberg (UN Doc A/64/Add.1) en 1946. 

En el numeral 7 del ER se enumeran once supuestos que constituyen crímenes 

de lesa humanidad, los cuales incluyen alguno de los actos que a continuación se 

enumeran y que fueron cometidos en función de un ataque sistemático dirigido contra 

cualquier población civil, con conocimiento del ataque: “Asesinato; Exterminio; Esclavitud; 

Deportación o traslado forzoso de población; Encarcelamiento; Tortura; Violación, 

esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada, o 

cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable; Persecución contra un 

grupo identificable por motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, motivos 

religiosos o de género; Desaparición forzada de personas; El crimen de apartheid; y, 

Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente gran sufrimiento 

o lesiones físicas o mentales graves” ( A/CONF.183/9, 1998)(ER, artículo 7). 

El último supuesto constituye una categoría para los actos inhumanos 

comparables con los crímenes de lesa humanidad. Algunos de estos delitos son 

evidentemente atroces, como el exterminio, otros abarcan una amplia gama de 

conductas, como el encarcelamiento y la deportación.  

Para constituir un crimen de lesa humanidad, los actos previamente enlistados 

deben estar definidos en las políticas nacionales o las acciones de las organizaciones 

con poder y control territorial; esta política o acción debe estar diseñada para generar o 

promover un ataque. No tienen por qué ser operaciones militares, también pueden ser 

desplazamiento, deportación, etcétera (United Nations, 2012). 

Es importante diferenciar los conceptos de "ataque" y "ataque militar". Si bien, el 

crimen de lesa humanidad puede ocurrir aun cuando no exista conflicto armado; por tanto, 

un ataque no solo se refiere a la conducción de hostilidades armadas o uso de la fuerza 

armada, éste puede incluir el maltrato de una población civil. El ataque podría preceder, 
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durar o continuar durante el conflicto, sin ser parte de él. No necesita involucrar a la fuerza 

militar o violenta. Sin embargo, debe haber múltiples víctimas o actos para ser 

considerados un ataque dirigido contra civiles, y los actos pueden ser carácter similar o 

diferentes. 

Desafortunadamente el término de "ataque" recibió una definición aparentemente 

formalista en el artículo 7 del ER. Tomado literalmente, no se necesita violencia física o 

militar para un ataque, sino simplemente múltiples instancias de cualquier conducta en la 

lista de conformidad a una política estatal.  

Aún y cuando la CPI no ha tenido ocasión de dar una interpretación restrictiva 

sobre los alcances del término, es práctica en las decisiones de este órgano solo 

presentar las situaciones extremas ante la CPI. Es decir, la capacidad de la Corte no solo 

se limita a un pequeño número de casos, también restringe el grupo al exigir se determine 

que el caso tiene la gravedad que justifique la atención de la CPI. 

Los crímenes de lesa humanidad se han cometido a menudo como parte de las 

políticas estatales, pero también pueden ser perpetrados por grupos armados no 

estatales o fuerzas paramilitares. A diferencia de los crímenes de guerra, los crímenes 

de lesa humanidad también pueden cometerse fuera de tiempos de conflictos armados 

y, contrariamente al genocidio, no necesariamente se cometen contra un grupo nacional, 

étnico, racial o religioso específico.  

Las acciones realizadas, deben formularse de manera sistemática y universal, y 

deben estar dirigidas a la población civil. En cualquier caso, si hay fuerzas armadas en 

una comunidad, ésta no perderá su condición de civil. En ese sentido, la población civil 

debe ser el blanco primordial del asalto. 

A diferencia del genocidio, los crímenes de lesa humanidad no se dirigen a un 

grupo específico; en cambio, la víctima del ataque puede ser cualquier población civil.  

En el caso de los crímenes de lesa humanidad no se requiere evidenciar la 

presencia de que existe una intención específica al cometer el crimen; basta con que 

exista una intención simple de llevar a cabo cualquiera de los actos previamente 
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mencionados, con excepción del acto de persecución que requiere una intención 

discriminatoria adicional. El autor del crimen actúa con conocimiento del ataque contra 

los civiles y sabiendo que su acción es parte de ese ataque. 

 

2.2.1 Elementos del crimen. 

Según el numeral 7 del ER, los crímenes de lesa humanidad no necesitan ser 

cometidos como parte o resultado de un conflicto armado pues pueden ocurrir en tiempo 

de paz, de forma similar al crimen de genocidio. Sin embargo, como ya se abordó en el 

apartado anterior, se distinguen tres elementos del crimen: 

1. Un elemento físico: es decir, que se cometa cualquiera de los actos enlistados 

en el apartado 1 del numeral 7; 

2. Un elemento contextual: el cual queda delimitado en que se “cometa como parte 

de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil” ( 

A/CONF.183/9, 1998); y, 

3. Un elemento mental: que se enfoca en que el autor cuente "con conocimiento 

de dicho ataque"  ( A/CONF.183/9, 1998). 

El elemento contextual determina que estos crímenes involucran violencia a gran 

escala en relación con la cantidad de víctimas o su extensión en un área geográfica 

extensa (generalizada) o un tipo de violencia metódica (sistemática). Esto excluye los 

hechos violentos esporádicos, fortuitos o aislados. 

Además, el numeral 7 (2) (a) del ER determina que estos crímenes deben ser 

cometidos en cumplimiento de la política Estatal, o plan llevado a cabo por un grupo para 

cometer un ataque. El plan o política no necesita ser estipulado explícitamente o 

adoptado formalmente y, por lo tanto, puede inferirse de la totalidad de las circunstancias. 

Este argumento resulta clave en el análisis de los posibles crímenes de lesa humanidad 

que presuntamente se han llevado a cabo en el territorio nacional. 
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La mención de que ese “ataque sea dirigido” contra la población requiere que la 

población civil sea el receptor u objetivo principal del ataque; este argumento será clave 

al momento de comparar la incorporación de estos delitos en la normativa penal 

mexicana. 

"Generalizado o sistemático" describe la magnitud del ataque reflejado 

principalmente en la cantidad de víctimas. No hay un número fijo de víctimas para 

constituir un ataque "generalizado", puede incluir una acción masiva o a gran escala 

llevada y que, por lo tanto, tiene un gran número de víctimas. 

“Sistemático” se refiere al nivel de organización y coordinación en que se realizan 

los actos de violencia y la recurrencia de similares conductas delictivas de forma regular. 

Es decir, un plan completamente organizado y con un patrón de acción. 

El requisito de ser "generalizado" o "sistemático" es disyuntivo; sólo uno debe ser 

probado. Entonces, un crimen contra la humanidad podría ser realizado como parte de 

una ofensiva extensa dirigida hacia una comunidad resultando en muchas muertes o 

como parte de la violencia o los delitos habituales y metódicos con menos víctimas. 

No se requiere que toda una población del área sea el objetivo. Basta mostrar que 

un cierto número de individuos fueron el objetivo del ataque para que la agresión estaba 

efectivamente dirigida hacia una comunidad y no contra de un número pequeño de 

individuos. 

Otro aspecto que resulta relevante es que un acusado en particular solo necesita 

haber realizado en una sola ocasión la conducta para ser culpable de un crimen de lesa 

humanidad; por lo que, gran parte del grado de culpa de para los perpetradores de bajo 

nivel surge del hecho de su participación en un ataque a gran escala contra civiles. Es 

decir, los actos del acusado deben ser "parte de" —y no solamente “coincidir” con - la 

agresión extendida o premeditada, que está dirigida contra una población civil. Por tanto, 

un acto dirigido contra muchas víctimas, o contra una sola, puede ser suficiente pues 

forma parte de dicho ataque. 

Ahora bien, el requisito de nexo tiene dos elementos a probar por la Fiscalía: 
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1. La comisión de un hecho que, por su propia naturaleza o consecuencias, pueda 

tener el efecto de promover el ataque; y, 

2. Conocimiento por parte del imputado de que se está llevando a cabo o se va a 

cometer un ataque planeado contra la población civil y, que de algún modo su acto 

es parte del ataque. 

La ausencia de tal conocimiento puede sugerir un crimen ordinario o, según las 

circunstancias, un crimen de guerra. Por lo general, un crimen de esta naturaleza se 

cometerá en el marco de un ataque bien conocido, y un acusado no podrá negar de 

manera creíble el conocimiento poseído sobre este ataque. Por lo tanto, el conocimiento 

se puede probar realizando inferencias de hechos y circunstancias relevantes. 

La mens rea se relaciona con el conocimiento del contexto, no con el motivo. Un 

crimen de este tipo puede ser cometido por razones puramente personales. El acusado 

no requiere estar en acuerdo en las mismas intenciones, intención o la meta detrás de la 

agresión; es irrelevante si el acusado pretendía que sus actos estuvieran dirigidos contra 

la población objetivo o simplemente contra su víctima. 7 

Es el ataque lo que debe dirigirse contra la población objetivo y el acusado sólo 

necesita saber que sus actos son parte de ellos. 

 

2.3. Crímenes de Guerra. 

Las Convenciones de la Haya adoptadas en 1899 y 1907, se centran en la 

prohibición a las partes beligerantes de utilizar ciertos medios y métodos de guerra. 

Desde entonces se han adoptado varios otros tratados relacionados  (Convención relativa 

a las leyes y costumbres de la guerra terrestre (H.IV), 1907).  

Por el contrario, el Convenio de Ginebra de 1864 y los Convenios de Ginebra 

posteriores, se centran en la defensa de las personas que no son participantes o dejaron 

de participar en el conflicto armado (Comité Internacional de la Cruz Roja, 2014). 
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Tanto la Convención de la Haya como la Convención de Ginebra identifican varias 

de las violaciones de sus normas, aunque no todas, como crímenes de guerra. Se pueden 

encontrar listas de crímenes de guerra en el ámbito del derecho humanitario internacional 

y también en el derecho internacional consuetudinario; sin embargo, no existe un 

documento único que codifique todos los crímenes de guerra. 

Los Convenios de Ginebra de 1949 fueron ratificados por todos los miembros de 

la ONU, aunque los Protocolos Adicionales y otros tratados de derecho internacional 

humanitario aún no han alcanzado el mismo nivel de aceptación (Comité Internacional de 

la Cruz Roja, 2014). Sin embargo, muchas de las reglas contenidas en estos tratados se 

han considerado parte del derecho consuetudinario y son vinculantes, 

independientemente si los Estados hayan ratificado los tratados ellos mismos.  

Además, muchas de las normas y principios del derecho internacional 

consuetudinario se aplican en los conflictos armados internacionales y locales, ampliando 

de esta manera la protección otorgada en los conflictos armados no internacionales 

regulados por el numeral tercero, presente en los cuatro Convenios de Ginebra y el 

Protocolo Adicional II (Cruz Roja Americana, 2006, págs. 1-6). 

Los crímenes de guerra se definen como violaciones graves del DIH cometidas en 

conflictos armados internacionales y no internacionales que dan lugar a establecer la 

culpabilidad de las personas que participen en dichas hostilidades (Graditzky, 1998). 

Según el derecho consuetudinario o convencional, para que un hecho sea considerado 

como un crimen de guerra, la violación debe implicar que pueda ser determinada y 

determinante la responsabilidad penal del individuo que violó la regla.  

Los crímenes de guerra enlistados dentro del ER se entienden como todas 

aquellas acciones violatorias del DIH dentro del contexto de una contienda bélica. Estos 

crímenes incluyen violaciones graves de los Convenios de Ginebra y otras violaciones 

graves de la leyes y costumbres aplicables en los conflictos armados internacionales y 
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en los conflictos que no sean de ámbito internacional enumerados en el Estatuto de 

Roma51.  

Este delito se define entonces, como las violaciones graves a lo pactado en los 

Convenios de Ginebra de 1949, que involucran actos contra individuos o bienes 

resguardadas por las reglas establecidas en los Convenios de Ginebra. 

Por otra parte, se entenderá por “conflicto armado interno” a las infracciones graves 

del numeral 3, presente en los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, así como cualquiera 

de los siguientes actos que se cometan en contra de los civiles que no participen 

activamente en el conflicto armado52.  

En cuanto a los conflictos armados no internacionales, el estatuto fue revisado en la 

conferencia de Estados parte celebrada en Kampala (Uganda) en 2010, la enmienda al 

artículo 8 ER ahora incluye nuevos delitos de uso de armas químicas o biológicas, balas 

expansivas o de fragmentación, gases lacrimógenos o tóxicos, o sus similares. 

 

2.3.1 Elementos de crimen. 

Los crímenes de guerra son aquellas infracciones al derecho internacional 

humanitario, mismas cuya responsabilidad penal puede adjudicarse a sus autores como 

individuos  (Graditzky, 1998); y, siempre deben tener lugar siempre en el escenario de un 

enfrentamiento armado. 

Lo que constituye un crimen de guerra puede diferir, dependiendo de si un conflicto 

armado es internacional o local. Por ejemplo, el numeral 8 del ER clasifica los crímenes 

de guerra de la siguiente manera: “Graves violaciones cometidas a los establecido en los 

Convenios de Ginebra de 1949; Otras violaciones graves a las costumbres aplicables en 

los conflictos armados; Graves violaciones del numeral tercero, presente en los cuatro 

Convenios de Ginebra de 1949, relacionadas con conflictos armados que no tienen 

 
51 Véase ER, art. 8. 
52 Lo cual incluye a militares que hayan abandonado o entregado las armas. 
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carácter internacional; y, Otras violaciones graves de las leyes y costumbres aplicables 

en conflictos armados locales o domésticos” ( A/CONF.183/9, 1998)(ER, artículo 8). 

Desde una perspectiva más sustantiva, los crímenes de guerra podrían dividirse en:  

a) crímenes de guerra contra personas que requieran protección especial;  

b) crímenes de guerra contra quienes brindan asistencia humanitaria y operaciones 

de mantenimiento de la paz;  

c) crímenes de guerra contra la propiedad y otros derechos;  

d) métodos de guerra prohibidos; y, 

e) medios de guerra prohibidos. 

Para entender mayormente esta clasificación se debe atender a que los crímenes de 

guerra contienen dos elementos principales: 

• Un elemento contextual: que el hecho se haya desarrollado durante “un conflicto 

armado internacional  o que estuvo asociado con el mismo”53; y, 

• Un elemento mental: intención y conocimiento tanto del acto individual como del 

elemento contextual. 

A diferencia de los crímenes de lesa humanidad es indispensable destacar que no es 

necesario probar que los de crímenes de guerra fueron realizados como parte de una 

estrategia o política para la realización de tales delitos a gran escala. Los elementos 

enumerados y descritos a continuación son requisitos comunes para todos los crímenes 

de guerra según el numeral 8 del ER: 

1. Conflicto armado: se refiere a que en el momento y sitio en que los presuntos 

crímenes se cometieron, debió estarse llevando a cabo un conflicto armado. 

2. Personas protegidas: la víctima debe estar protegida por el DIH. 

3. Nexo: la existencia de un vínculo suficiente entre los actos que se le adjudican al 

autor del crimen y lo acontecido durante el conflicto armado. 

 
53 Véase ER, art. 8. 
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4. DIH vigente: la violación debe ser una violación del DIH consuetudinario o 

convencional vinculante para el acusado. 

5. Gravedad: la violación debe ser grave e implicar consecuencias de igual magnitud 

para la víctima. 

6. Responsabilidad penal individual: la violación debe implicar responsabilidad 

criminal individual de las personas que infrinjan la regla. 

7. Conciencia: el elemento más difícil de probar, se refiere a demostrar que el 

imputado tenía conocimiento de la existencia de un conflicto armado. 

Todos estos elementos distinguen los crímenes de guerra de los delitos ordinarios. El 

requisito fundamental de estos crímenes es que el evento haya tenido lugar en medio de 

un enfrentamiento armado. Para el enjuiciamiento de delitos, debe demostrarse que el 

conflicto fue internacional (a los efectos de las disposiciones sobre infracciones graves) 

o no internacional (para los propósitos de PA II, por ejemplo). (Comité Internacional de la 

Cruz Roja, 2014) 

Un conflicto armado internacional se ha definido como el empleo de la fuerza realizado 

por las fuerzas militares entre estados, mientras que un conflicto armado no internacional 

se ha definido como un estado de hostilidad o armas de manera prolongada entre 

autoridades militares de una nación y grupos armados, o el uso de las armas entre grupos 

armados no gubernamentales (Comité Internacional de la Cruz Roja, 2008, pág. 6). Un 

conflicto armado puede convertirse en un conflicto mixto de carácter tanto internacional 

como no internacional si otro estado interviene con tropas, o algunos de los participantes 

en un conflicto interno actúan en nombre de otro estado. 

Al respecto, no es necesario que ambos grupos apliquen fuerza. El conflicto armado 

incluye invasiones que no encuentran resistencia, bombardeos aéreos o un cruce 

fronterizo no autorizado por las fuerzas armadas (Gatovina & Tadid, 1995). El estado del 

conflicto armado puede continuar hasta alcanzar un estado general de paz o, en el caso 

de conflicto armado interno, hasta lograr una solución pacífica. El conflicto también puede 

terminar con un cierre decisivo de las operaciones militares sin un acuerdo (Amnistía 

Internacional, 2020). 
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A diferencia del genocidio y los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra 

pueden cometerse contra una diversidad de víctimas, combatientes o no combatientes, 

según el tipo de crimen. En los conflictos armados internacionales, las víctimas incluyen 

miembros de los ejércitos que fueron heridos o se encuentran enfermos en el campo y 

en el mar, prisioneros de guerra y personas civiles54. Sin embargo, los civiles que 

participan activamente en el conflicto no están protegidos de los ataques en virtud del PA 

I, lo anterior en virtud del artículo 51 del PA I suspende las protecciones otorgadas a los 

civiles por el tiempo que participen directamente en el conflicto (Comité Internacional de 

la Cruz Roja, 2014). 

Respecto de los conflictos armados no internacionales, se brinda protección a los 

individuos que no participan activamente en el uso de las armas, incluyendo los miembros 

del ejército o grupos armados que han entregado sus armas y los que se encuentran 

“fuera de combate” debidos a heridas, enfermedad, encarcelamientos, etcétera. En 

ambos tipos de conflictos también se brinda protección al personal médico y religioso, al 

personal humanitario y al personal de defensa civil (Convención relativa a las leyes y 

costumbres de la guerra terrestre (H.IV), 1907). 

 

2.4. Crimen de agresión.  

El crimen de agresión fue reconocido por primera vez en la Carta del Tribunal 

Militar Internacional de Nuremberg (NIMT) y en la Carta de los Tribunales de Tokio 

(ESTATUTO DEL TRIBUNAL MILITAR INTERNACIONAL DE NUREMBERG, 1945). La 

definición, consagrada en los Principios de Nuremberg, fue ampliamente respaldada por 

la AG de la ONU AG, que en 1974 adoptó la Resolución 3314 sobre la Definición de 

Agresión y se centró en la conducta del Estado más que en la conducta individual; 

asimismo, intenta orientar al Consejo de Seguridad para decidir si se ha producido un 

acto de agresión (Comisión Especial ONU, 1974).  

 
54 Véase ER, arts. 7-9. 
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El ER es el instrumento que cierra esa brecha ofreciendo una forma de abordar la 

responsabilidad individual por los crímenes de agresión. 

Al respecto, el ER define que: “[U]na persona comete un “crimen de agresión” 

cuando, estando en condiciones de controlar o dirigir efectivamente la acción política o 

militar de un Estado, dicha persona planifica, prepara, inicia o realiza un acto de agresión 

que por sus características, gravedad y escala constituya una violación manifiesta de la 

Carta de las Naciones Unidas” ( A/CONF.183/9, 1998)(ER, art. 8 Bis).  

Dicha definición utiliza los verbos rectores “planifica”, “prepara”, “inicia” y “realiza”; 

dejando de lado la interpretación respecto de otras conductas, así como la tentativa. 

El acto de agresión puede incluir, entre muchas acciones, la de invadir, ocupar 

militarmente o anexarse los territorios de otra nación mediante el uso de la fuerza, el 

bloqueo y cierre de los puertos o de las costas.  

El autor del acto de agresión es una persona en condiciones de ejercer 

efectivamente el control sobre la actividad militar o política de una nación; esto significa 

que, cuando se trata del crimen de agresión, se requiere que la CPI haga una 

determinación de la responsabilidad del Estado como un requisito previo para determinar 

la responsabilidad de cada perpetrador por la ejecución del crimen.  

Ello implica que no se está hablando aquí de una responsabilidad de individuales, 

sino de una determinación directa de la responsabilidad del Estado como requisito previo 

para la establecer de la responsabilidad penal a nivel personal, que surgen de la 

constatación de que un organismo estatal ha llevado a cabo una manifestación de 

masacre o una atrocidad indescriptible.  

Lo anterior implica que este tipo de crimen vincula como agente activo a los líderes 

políticos, religiosos o militares de un Estado, sea en su carácter individual o plural (Zapico, 

Nieto Martín, & Manacorda, 2006). En palabras de Claus Kress: “El crimen de agresión. 

. . es . . . el único delito de derecho internacional que requiere la comisión de determinadas 

conductas internacionalmente ilícitas por parte de un Estado" (Kreβ & Barriga, 2017). 
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La CPI siempre podrá activar su jurisdicción sobre un crimen de agresión suscitado 

por las acciones hostiles de un Estado Parte, a menos que ese país haya denunciado el 

ER, realizado una reserva sobre el mismo o haya declarado que no se sometería a la 

jurisdicción de la CPI. A diferencia de lo anterior, cuando el informe de los hechos 

supuestamente constitutivos de un crimen sea remitido a la Corte por el Consejo de 

Seguridad de la ONU, la CPI no tendrá jurisdicción respecto de los supuestos crímenes 

de agresión que fueren cometidos en el territorio de un país que no es parte del ER o por 

sus ciudadanos. 

Es importante señalar que, la CPI tendrá jurisdicción solo sobre los crímenes de 

agresión que se cometan o se hayan cometidos un año después de que 30 Estados Parte 

depositen las ratificaciones o, en su caso, manifiesten que aceptan las enmiendas al ER 

con relación al crimen de agresión aprobadas por la Asamblea de los Estados Parte 

(AEP) en junio del año 201055.  

Al respecto, el 17 de julio de 2018 se marcó como el día en que la CPI activó su 

jurisdicción respecto del crimen de agresión; es decir, finalmente pudo comenzar a 

ejercer jurisdicción respecto de los hechos constitutivos del crimen de agresión (Ministére 

de L´Europe et de Affaires Étrangéres, 2018); por tanto, ahora tenemos una corte 

internacional permanente que puede ejercer su jurisdicción respecto del crimen de 

agresión, un crimen que se considera como la peor forma del uso ilegal de la fuerza. 

Las disposiciones sobre la legalidad del uso de la fuerza se cuestionan con 

frecuencia en estos días y en ocasiones se ignoran abiertamente; en ese sentido, la 

convicción de que los conflictos armados entre Estados eran en gran medida un 

fenómeno del pasado ha sido reemplazada por preocupaciones de que los conflictos 

armados internacionales puedan volver a aumentar. Por lo tanto, más que nunca 

necesitamos una Corte internacional fuerte e independiente con jurisdicción sobre las 

manifestaciones más severas de empleo indebido de la fuerza.  

 

 
55 Véase ER, art. 15 Bis. 
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2.4.1 El procedimiento de investigación judicial. 

La CPI puede activar su jurisdicción sobre un hecho constitutivo de crimen si: 

1. Un estado miembro de la CPI remite un informe de los hechos a la CPI. El 

Fiscal debe determinar si se puede identificar que existen indicios razonables 

para dar inicio a una investigación sobre determinado crimen. En dicho caso, 

notificará al Secretario General de la ONU sobre la situación; para que el 

Consejo de Seguridad establezca si efectivamente los hechos que se han 

cometido constituyen o no un acto de agresión.  

2. El fiscal inicia una investigación por motu propio. El Fiscal puede iniciar una 

investigación (Artículo 15 bis) se aplicarán las mismas condiciones que en el 

caso de una remisión o informe remitido por parte de un estado, de acuerdo 

con el Artículo 15 bis del ER. 

3. El Consejo de Seguridad de la ONU envía un informe a la CPI. Respecto del 

caso de una remisión de informe por el Consejo de Seguridad (numeral 15 ter 

del ER), la CPI puede activar su jurisdicción en relación con los delitos de 

agresión que impliquen Estados miembros de la CPI, y Estados que no son 

miembros. 

Excepto en el supuesto en que el Consejo de Seguridad remita un informe, los 

Estados que no sean miembros de la CPI estarán excluidos de la jurisdicción 

de la CPI respecto el crimen de agresión. 

Si el Consejo de Seguridad de la ONU determina que los actos cometidos son 

constitutivos del crimen de agresión, el Fiscal de la CPI puede optar por abrir una 

investigación en las condiciones mencionadas anteriormente. De lo contrario, la Fiscalía 

podrá examinar la situación y, con base en su valoración, podrá remitir al Secretario 

General de la ONU de la situación. Si dentro de los seis meses después a la notificación 

por parte de la Fiscalía, el Consejo de Seguridad de la ONU decide no tomar una 

determinación sobre si se ha realizado o no un acto que constituya el crimen de agresión, 

el Fiscal aún puede proceder con una investigación formal sobre los hechos que hayan 
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sido denunciados como del crimen de agresión; lo anterior, con previa autorización de la 

División de Cuestiones Preliminares56.  

La CPI tiene que pronunciarse primero sobre la responsabilidad del estado y solo 

después de haberlo hecho, puede procede a determinar la culpabilidad o inocencia 

individual. 

Bajo el régimen jurisdiccional ordinario de la CPI, los actos cometidos por cualquier 

individuo en el territorio de un estado parte estarán sujetos a la jurisdicción de la CPI, ya 

sea que esa persona sea nacional de cualquiera de las partes del Estatuto de la CPI o 

nacional de un país extranjero que sea parte. El consentimiento del estado de la 

nacionalidad del presunto responsable no es un requisito para la jurisdicción. Sin 

embargo, la posibilidad de que la CPI pueda determinar si un crimen de agresión ha sido 

cometido o planeado por un estado no parte se ve disminuida por el hecho de que las 

enmiendas de Kampala sobre agresión establecen que, cuando la jurisdicción de la CPI 

se activa por una remisión estatal o por el fiscal de mutuo propio, la Corte no ejercerá su 

jurisdicción sobre un acto que constituya agresión cuando sea realizado por un ciudadano 

o en el territorio de un estado que no sea parte del ER57.  

Por lo tanto, la CPI no puede realizar determinaciones de responsabilidad estatal 

por actos de agresión contra Estados que no hayan dado su consentimiento a la 

jurisdicción de la CPI.  

 

 
56 Véase ER, art. 15 Bis. 
57 Estatuto de Roma, supra nota 2, art. 15 bis (5).   
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CAPÍTULO III 
 LA INCORPORACIÓN DEL ESTATUTO DE ROMA 

 

El ER establece la responsabilidad penal respecto de los cuatro crímenes ya 

enlistados58, además contempla un procedimiento de juicio59, y el de cooperación entre 

los países60 y la CPI, cuya finalidad es asegurar que quienes resulten responsables de 

dichas conductas no eludan su responsabilidad penal, sin importar el lugar o tiempo de 

su comisión61. 

La creación de la CPI representa además un progreso en el fortalecimiento del 

derecho internacional, pues es una evidencia del interés de la comunidad internacional 

en la protección humanitaria ante las violaciones graves de los derechos humanos debido 

a los crímenes de la competencia de la CPI. En palabras de Gabriel Mario Santos 

Villarreal: “Se trata de un avance del triunfo total del derecho y el humanitarismo” (Santos 

Villarreal & Bustos Cervantes, 2010, pág. 20) 

Recordando que, México firmó el ER el 7 de septiembre del 2000 y lo ratificó el 28 

de octubre de 2005, el cual cobró vigor para el país el 1 de enero de 2006 (CAMARILLO 

GOVEA & CABRERA GUTIÉRREZ, 2016); con ello el número total de Estados Parte del 

Estatuto de Roma ascendió a cien, con 139 Estados signatarios.  

México, siendo un Estado Parte, es sujeto a la jurisdicción de la CPI y por 

consecuencia es sujeto de responsabilidad internacional. Sin embargo, el proceso de 

incorporación de los delitos definidos por el ER a la normativa penal mexicana no ha 

culminado; incluso, la incorporación de los tipos penales que ya se encuentran presentes 

a nuestra legislación revistió un proceso legislativo lleno de deficiencias, debido a falta 

de visión de la complementariedad como un puente entre las obligaciones internacionales 

y el derecho interno (CNDH, 2010).  

 
58 Véase ER, artículo 5. 
59 Véase ER, Parte V. 
60 Véase ER, Parte IX. 
61 Véase ER, artículos: 12, 13 y 29. 
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Este enfoque de defensa de la soberanía nacional condujo a la reforma (de 20 de 

junio de 2005) al párrafo 8 del numeral 21 de la CPEUM, por medio de la cual se pretende 

reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional. Desafortunadamente, con la 

renovación del ejecutivo y legislativo federal en 2018 se perdió el impulso político a estas 

reformas y, como consecuencia, quedaron numerosas tareas pendientes relacionadas 

con el compromiso de cooperar, prevenir y sancionar los delitos torales para cumplir 

plenamente con lo pactado al firmar el ER (Castro Marroquín, 2013).  

Este capítulo analizará las deficiencias en dicho proceso, la definición de genocidio 

y otros tipos penales afines en el derecho mexicano, para evaluar si están ajustadas a 

los crímenes según lo definido en el derecho internacional; asimismo, evaluará la 

viabilidad de las iniciativas de ley y de reforma que buscaron tipificar los delitos de 

jurisdicción de la CPI en el Código Penal Federal (CPF). 

 

3.1 La ratificación estatutaria.  

 La firma del ER se produjo justo antes de la renovación del Ejecutivo Federal del 

año 2000. Como parte central de la agenda política del presidente Vicente Fox se impulsó 

la posición de México en el ámbito internacional, mostrando un enfoque distinto en la 

política exterior. La idea era presentar un gobierno más comprometido con la democracia, 

la comunidad internacional, la protección y salvaguarda de los derechos humanos, con 

disposición a cumplir con las obligaciones internacionales; lo anterior como una forma de 

legitimación y de mostrar cambios políticos internos en el gobierno  (Anaya Muñoz, 2006). 

Este cambio de perspectiva del nuevo partido en el poder parece contrastar con la 

protección a la soberanía como objetivo central de la diplomacia mexicana en las 

anteriores administraciones.  

 La ratificación del ER fue utilizada para mostrar la “democratización de México”. 

Por lo tanto, la situación política fue propicia para ratificar el ER sin demora y para 

implementarlo en la legislación nacional.  
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Sin embargo, este impulso hacia el cambio y la apertura se confrontó con la noción 

de "proteger la soberanía" que había dominado la política durante más de siete décadas 

y, por lo tanto, estaba profundamente arraigada en la identidad política nacional 

(CAMARILLO GOVEA & CABRERA GUTIÉRREZ, 2016).  

 México participó activamente en las negociaciones del ER y asistió a la 

Conferencia Plenipotenciaria en Roma  (United Nations, 1998). No obstante, en la sesión 

plenaria de la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de la ONU, nuestro país se 

abstuvo de votar a favor del ER debido a las inquietudes en torno a: una posible 

dependencia de la CPI del Consejo de Seguridad de la ONU y los derechos de veto de 

esa institución; la incipiente definición de garantías procesales mínimas, las cuales se 

plantearon muy por debajo de las ya establecidas en la CPEUM; y, a la consideración 

sobre el crimen de agresión, el cual debía disociarse del Consejo de Seguridad pues un 

miembro permanente del Consejo nunca podría ser procesado por ese crimen (González 

Gálvez, 2001). 

A nivel constitucional surgieron discrepancias sustanciales, como la prohibición de 

tribunales especiales (artículo 13 CPEUM), el monopolio de la acción penal adjudicada 

al Ministerio Público (artículo 21 CPEUM62) (MP) y las prohibiciones de juicios in 

absentia63. Lo anterior se traducía en la preocupación por otorgar a un órgano 

internacional la facultad de enjuiciar a los nacionales mexicanos a través de un tratado 

que no era claro sobre las garantías procesales para los connacionales y que tampoco 

garantizaba la imparcialidad de la Corte. 

A pesar de estas objeciones, el expresidente Ernesto Zedillo Ponce de León, 

suscribió ad referéndum64 el ER el 7 de septiembre del año 2000 (CNDH, 2010). Esto 

requirió más interpretación del derecho constitucional con el fin de lograr la conformidad 

con el ER y para evitar conflictos constitucionales. Sin embargo, el proceso fue deficiente 

 
62 En ese sentido, la investigación y persecución de los delitos corresponde de manera exclusiva al MP y 
las fiscalías, el cual tiene a cargo una policía para tal efecto. 
63 Juicio en ausencia o rebeldía. 
64 Ad Referendum: Término o definición latina utilizada para significar que la decisión de un acto está 
subordinada al pronunciamiento de un poder superior. 
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en cuanto a la tipificación en la normativa nacional de los crímenes de lesa humanidad y 

crímenes de guerra para cumplir plenamente con el ER. 

 

3.1.1 El marco legal penal mexicano.  

En México la jerarquía de las normas está establecida en el numeral 133 de la 

CPEUM, el cual dicta: “Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen 

de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se 

celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley 

Suprema de toda la Unión” (CPEUM, 2023). Dicha previsión refleja la posición 

nacionalista del país respecto del derecho internacional, pues reconoce la existencia de 

los tratados celebrados con la condición de que éstos deben estar en armonía con la 

Constitución.  

Cabe mencionar que, una vez que los requisitos formales y materiales han sido 

reunidos, los tratados internacionales quedarán integrados en el orden legal; por lo tanto, 

para asegurar una aplicación armónica del contenido del tratado es conveniente proceder 

con la incorporación legislativa para así evitar contradicciones con otras leyes nacionales. 

Al respecto, el numeral 1 constitucional estatuye que en nuestro país todas las 

personas podrán gozar de los derechos humanos que la CPEUM reconoce y de aquellos 

contenidos en los tratados internaciones que México haya suscrito. 

 Es decir, los tratados internacionales en materia de derechos humanos 

reconocidos por México cuentan con la garantía de protección irrestricta. Lo anterior nos 

deja con una problemática al momento de la implementación del ER, pues no se trata de 

un instrumento de reconocimiento de derechos humanos, sino de uno para detallar la 

jurisdicción de la CPI; por lo tanto, no cuenta con la garantía antes mencionada siendo 

sujeto de restricciones constitucionales. En otras palabras, la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación (SCJN) decidirá sobre las contradicciones suscitadas entre el ER y la 

CPEUM. 



 

63 
 

Debido al trasfondo histórico-político México optó por una enmienda en la 

constitución65 para ratificar el ER. Sin embargo, el tratado ya había reunido los requisitos 

para ser considerado como parte de la “Ley Suprema de toda la Unión” (CPEUM, 2023). 

(art. 133) y, desde un análisis formal-constitucionalista, no era necesario se reconociera 

específicamente la jurisdicción de la CPI en la constitución.  

Ahora bien, la armonización de la legislación penal nacional respecto del Estatuto 

de Roma cobra particular relevancia pues, para que los tribunales nacionales activen su 

jurisdicción, el principio de legalidad exige que el tipo penal y las sanciones 

correspondientes, se encuentren establecidas en la ley y con ello se respete el principio 

“nullum crimen, nulla poena, sine lege” cuyo significado es “no hay delito ni pena, sin ley” 

(Real Academia Española, 2020). 

Al respecto, el numeral 14 constitucional consagra los principios de legalidad y el 

de exacta aplicación de la ley penal, presentes en los procesos penales. Estos principios 

están diseñados para garantizar la primacía de la ley en el proceso penal; así, ni la fiscalía 

ni los imputados están expuestos a sesgos arbitrarios. 

El principio de legalidad vela por que ningún acusado sea castigado de forma 

arbitraria o retroactiva por parte del Estado, es decir, ninguna persona puede ser 

condenada por un delito no tipificado en el derecho vigente, ni juzgado bajo una ley 

confusa.  

Por otro lado, el principio de legalidad también sostiene que ninguna persona está 

por encima de la ley. Esto significa que la ignorancia de una ley casi nunca se reconoce 

como una defensa legítima, excepto en el caso muy raro del error iuris. Si una ley está 

redactada con claridad y es promulgada, todos los ciudadanos están sujetos a ella, 

tengan o no conocimiento personal de la ley.  

La ignorancia de una ley puede mitigar la severidad de la culpa, quizás reduciendo 

el grado de mens rea, pasando de: cometer un crimen "a sabiendas", a cometer un crimen 

"negligentemente". El principio de legalidad sostiene que no es el conocimiento personal 

 
65 Entiéndase la reforma que adicionó el párrafo octavo del numeral 21 constitucional. 
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del acusado lo que determina qué puede y no puede hacer, sino la ley del país (Islas 

Montes, 2009). 

Ahora bien, el principio de exacta aplicación de la ley, en su vertiente de 

taxatividad66, implica que las sanciones correspondientes deben estar exactamente 

establecidas en una ley, siendo la ley la fuente jurídica a consultar respecto de los 

elementos, actualizaciones, etcétera. 

Finalmente, el principio de taxatividad67 obliga al estado mexicano a establecer en 

sus leyes los tipos penales definidos en el ER  (ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 

47/2016. SCJN, 2018). Por lo tanto, es necesario los procesos de reforma a la ley 

substantiva penal. 

 

3.1.2 De la reforma constitucional. 

El reconocimiento del ER presentó sólidas contradicciones con el orden 

constitucional mexicano; también está claro que no hubo consenso en el campo político 

en cuanto a la ratificación del ER y las reformas requeridas. Debido a lo anterior, México 

tardó dos años en firmar el ER y luego tres años para ratificarlo, entrando en vigor el 1 

de enero de 2006. Esto último impidió que nuestro país participara en el primer proceso 

de selección de jueces para la CPI (SOTOMAYOR, 2008). 

También es notable que, a pesar de que los crímenes de guerra se establecen en 

el ER, el Senado mexicano no hizo referencias a la jurisdicción militar o a la definición de 

dichos crímenes en el marco jurídico nacional, ni abordó la definición de conflicto interno.  

La aprobación del proyecto de ley constitucional fue publicada en el Diario Oficial 

de la Federación (DOF) el 20 de junio del año 2005, y el quinto párrafo (hoy octavo) se 

 
66 Previsto en el tercer párrafo artículo 14 constitucional. 
67 Principio según se exige que los legisladores emitan normas claras, que precisen las conductas 
reprochables exactas y sus consecuencias.  
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insertó oficialmente en el artículo 21 de la Constitución. La ratificación del ER siguió el 7 

de septiembre de 2005 (CAMARILLO GOVEA & CABRERA GUTIÉRREZ, 2016). 

La reforma adicionó el párrafo 8 del numeral 21 de la CPEUM dotando  al Ejecutivo 

Federal y al Senado la facultad para reconocer la jurisdicción de la CPI “en cada caso”.  

Cabe destacar algunos de los argumentos vertidos para dicha reforma, entre los 

que destacaron el carácter del Senado como último vigila de la política exterior mexicana 

al autorizar que se active la jurisdicción de la CPI; debiendo analizar el asunto en 

cuestión, atendiendo a las especificidades del caso, el material probatorio presentado 

para posibilitar que sea el Poder Ejecutivo quien reconozca la competencia de la CPI en 

dicho caso (Campos Orozco & Lozano Flores, 2018). Con ello se buscaba asegurar el 

respeto a la jurisdicción primigenia nacional (García, 2005). 

El numeral 21, párrafo octavo, de la Constitución mexicana ha dado lugar tanto a 

la redacción de una “ley reguladora” o de cooperación, y a iniciativas de reforma del 

propio artículo constitucional. Sin embargo, el fracaso en la promulgación de la Ley de 

cooperación, así como el de las reformas del artículo 21 (párrafo 8) CPEUM demuestran 

que hay numerosas tareas pendientes para asegurar que el estado mexicano cumpla 

íntegramente con sus obligaciones. A continuación, se presentan y analizan las iniciativas 

de reforma constitucional más relevantes: 

 

3.1.2.1 Iniciativa de Decreto que expide la Ley reglamentaria del párrafo octavo del 

artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y adiciona 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. También conocida como Ley 

de Cooperación con la Corte Penal Internacional. 

 Este proyecto de ley fue aprobado el 15 de diciembre de 2009 por el Senado y 

enviado a la Comisión de Justicia de la Honorable Cámara de Diputados, donde fue 

rechazada el 3 de febrero 2016 por considerarla obsoleta y en desproporción con marco 

legal vigente. Como resultado, no existe una ley reglamentaria del artículo 21 (párrafo 8) 

constitucional que asegure la cooperación con la CPI (Senado de la República, 2009). 
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Al respecto, el numeral 88 del ER impone el deber de los Estados Parte de 

garantizar procedimientos en virtud de la legislación doméstica para todas las formas de 

cooperación. Debido a los diferentes los enfoques constitucionales de los Estados Parte, 

en el ER no se estableció una forma específica de cooperación con la CPI; sin embargo, 

se intuye el deber de los Estados Parte en anticipar y adoptar las disposiciones 

legislativas adecuadas para evitar obstáculos a la cooperación.  

Además, si un estado del que la CPI ha solicitado cooperación no cumple 

inmediatamente con dicha solicitud la CPI puede volverle a solicitarle y, luego de un 

tiempo razonable, el cumplimiento tendrá el carácter de obligatorio68. El artículo 88 del 

ER también plantea la cuestión de si la mera inacción de un estado amerita una 

determinación de incumplimiento.  

En general, se puede decir que el artículo 88 del ER tiene como objetivo la 

eliminación de barreras y obstáculos procesales internos a la jurisdicción y cooperación 

estatal con la CPI. De esta forma, si los estados establecen sus propios procedimientos 

de cooperación, la CPI evitaría interpretar la legislación nacional. 

El artículo 93, párrafo 3 del ER prevé que, en caso de que un estado no pueda 

llevar a cabo una solicitud de cooperación formulada por la CPI, basado en que dicho 

requerimiento estuviera prohibido en el estado del que se requiera cooperación, el estado 

deberá informar a la CPI con el fin de crear un remedio para tales deficiencias. Esto 

debido a que la obligación de cooperar no puede limitarse por la legislación nacional 

(Kreb & Prost, 2008).  

 Bajo esta iniciativa de ley, todas las solicitudes de cooperación de la CPI se 

hubieran tramitado por vía diplomática a la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE). 

La modalidad de cooperación contemplada en la iniciativa involucraba a las tres ramas 

del gobierno y diferenciaba entre los casos que estarán sujetos a la aprobación del 

Senado y otros casos de cooperación (Senado de la República, 2009).  Además, 

establecía el procedimiento aplicable a los casos competencia del estado mexicano de 

 
68 Véase ER, Parte IX. 



 

67 
 

acuerdo con la legislación aplicable, así como el procedimiento en caso de no 

competencia. 

Dada la reforma del sistema de justicia penal de 2008 y la emisión del Código 

Nacional de Procedimientos Penales en 2014, la “Ley de Cooperación con la CPI” fue 

desestimada.  

En virtud de que no hay pautas para seguir las solicitudes de cooperación, se 

aplicarían reglas generales de procedimiento penal y la Ley de Extradición Internacional. 

En razón de lo anterior, se sostiene que la futura legislación debe abordar este asunto a 

fin de lograr una colaboración oportuna con la CPI;  

 

3.1.2.2 Iniciativas de reforma al párrafo octavo del artículo 21 constitucional. 

El legislativo ha propuesto varios proyectos de reforma en relación con el artículo 

21 (párrafo 8) de la CPEUM. Dentro de los últimos se encuentra la “Iniciativa de Reforma 

al Artículo 21 Constitucional sobre las Reservas al Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional” (SANSORES SAN ROMÀN, 2013) (ROMÀN, 2013), presentada en 2018, 

la cual contenía una "reserva encubierta” (Schaeffer & Cox , 2008) con la finalidad de 

evitar o anular el carácter preventivo del ER.  

Además, dicha reforma era tajante al sugerir se debía derogar la disposición 

enunciada en el párrafo 8 del citado constitucional o simplemente reconocer la 

competencia de la CPI en términos más amplios, obligando al Congreso a emitir la “Ley 

Regulatoria del Artículo 21 párrafo 8 de la Constitución” una vez terminado un periodo de 

seis meses a partir de la reforma. 

Dicha disposición cumpliría con lo determinado en el artículo 88 del ER al estipular 

la promulgación de una ley para asegurar que se establezcan procedimientos para todos 

los requerimientos de cooperación con la CPI.  

Las iniciativas de reforma subsecuentes han estado enfocadas en facilitar la 

jurisdicción complementaria de la CPI y combatir la impunidad de los delitos competencia 
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de la misma. Sin embargo, las mismas han sido desechadas por no cumplir con los 

requerimientos para satisfacer con las exigencias de cooperación y complementariedad 

de la Corte; aunado al criterio nacionalista y de protección a la soberanía de los grupos 

parlamentarios mayoritarios del poder legislativo en turno al momento de su discusión.  

Ahora bien, es importante notar el criterio imperante en ese momento respecto del 

carácter obligatorio de las decisiones emitidas por tribunales internacionales, el cual se 

reconoce en la tesis aislada con número de registro digital 2006181 y de rubro: 

“SENTENCIAS DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. TODAS LAS 

AUTORIDADES DEL ESTADOMEXICANO, INCLUYENDO EL PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN, DEBEN ACATAR LO ORDENADO EN AQUÉLLAS” (SCJN, 2014)69. 

 Dicho criterio está basado en el principio pacta sunt servanda de los tratados 

internacionales70 y, si bien la tesis aborda la problemática del carácter obligatorio de las 

sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la ratio decidenci alcanza 

a permear a las demás obligaciones contraídas por nuestro país. Dicho argumento 

colisiona con la ideología de los defensores de la soberanía nacional. En el siguiente tema 

se analizarán estos dos argumentos.  

 

3.2 La soberanía vs la CPI.   

Uno de los motivos fundamentales por las que la CPI nació después del final de la 

Guerra Fría es que muchos crímenes de lesa humanidad habían sido ignorados por los 

estados bajo la cláusula de soberanía nacional e integridad territorial (Comisión 

Preparatoria de la Corte Penal Internacional, 2002). Durante este periodo las violaciones 

del derecho humanitario generalmente se pasaban por alto debido a la conveniencia 

política y al principio de "no injerencia en los asuntos internos" de otras naciones, lo cual 

había impedido que la comunidad internacional emprendiera alguna acción disciplinaria, 

 
69 Disponible en: https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2006181  
70 Véase Convención de Viena, artículo 26. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2006181
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pues carecía del poder coercitivo y disuasorio para prevenir y castigar las violaciones de 

derecho humanitario. 

Desde la Primera Guerra Mundial se han establecido cinco comisiones 

internacionales de la verdad y cuatro tribunales internacionales especiales para juzgar a 

personas por delitos de lesa humanidad (Amnistía Internacional, s.f.). Sin embargo, la 

queja común contra todos estos juicios ha sido que se han llevado a cabo a instancias 

del vencedor; es mérito de la CPI perseguir un procedimiento de justicia sin este tipo de 

influencia.  

El inicio de la aplicación del ER presagia una nueva era en la política internacional. 

Abre nuevas vías para que la comunidad internacional monitoree las transgresiones a los 

derechos humanos desarrolladas en los territorios de los estados signantes y lleve a juicio 

a los delincuentes que se esconden detrás del velo de la soberanía.  

Ahora bien, el reconocimiento del ER implica cierto “sacrificio” de soberanía por 

que prevé mecanismo para hacer valer sus solicitudes y otro para activar su jurisdicción 

cuando un estado se niega o no utiliza su aparato nacional de justicia penal para proceder 

contra el autor de crímenes de lesa humanidad.   

Ejemplo de ello son las obligaciones asumidas por los Estados Parte de cooperar 

con la Corte y, esencialmente, someter sus procesos judiciales (o la falta de ellos) a la 

supervisión externa, lo cual resulta en implicaciones para la soberanía71. 

En este contexto, la pregunta es ¿por qué los estados deben ceder sus derechos 

(como lo es la jurisdicción) a favor de un organismo supranacional?  

La respuesta nos la da Cherif Bassiouni, al afirmar que “[no se trata de] un 

organismo supranacional, sino un organismo internacional similar a los existentes. . . La 

CPI no hace más de lo que todos y cada uno de los Estados pueden hacer en virtud del 

derecho internacional vigente. . . Por tanto, la CPI es una extensión de la jurisdicción 

 
71 Véase ER, Parte IX. 
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penal nacional. . . En consecuencia, la CPI. . . [no] . . . infring[e] la soberanía nacional”. 

(Cryer, 2006).  

Hasta este punto, parecería que no hay consenso sobre el grado en que la CPI 

representa un desafío fundamental a la soberanía o si se requiere una reevaluación de 

la naturaleza del derecho internacional.  

Siguiendo esa línea de pensamientos, es importante remarcar que la relación entre 

el derecho penal internacional y la soberanía estatal es compleja y a menudo se 

malinterpreta; por ello, se debe aceptar que el primero afecta la segunda al prohibir 

comportamientos que quizás anteriormente estaban fuera del ámbito del derecho 

internacional; sin embargo, la anticipación y penalización de los delitos internacionales 

no puede ocurrir sin la soberanía de los estados. 

Ahora bien, también vale la pena recordar que la creación de la CPI fue un ejercicio 

de soberanía de los estados signantes72; ninguna otra entidad tenía autoridad para crear 

una corte penal internacional permanente. De este modo, la CPI, quizás paradójicamente, 

también debe su existencia a la soberanía estatal.  

El fundamento de la CPI basado en el consentimiento de los estados significa, en 

particular, que ésta puede ejercer legalmente jurisdicción sobre los ciudadanos de 

Estados No Parte del ER cuando cometen delitos en los territorios de los Estados parte73. 

No hay ninguna razón por la que los estados no puedan determinar que los delitos que 

tuvieron lugar en su territorio o fueron cometidos contra sus ciudadanos, son procesables 

por tribunales que actúen en su nombre. Al crear la Corte, esos estados han aceptado 

que la CPI puede ejercer algunos de sus poderes soberanos (como el derecho a ejercer 

jurisdicción) de esa manera.  

Una de las principales razones citadas por casi todos los países que se opusieron 

al ER es que la CPI va en contra del concepto de soberanía nacional, pero cada país 

 
72 Véase 1.2 El Estatuto de Roma. 
73 Véase Preámbulo y artículo 1 del ER. 
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tiene su propia idea y definición de soberanía basada en sus Intereses (Cala Sagué, 

1998).  

Las dos piedras angulares de un estado soberano son la política exterior 

independiente y la seguridad nacional (Ojeda, 1984). Si bien la Corte muestra respeto 

por la seguridad nacional de los Estados, no otorga el mismo estatus a su política exterior, 

pues impone ciertas restricciones y límites a la autoridad estatal y compite con el Estado 

en el ejercicio de la jurisdicción74.  

Al respecto, también se debe recordar que la obligación de resguardar actualmente 

descansa en los países más que nunca Pues, al defender los principios que integran el 

derecho internacional, los estados ahora pueden evitar intervenciones supranacionales.  

De esta manera, la CPI proporciona un mecanismo para alentar a los estados a 

usar su soberanía mediante el principio de complementariedad. Es así que la CPI muestra 

su confianza y respeto por el sistema judicial nacional, ocupándose únicamente de 

aquellos casos donde los procedimientos nacionales no estén disponibles o sean 

ineficaces75. Por lo tanto, la jurisdicción complementaria de la CPI es una excepción a la 

soberanía tradicional y no su derogación.  

Al respecto, la parte más debatida y controvertida del Estatuto es la Parte II sobre 

la jurisdicción de la Corte, la admisibilidad de los casos y el derecho que resulta aplicable 

para cada caso. Los artículos 12 al 19 tratan de las cuestiones de competencia del 

tribunal, el mecanismo de activación y la admisibilidad. También, prevé mecanismos para 

mostrar respeto de la soberanía nacional; ejemplo de ello es en materia de seguridad 

nacional, donde la Corte otorga algunas concesiones a los Estados Parte para la 

protección de la información de seguridad nacional76.  

El numeral 72 del Estatuto contiene salvaguardias adecuadas para permitir que 

los Estados parte protejan la información sensible de seguridad nacional que podría ser 

utilizada como evidencia en el juicio. En tal sentido, los estados parte pueden negarse 

 
74 Por ejemplo: véase ER, Parte IX. 
75 Véase ER, artículo 17. 1. a). 
76 Véase ER, artículo 72. 
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divulgar información perjudicial para sus intereses de seguridad nacional. En la opinión 

del autor, este es una salvaguarda eficaz poco abordado en la legislación mexicana y del 

cuál hablaré más adelante. 

Sin embargo, siempre es difícil el proceso de reconocimiento de un estado parte 

sobre la jurisdicción de la CPI. El siguiente subtema también aborda algunos de los 

argumentos en la armonización de la legislación mexicana al ER. 

 

3.2.1 Soberanía nacional mexicana. 

El concepto de la soberanía supone que, por encima del poder soberano, el cual 

recae en el estado, no es posible coincidir que exista algún otro poder de igual o mayor 

jerarquía (SEGOB, s.f.).  

Ahora bien, a partir de la firma del ER por parte de México se han establecido 

obligaciones de nuestro país frente a la comunidad internacional cuyo cumplimiento es 

obligatorio pues, si bien en el ER no existe una obligación expresa para tipificar a nivel 

local los delitos competencia de la CPI, en el Preámbulo del ER se indica que estos 

crímenes no deben quedar sin castigo; y con tal objetivo, las naciones signantes deberán 

adoptar medidas para estar en posibilidades de  activar su competencia en relación con 

los responsables de tales delitos.  

Ahora bien, el numeral 70. 4. a) del ER, establece explícitamente la 

responsabilidad de los Estados Parte en asegurar que en sus leyes respectivas se 

castiguen los delitos establecidos en el estatuto. Dicho artículo tiene concordancia con el 

numeral 88 del ER, respecto de la incorporación en las legislaciones nacionales de todas 

las formas de cooperación con la CPI.  

En relación con las obligaciones anteriores, los estados signantes han optado por: 

1) expedir leyes especiales en materia de cooperación y cumplimiento de las solicitudes 

de la CPI; y, 2) realizar reformas en materia penal para adoptar e incorporar en la 

legislación los delitos enlistados en el ER (Cala Sagué, 1998).  
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Es importante señalar que México se involucró en los diálogos para la creación y 

el reconocimiento de la competencia de la CPI a partir de 1947 (CNDH, 2010), mucho 

antes de la admisión de los principios de la política exterior mexicana en el numeral 89, 

fracción X de la Constitución federal, reconocidos mediante la Reforma de 1988. Sin 

embargo, respecto de los organismos internacionales de justicia y específicamente del 

establecimiento de la Corte Internacional de Justicia (CIJ), se puede observar un patrón 

político y jurídico del estado mexicano hacia los tribunales internacionales, en el que 

privilegia un alto sentido de protección a la soberanía.  

El mejor ejemplo de este patrón y tendencia es el principio de no intervención, el 

cual impide que cualquier nación o conjunto de ellas participe de manera directa o 

indirecta en las políticas o asuntos nacionales de algún otro estado (Vargas Carreño, 

2003). 

En este punto, es oportuno mencionar las facultades del Senado Mexicano 

tratándose de política exterior reconocidas en el artículo 76 CPEUM: “Son facultades 

exclusivas del Senado: I. Analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo Federal 

con base en los informes anuales que el Presidente de la República y el Secretario del 

Despacho correspondiente rindan al Congreso” (CPEUM, 2023)(artículo 76, CPEUM). 

Como se abordó anteriormente, el reconocimiento constitucional de la CPI tiene 

sujeto una reserva a cargo del Ejecutivo y del Senado77. La iniciativa original fue adaptar 

la constitución al contenido del ER para asegurar su plena aplicación en México; sin 

embargo, lejos de hacer un reconocimiento llano de la competencia de la CPI, crea una 

reserva a la aplicación del ER  (CAMARILLO GOVEA & CABRERA GUTIÉRREZ, 2016). 

Esta cláusula atípica establece una reserva “disfrazada” la cual no está permitida por el 

derecho internacional, pues al darle la facultad para decidir si la CPI pueda conocer de 

un determinado caso se extralimita la función tanto del Senado como la del Ejecutivo. 

Al respecto, la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados es muy clara 

en su Parte I, artículo 2 (d) al establecer que: “se entiende por ´reserva´ una declaración 

 
77 Véase CPEUM, artículo 21, párrafo 8. 
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unilateral, cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha por un Estado al 

firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto de excluir o 

modificar los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación a ese 

Estado” (Convención de Viena, 1969).  

En ese sentido, resulta evidente que el párrafo 8 del numeral 21 de la Constitución 

se contrapone al alcance del artículo 13 (1) del Estatuto78 al establecer que el Senado 

puede no reconocer la competencia de la CPI. Esto constituye una reserva amplia, pues 

le otorgó al Senado una facultad contraria al ER, sin establecer sus limitaciones. Es decir, 

el artículo 21 contiene un sistema para regular las investigaciones del Ministerio Público 

y los tribunales penales, así como para el enjuiciamiento y sanción de los delitos de 

acuerdo con las competencias de los respectivos organismos.  

Lo anterior, en el afán de defender la soberanía nacional, provoca una colisión 

entre el derecho internacional vigente y la normativa doméstica. Esto en sí mismo 

constituye una transgresión a los compromisos asumidos por nuestro país, pues la 

“reserva encubierta” insertada en el párrafo octavo del numeral 21 constitucional 

contraviene el principio de pacta sunt servanda y, además, el ER claramente en su 

artículo 120 no admite reserva alguna, por lo que, se puede afirmar que también se está 

incumpliendo con el ER. 

Si bien, el fin del ER es castigar los crímenes más graves, también plantea un 

objeto disuasivo, pues trata de impedir que se sigan cometiendo crímenes que atentan 

contra la humanidad, al establecer un mecanismo jurisdiccional para procesar dichos 

casos. Sin embargo, si el Senado, en aras de “proteger la soberanía”, hace mal uso de 

la facultad que tiene para reconocer la jurisdicción de la CPI atentaría directamente en 

contra del objetivo y fin del ER. 

 

 

 
78 Artículo 13 (1) del ER: “El Estado que pase a ser Parte en el presente Estatuto acepta por ello la 
competencia de la Corte” ( A/CONF.183/9, 1998) 
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3.3 Los delitos ya tipificados. 

Como se explicó en el apartado anterior, la jurisdicción de la CPI se debe entender 

como complementaria a las jurisdicciones penales de cada país. Ahora bien, en virtud de 

ese principio, la CPI sólo podrá actuar cuando los países carezcan de voluntad o de 

capacidad de realizar la indagación o el proceso legal de los autores de dichos crímenes. 

Por ende, se reconoce que la responsabilidad primaria corresponde a las jurisdicciones 

nacionales (ER, Preámbulo).  

De ello se desprende que los Estados Parte del ER tienen la obligación implícita 

de adecuar sus legislaciones nacionales con el objetivo de poder realizar dicha 

investigación y proceso legal.  

A la fecha, México ya ha incorporado el tipo penal respecto del crimen de genocidio 

y varios de los actos que son constitutivos de delitos de lesa humanidad, incorporándolos 

en el Código Penal Federal (CPF). En el mismo, se pueden identificar la tipificación de 

actividades equivalentes a delitos de guerra; sin embargo, la legislación mexicana no 

prevé el tipo penal correspondiente al crimen de agresión. A continuación, se presentará 

una descripción general del ordenamiento jurídico mexicano en términos de la tipificación 

de los delitos definidos por el ER.  

 

3.3.1 Genocidio, tipificado en el Código Penal Federal. 

 El ER recoge su definición de genocidio de la proporcionada en el Artículo II la 

Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio (también conocida 

como Convención sobre el Genocidio) del 09 de diciembre de 1948. Según la Convención 

sobre el Genocidio, todas las naciones parte están obligadas a adoptar los arreglos 

normativos necesarios para asegurar que las sanciones de la Convención sobre el 

Genocidio fueran de aplicación amplia en los territorios, y por tanto, que se castigara a 

los responsables (artículo V de dicho instrumento).  
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México firmó la Convención sobre el Genocidio el 14 de diciembre de 1948 y la 

ratificó como estado miembro el 22 de julio de 1952 (Naciones Unidas, 2005). Sin 

embargo, no fue hasta el 20 de enero de 1967 que se promulgó el proyecto de ley para 

incorporar el crimen de genocidio en el CPF en la forma del artículo 149 Bis. No obstante, 

los hechos criminalizados en dicha ley adjetiva difieren de lo establecido en la Convención 

de Genocidio (en adelante “la Convención”).  

Al respecto, durante uno de los diálogos suscitados en la Cámara de Diputados se 

sostuvo una discusión sobre los tipos de acciones tendientes a prevenir los nacimientos 

en el grupo que se iban a incluir entre las penadas por la ley. Los diputados a favor del 

amplio enfoque de la Convención argumentaron que las "medidas para prevenir el 

nacimiento" también podrían incluir aborto y no solo medidas para impedir la concepción, 

como la esterilización (CÁMARA DE DIPUTADOS, Legislatura XLVI, 1966). Sin embargo, 

haciendo a un lado este argumento, se favoreció la definición más estrecha. 

A continuación, se mostrarán algunas diferencias entre la Convención para la 

Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, el ER y lo incorporado por el numeral 

149 bis del CPF: 

 

Tabla 179. 

Convención para la 

Prevención y la 

Sanción del Delito de 

Genocidio. 

Estatuto de Roma. Código Penal Federal Mexicano. 

ARTÍCULO II. 

Artículo 6. Genocidio: 

*Recoge íntegramente 

lo establecido por el 

artículo II de la 

Convención. 

Artículo 149-Bis.- 

*Recoge casi íntegramente lo 

establecido por el artículo II de la 

Convención. 

 
79 Elaboración por el autor con información del CPF, el ER y la Convención para la Prevención y la Sanción 
del Delito de Genocidio. 
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*Aumenta el espectro de protección 

al contemplar grupos de carácter 

nacional, étnico, racial o religioso, y 

sus respectivas comunidades. 

*Establece un catálogo de penas 

*Establece agravantes en caso de 

que el ilícito sea perpetuado por 

funcionarios públicos. 

Como se desprende de la tabla anterior, el CPF recoge casi con exactitud la 

definición de genocidio contenida en la Convención para la Prevención y la Sanción del 

Delito de Genocidio; sin embargo, dentro de las principales diferencias, el numeral 149 

Bis del CPF acierta al ampliar la protección a grupos de carácter nacional, étnico, racial 

o religioso, y sus respectivas comunidades; además se debe recordar que nuestro código 

penal tipifica los delitos de acción y omisión 80, así como la tentativa81, lo cual ofrece un 

espectro más amplio de tipificación de conductas relacionadas con el crimen de 

genocidio. 

En cuanto a la gravedad de las penas, el principio de proporcionalidad de la pena 

contemplado en el párrafo primero del numeral 22 de la constitución exige que “toda pena 

[sea] proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado” (CPEUM, 2023); esta 

disposición estipula que todas las penas serán proporcionales al delito y al bien jurídico 

protegido. 

En este sentido, la vida se considera como el bien de mayor interés, seguida de la 

integridad física, libertad y propiedad (Mir Puig, 1998). las conductas llevadas a cabo con 

la finalidad de aniquilar a una colectividad protegida o, el imponer esterilización forzada 

para evitar nacimientos dentro del mismo, merecieron que el legislador estableciera una 

punibilidad que va de los 20 a 40 años de prisión y multa de 15,000 a 20,000 pesos. Todos 

los demás actos como causar daño al cuerpo o a la salud, o el traslado de niños de un 

 
80 Véase CPF, arts. 7 y ss. 
81 Véase CPF, arts. 12 y ss. 



 

78 
 

conjunto a otro son castigados con pena de prisión de 5 a 20 años y multa de 2,000 a 

7,000 pesos (CPF, artículo 149 bis).  

 

3.3.2 Crímenes de lesa humanidad tipificados en el Código Penal Federal. 

Hasta este punto se ha dejado clara la necesidad de tipificar los crímenes de lesa 

humanidad a nivel nacional; sin embargo, el Primer Informe sobre los crímenes de lesa 

humanidad presentado por la Comisión de Derecho Internacional de la Asamblea General 

de la ONU, nos dice que la sola ratificación del ER no es suficiente para cumplir con los 

objetivos de la CPI, la cual fue establecida para enfrentar la falta de castigo de dichos 

crímenes; para cumplir con este objetivo es necesario enjuiciar y llevar a los 

perpetradores ante la justicia a nivel doméstico. (Murphy, 2015, pág. 5) 

Es importante puntualizar que la descripción del delito referente a “crímenes de 

lesa humanidad” bien podría contener una cláusula aclarando que éstos no son solo un 

ataque a la persona que ha sufrido directamente daños físicos, mentales o emocionales, 

sino también contra la humanidad en su conjunto, pues el interés legal protegido protege 

la calidad de humanitas82.  

En este sentido, la definición amplia de “víctima” dada por el numeral 4 de la Ley 

General de Víctimas puede ser de aplicación, ya que en su párrafo quinto define como 

"(...) víctimas: los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hubieran sido 

afectadas en sus derechos, intereses o bienes jurídicos colectivos como resultado de la 

comisión de un delito o la violación de derechos” (Ley General de Víctimas, 2023).  Y, 

siguiendo el fundamento de que los delitos contra la humanidad es un ataque a la 

humanidad en su conjunto, cualquier persona que alegue que dichos crímenes han sido 

o están siendo cometidos tendría derecho a presentar una queja ante las autoridades; 

sin embargo, dicha premisa resulta falsa. 

 
82 Humanitas o la dignidad del ser humano. (Zaffaroni, 2011) 
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El derecho penal mexicano tipifica como delito ciertos actos que podrían ser 

equiparables con los crímenes de lesa humanidad si estos se cometieran 

sistemáticamente y de forma generalizada83. Sin embargo, no todos los actos individuales 

del artículo 7 del ER están tipificados como delitos en el CPF y los elementos contextuales 

del delito aún no se han implementado a nivel nacional. 

Es importante notar que la redacción del Título Tercero del Libro Segundo del CPF 

no corresponde con los objetivos y elementos de los crímenes de lesa humanidad 

definidos por el artículo 7 del ER, ya que el nombre de este título es el resultado de una 

reforma realizada el 20 de enero de 1967 para incorporar el delito de genocidio en el 

Código Penal Federal. Los legisladores consideraron el genocidio un crimen contra la 

humanidad, de ahí el nombre de este título, pero no está relacionado con los delitos 

contra la humanidad definidos por el artículo 7 del ER. Además, no se cuenta con la 

implementación completa del artículo 7 párrafos 1, 2 y 3 del ER, ni se hace mención a los 

elementos contextuales del delito.  

A continuación, se mostrarán algunas diferencias entre los actos prohibidos en el 

ER y las ofensas tipificadas en la legislación penal mexicana: 

Tabla 284. 

Artículo 7 del Estatuto de Roma. Legislación correspondiente. 

Asesinato 

- Artículo 302 CPF.- (Definición del 

delito de homicidio) 

- Artículo 316 CPF.- (Respecto de la 

ventaja) 

- Artículo 318 CPF.- (Respecto de la 

alevosía) 

- Artículo 319 CPF.- (Respecto de la 

traición) 

 
83 Véase “2.2.1 Elementos del crimen" 
84 Elaboración por el autor, con información del CPF y el ER. 
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- Artículo 320 CPF.- (Respecto del 

homicidio calificado)85 

Exterminio; 
No existe concordancia en la legislación 

mexicana. 

Esclavitud; 

- Artículo 11 de la Ley general para 

prevenir, sancionar y erradicar los 

delitos en materia de trata de 

personas y para la protección y 

asistencia a las víctimas de estos 

delitos. 

Deportación o traslado forzoso de 

población; 

No existe concordancia en la legislación 

mexicana. 

Encarcelación u otra privación grave 

de la libertad física en violación de 

normas fundamentales de derecho 

internacional; 

- Artículo 364 CPF.-  

Tortura; 

- Artículo 24 de la Ley General para 

Prevenir, Investigar y Sancionar la 

Tortura y Otros Tratos o Penas 

Crueles, Inhumanos o 

Degradantes.-86 

- Artículo 25 de la Ley General para 

Prevenir, Investigar y Sancionar la 

Tortura y Otros Tratos o Penas 

 
85 NOTA: Como ya se discutió, el legislador mexicano omite el elemento contextual de este crimen. Sin 

embargo, debido a la gravedad de las infracciones contenidas en los artículos 316-319 del CPF éstas se 

consideran intrínsecas a la naturaleza de los delitos contra la humanidad.  

86 Nótese que el delito de tortura en México tiene un umbral más amplio que en el ER, ya que requiere: (a) 
que el perpetrador sea un servidor público, o bien sea un particular que colabore, cuente con la autorización, 
el apoyo o la aquiescencia de un Servidor Público; y (b) que la tortura debe tener el propósito de obtener 
información, u obtener una confesión dentro de una investigación criminal. 
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Crueles, Inhumanos o 

Degradantes.-  

Violación, esclavitud sexual, 

prostitución forzada, embarazo 

forzado, esterilización forzada o 

cualquier otra forma de violencia 

sexual de gravedad comparable; 

 

Violación: prevista en el Artículo 265 del 

CPF.  

Esclavitud sexual: La esclavitud sexual 

está tipificada a través de sus múltiples 

formas, en los términos de los artículos 13 

a 20 de la Ley general para prevenir, 

sancionar y erradicar los delitos en materia 

de trata de personas y para la protección y 

asistencia a las víctimas de estos delitos;  

Prostitución Forzada: Ídem. 

Embarazo forzoso: no existe concordancia 

en la legislación mexicana. 

Esterilización forzada: Artículo 199 

Quintus CPF.  

Persecución de un grupo o 

colectividad con identidad propia 

fundada en motivos políticos, 

raciales, nacionales, étnicos, 

culturales, religiosos, de género 

definido en el párrafo 3, u otros 

motivos universalmente reconocidos 

como inaceptables con arreglo al 

derecho internacional, en conexión 

con cualquier acto mencionado en el 

presente párrafo o con cualquier 

crimen de la competencia de la Corte; 

No existe concordancia en la legislación 

mexicana. 

Desaparición forzada de personas; 

- Artículo 27  de la Ley general en 

materia de desaparición forzada 

de personas, desaparición 
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cometida por particulares y del 

sistema nacional de búsqueda de 

personas. 

El crimen de apartheid; 
No existe concordancia en la legislación 

mexicana. 

Otros actos inhumanos de carácter 

similar que causen intencionalmente 

grandes sufrimientos o atenten 

gravemente contra la integridad física 

o la salud mental o física. 

No existe concordancia en la legislación 

mexicana. 

De la tabla anterior se puede concluir que el ordenamiento jurídico mexicano no 

penaliza todos los actos contenidos en el artículo 7 del ER. No obstante, la legislación 

penal mexicana sí tipifica la mayoría de las conductas aisladas que constituyen tales 

crímenes, pero es omisa al establecer el elemento contextual (que los distingue de las 

conductas aisladas que las componen) que requiere que estas conductas sean 

perpetradas en un contexto material y mental (SRE, 2017), lo cual elevaría la punibilidad 

de dichas conductas.  

 

3.3.3 Crímenes de guerra. 

El capítulo anterior abordó el catálogo de conductas que se sancionan bajo el 

derecho internacional humanitario87; mismo que tiene sus orígenes en: el derecho de 

Ginebra, que establece una normativa destinada a la protección de a las posibles víctimas 

indirectas de los conflictos armados; y el derecho de La Haya, que regula el desarrollo de 

los conflictos (Bugnion, 2001).  

A continuación, se mostrarán las diferencias entre las conductas prohibidas en el 

numeral 2 del artículo 8 del ER y las ofensas tipificadas en la legislación penal mexicana, 

recordando que la normativa nacional por lo que hace a los crímenes de guerra es 

 
87 Véase 2.3. Crímenes de Guerra. 
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somera, ello imposibilita llevar a cabo un estudio comparado con los tipos 

correspondientes a los crímenes de guerra definidos en el ER. Cabe señalar que dicho 

numeral distingue cuatro grandes grupos de infracciones, que se abordarán como sigue: 

1. Violaciones a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, cometidas 

contra personas físicas o bienes protegidos. 

2. Otras infracciones a las leyes y costumbres internacionales que son observables 

durante el desarrollo conflictos armados y guerras internacionales (Comité 

Internacional de la Cruz Roja, 2008). 

3. En caso de que las hostilidades se lleven a cabo en un contexto nacional, las 

violaciones a lo establecido en los Convenios de Ginebra, las actividades 

prohibidas serán aquellas que atenten contra la integridad física, la vida y la 

dignidad personal; así como las condenas sin previo juicio (Comité Internacional 

de la Cruz Roja, 2014). 

4. Otras infracciones a las leyes y costumbres internacionales de observancia 

durante el desarrollo conflictos armados nacionales. 

Respecto de este inciso, se enumeran 12 actividades prohibidas, las cuales son 

consistentes con el inciso b, con la característica de que las mismas deben llevarse 

a cabo en el contexto de un conflicto interno88. 

Ahora bien, estas disposiciones se ven parcialmente reflejadas tanto en las 

disposiciones del CPF, así como en leyes adjetivas militares. Por ejemplo, el artículo 149 

del CPF hace referencia a la violación de los derechos humanos respecto de los 

prisioneros de guerra, heridos, o los hospitalizados; así mismo, tratándose de conflictos 

internos como lo es el de la rebelión, los artículos 136 y 137 del mismo código prevén 

sanciones que se impondrán al homicidio de prisioneros y lesiones infringidas a los 

mismos fuera de combate.   

Por su parte, el Código de Justicia Militar (CJM) castiga en los artículos 209 y 215 los 

delitos cometidos contra el derecho de gentes89; así mismo, el artículo 324 castiga las 

 
88 Véase ER, art. 8. 
89 Derecho de gentes: es el conjunto de los principios o de las condiciones de que dependen la coexistencia 
y el comercio social de los pueblos para la prosecución de sus fines de cultura. (Vattel, 1820)  
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violaciones a prisioneros, y heridos; mientras que, el artículo 325 castiga el pillaje, 

devastación, merodeo, saqueo y violencias contra los civiles. Dichos tipos penales son 

consistentes con el espíritu de las ofensas castigadas bajo el rubro de crímenes de guerra 

en el ER.  
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CAPÍTULO IV 
 EL PANORAMA MEXICANO 

 

4.1 Posibles crímenes de lesa humanidad acaecidos en el territorio nacional. 

En México este tipo de atrocidades no es algo nuevo, se recuerda que el 22 de 

diciembre de 1997 el "crimen organizado" llevó a cabo la matanza de Acteal, municipio 

de Chenalhó, Chiapas (ANIMAL POLÍTICO., 2017). Ese día fueron asesinados a 

machetazos y a balazos cuarenta y cinco indígenas tzotziles y, no conforme con ello, la 

autoridad culpó y encarceló a más de ochenta indígenas tzotziles por estos hechos. 

Han pasado más de veinticinco años de la matanza de Acteal y el Estado sigue 

sin esclarecer su participación en estos hechos. Lo anterior nos deja en una disyuntiva al 

reivindicar la posición de la política criminal mexicana ante la comisión de los delitos de 

la competencia de la CPI.  

Como se ha abordado en el capítulo pasado, la aplicación en México del ER ha 

tenido serias dificultades en cuanto hace a la armonización de la legislación mexicana 

para evitar posibles contradicciones, tanto en lo federal como local, sin que dicha 

modulación raye en una vulneración a la autodeterminación y soberanía nacional.  

Se debe recordar que el Estado mexicano ratificó el tratado que crea la CPI el 28 

de octubre de 2005 (CNDH, 2010); y que, en ese momento se dio el primer paso para la 

instauración en México de un sistema de justicia penal que estuviera de acuerdo con los 

estándares internacionales. 

Es importante puntualizar que nuestra nación aún no cuenta con una 

reglamentación específica que señale el procedimiento seguir para la cumplimentación 

de las solicitudes confidenciales de cooperación que ha requisitado la CPI a nuestro país. 

La creación de dicha normativa fue el objetivo de la fase de armonización legislativa con 

el ER90; sin embargo, ha resultado infructuoso.  

 
90 Véase “3.1.2 De la reforma constitucional”. 
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En un intento por atender lo anterior, el Ejecutivo Federal elaboró la Iniciativa de 

Decreto que expide la Ley Reglamentaria del Párrafo Octavo del artículo 21 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y Adiciona la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, conocida como “Ley de Cooperación con la CPI 

(Hernández García, 2011). Sin embargo, como se abordó previamente, a la fecha dichas 

minutas se encuentran en fase de consideración por la Comisión de Justicia de la Cámara 

de Diputados; lo cual se traduce en una omisión legislativa y no permite la completa 

conclusión de la fase de armonización en la normativa nacional y, por ende, representa 

una falta de voluntad del Estado mexicano. 

Dicho lo anterior, en México se podrán presentar situaciones, como la referente al 

exgobernador Javier Duarte o el caso Acteal, en que se quiera disponer de medios de 

acceso a la justicia internacional penal y que, por el palpable desconocimiento de las 

condicionantes que facultan la actuación de la CPI o simplemente por la falta de 

comprensión del ER (aunado a que no se cuenta con las leyes y reglamentos 

respectivos), se entorpezca la administración de justicia. 

Otro caso relacionado con esto se suscitó a raíz del anunció dado por el 

expresidente Felipe Calderón en diciembre de 2006, dando inicio a una estrategia de 

seguridad para combatir al crimen organizado que tuvo como uno de sus ejes centrales 

la militarización del país (Badillo, 2018).  

Es sabido que en México se dan múltiples actos de tortura, tratos inhumanos 

(incluidos de violencia sexual), privaciones graves de la libertad y desapariciones 

forzadas, llevadas a cabo por parte de las fuerzas armadas en contra de civiles a quienes 

se pretende presentar como sospechosos de formar parte de los cárteles de droga 

(López, 2020) 

Sistemáticamente en los medios de comunicación se difundió la visión del gobierno 

federal según la cual los abatidos (muertos) eran “criminales” y no solo civiles. Lo anterior, 

sin haberse realizado una investigación previa y a pesar de que se ha demostrado 

posteriormente que, en muchos casos, éstos no pertenecían a ningún grupo de la 
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delincuencia organizada o no presentaban “peligro” alguno para la sociedad (Comisión 

Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, 2019, pág. 39). 

Aunque es innegable que muchas atrocidades se han cometido en México; para 

confirmar que se ha llevado a cabo un crimen de lesa humanidad, los delitos deben  

formar parte de un ataque sistemático o generalizado contra la población civil 

(Organización de las Naciones Unidas, 1998).  

Ahora bien, según la jurisprudencia de la CPI se puede determinar que existe una 

política de Estado cuando convergen los siguientes elementos: i. “la magnitud de los 

actos perpetrados”; ii. el “ambiente histórico y político general en el que ocurrieron los 

actos criminales”, así como el “contenido general de un esquema político, como aparece 

en escritos y discursos de sus autores”; y iii. la “movilización de las fuerzas armadas” 

(Open Society Foundations, 2016, pág. 56).  

De la misma forma, la jurisprudencia prevé que una política podría estar constituida 

por omisiones. Es labor del profesional del derecho abordar estas situaciones desde un 

punto de vista neutro para saber si encuadran o no en delitos definidos en el ER.  

Para validar metodológicamente lo anterior, a continuación, se presentan diversos 

hechos acontecidos en México, recopilados por especialistas en derechos humanos. 

Dicho análisis no pretende ser exhaustivo, pero si ejemplificativo de la posible de 

crímenes de lesa humanidad en el territorio nacional en los que se ha visto involucradas 

las autoridades mexicanas. Por cuestiones de espacio tampoco se expondrá un análisis 

de todas las denuncias que figuraron a partir de dicha búsqueda. 

En ese orden, se expondrá una breve descripción del caso, después se analizará 

cómo fue abordado por las autoridades mexicanas y finalmente, se determinará si la 

conducta puede ser abordada desde la óptica de la CPI. 
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Tabla 391. 

Datos de 

identificación. 

Breve descripción de los 

hechos. 

Naturaleza según la óptica de 

la CPI. 

2014. Matanza 

de Tlatlaya, 

Estado de 

México. 

EL 30 de junio de 2014, ocho 

militares del 102° Batallón de 

Infantería del Ejército Mexicano, 

como parte de un 

reconocimiento de ruta, 

localizaron una bodega San 

Pedro Limón, en el municipio de 

Tlatlaya, Estado de México.  

La versión de los militares dice 

que ellos solamente repelieron 

el ataque, y que como resultado 

del enfrentamiento habían 

muerto 22 presuntos criminales. 

Sin embargo, en la 

recomendación 51/2014 de la 

CNDH para la SEDENA, la PGR 

y el entonces gobernador del 

Estado de México, se detalló 

que la escena del crimen fue 

alterada; así mismo precisa que: 

12 personas fueron ejecutadas 

ilegalmente; tres más se 

presume que fueron privadas de 

manera arbitraria; cuatro más 

resultaron heridos durante el 

Según la recomendación 51/2014 

de la CNDH, en este caso, las 12 

personas referidas fueron 

asesinadas “arbitrariamente” por 

elementos del Ejército Mexicano 

durante un ejercicio de supuesto 

combate el crimen organizado. 

Aunado a lo anterior, la evidencia 

señala que una de las víctimas y 

dos de las detenidas, fueron 

expuestas a tortura y agresiones 

sexuales por parte de elementos 

de la Procuraduría General de la 

República (PGR) (CNDH, 2014, 

pág. 27), con el objeto de que 

firmaran una declaración sobre 

los hechos, que estuviera a doc 

con la versión de la Procuraduría 

sobre el combate al crimen 

organizado. 

Las características de los 

sucesos acontecidos en Tlatlaya 

son consistentes con los 

elementos del crimen de tortura, 

abordados en el capítulo 

segundo92 de este trabajo de 

 
91 Elaboración por el autor. 
92 Véase 2.2.1 Elementos del crimen. 
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enfrentamiento; y, tres en fuego 

cruzado (CNDH, 2014, pág. 27). 

Es importante puntualizar que 

esta operación militar se dio 

bajo la Orden General de 

Operaciones de la Base de 

Operaciones “San Antonio del 

Rosario” y la subsecuente 

Orden de Relevo y Designación 

de Mando del Teniente de 

Infantería Ezequiel Rodríguez 

Martínez, de fechas 11 de junio 

de 2014. Dichas directrices 

ordenaban que “las tropas 

deber[ían] operar en la noche en 

forma masiva”  (Velediaz, 2015) 

y dirigida a objetivos 

específicos, sin embargo, no 

distinguía la manera de 

diferenciar a los civiles de los 

“criminales”. 

investigación; especialmente con 

el elemento físico del crimen de 

lesa humanidad y la conducta 

enlistada por el artículo 7, párrafo 

1, inciso f) del ER; así mismo, el 

elemento contextual se deriva de 

que esta operación del ejército se 

desarrolló bajo las directrices 

militares, como parte de una 

estrategia de seguridad, lo que 

dicha masacre fue cometida 

como consecuencia de una 

política (Open Society 

Foundations, 2016, pág. 73); y, 

finalmente el elemento mental es 

evidente en las disparidades de 

las versiones tanto del ejército, 

las víctimas, sobrevivientes y 

vecinos, lo cual sugiere que, 

como lo expresó el General 

Gallardo, “hay una política abierta 

(…) para encubrir todas las 

atrocidades y los abusos de 

autoridad que ha cometido el 

Ejército en contra de la población 

civil [en aras de proteger una 

supuesta política de combate al 

crimen organizado]” (Aristegui, 

2015). 
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2011. 

Desapariciones 

forzadas en 

Nuevo Laredo, 

Tamaulipas. 

El 5 de junio de 2011, elementos 

de la Secretaría de Marina 

(SEMAR) entraron en el 

domicilio de Oralia Villaseñor y 

José Fortino Martínez Martínez, 

para detener a este último y 

subirlo a una de las camionetas 

de dicha corporación, por 

presuntamente por que les 

“denunciaron que [en dicho 

domicilio] había algo”; lo mismo 

sucedió con otras cinco 

personas que desaparecieron 

dicha noche y no se ha vuelto a 

saber de ellos (Montalvo, 2011). 

De dicho caso se rescata que, 

en un principio la Marina declaró 

no haber tenido participación, 

para después contradecirse y 

reconocer que en dicha noche 

se llevó a cabo un operativo en 

el que se tuvo contacto con los 

seis desaparecidos; asimismo, 

la SEMAR afirmó en todo 

momento que las personas de 

cita trabajaban para el cartel de 

los Zetas y que dicho cartel era 

responsable de las 

desapariciones (Open Society 

Foundations, 2016, pág. 75). 

Al respecto, la investigación de 

Open Society Fundations afirma 

que la desaparición de José 

Fortino Martínez Martínez, 

guarda similitud con las de 20 

civiles más a manos de la Marina 

en los Estados de Tamaulipas, 

Nuevo León y Coahuila, lo que 

indica que “ocurrieron como una 

línea de conducta” (Open Society 

Foundations, 2016, pág. 75) por 

parte de la SEMAR, con las 

siguientes características: 

- Las fuerzas armadas son 

los autores de las 

desapariciones forzadas; 

y, 

- Dichas desapariciones 

muestran un modus 

operandi similar, ya que 

los miembros de las 

corporaciones militares 

detienen a las “victimas” 

arbitrariamente y cuando 

los familiares preguntan 

por el paradero de los 

desaparecidos, los 

militares niegan haberlos 

detenido o haber 

participado. 
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2010. Caso 

Instituto 

Tecnológico de 

Estudios 

Superiores en 

Monterrey 

(ITESM), Nuevo 

León. 

El 19 de marzo de 2010, Javier 

Francisco Arredondo Verdugo y 

Jorge Antonio Mercado, 

estudiantes de doctorado y 

maestría, respectivamente, 

fueron víctimas de una 

ejecución dentro del campus 

central del ITESM, a manos del 

Ejército Mexicano. 

Lo anterior sucedió, ya que el 

Ejército Mexicano perseguía a 

hombres armados en las 

inmediaciones del campus del 

ITESM, en tanto que los 

estudiantes salían de la 

biblioteca central de dicha 

institución (Tecnológico de 

Monterrey, 2019). 

La primera versión del ejército, 

los medios y de la misma 

institución educativa indicaba 

que los estudiantes eran 

integrantes del crimen 

organizado y que éstos se 

habían enfrentado con armas de 

fuego a los militares. Sin 

embargo, la Recomendación 

45/2010 de la CNDH indica que 

la muerte de los estudiantes no 

Como ya se explicó, los crímenes 

de lesa humanidad no necesitan 

estar vinculados a un conflicto 

armado pues pueden ocurrir en 

tiempo de paz. 

Para el análisis de este caso, será 

de utilidad al lector enlistar los 

elementos de los crímenes de 

lesa humanidad, tal y como se 

abordaron en el capítulo segundo 

de este trabajo93: 

1. Un elemento físico: incluye 

la comisión de cualquiera de los 

actos enlistados en el apartado 1 

del artículo 7. 

Al respecto, el ataque físico y 

posterior asesinato de los 

estudiantes concuerda con la 

comisión de las conductas 

enlistadas en los incisos a) y f) del 

apartado 1 del numeral en cita. 

2. Un elemento contextual: El 

cual respecto de la estrategia de 

seguridad aplicada durante el 

gobierno del entonces presidente 

Felipe Calderón Hinojosa, la 

“guerra contra el narcotráfico”. 

Las ejecuciones fueron 

 
93 Véase “2.2.1 Elementos del crimen”. 
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se dio como consecuencia del 

enfrentamiento entre militares y 

criminales; sino que las víctimas 

habían sido golpeadas, 

despojadas de sus 

pertenencias, recibieron 

impactos de bala a “quema 

ropa” y, finalmente, que sus 

cuerpos habían sido movidos de 

lugar y se habían colocado 

armas de fuego para simular 

que los estudiantes eran 

sicarios que habían atacado a 

los militares (Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos, 

2010). 

realizadas por elementos del 

ejército, quienes declararon que 

las víctimas eran sicarios, (Open 

Society Foundations, 2016, pág. 

76). Dichas características son 

coincidentes con las de diversas 

ejecuciones que se adjudican a 

las fuerzas armadas, y que 

sugiere un ataque sistemático. 

3. Un elemento mental: "con 

conocimiento de dicho ataque". 

La evidencia sugiere que, la 

población civil fue la que resintió 

los abusos y fue víctima de 

desapariciones forzadas, como 

resultado del mal uso de la 

violencia desmedida por parte del 

ejército y las fuerzas armadas. 

2010. 

Las masacres 

de San 

Fernando, 

Tamaulipas. 

El cartel de los Zetas, 

comenzaron como un grupo de 

desertores de las fuerzas 

armadas y que funcionaron 

como el brazo policial del cartel 

del Golfo en 1997; y se 

separaron en 2010 como una 

organización independiente 

(InSight Crime, 2022). Desde la 

primera década del siglo XXI, la 

competencia entre las 

principales organizaciones de 

El surgimiento y desarrollo de Los 

Zetas puede entenderse como un 

síntoma y una causa de la 

militarización de la guerra contra 

las drogas en México. El cartel de 

los Zetas fue conocido por sus 

tácticas violentas y su estructura 

organizativa muy unida; lo cual 

llevó a que la Administración del 

Control de Drogas de Estados 

Unidos (en adelante DEA, por sus 

siglas en inglés) los catalogara 
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traficantes se ha intensificado y 

los conflictos entre traficantes, el 

ejército y la policía se han vuelto 

más frecuentes (Williams, 

2022). 

Si bien, al “extinto” cartel se le 

responsabiliza por una amplia 

serie de crímenes; en este 

apartado se hablará sobre la 

masacre ocurrida en San 

Fernando, Tamaulipas, en 

agosto de 2010, zona en donde 

el cartel tenía presencia y al que 

se le atribuye el asesinato de 72 

personas migrantes (58 

hombres y 14 mujeres 

provenientes de América del 

Sur) que intentaban cruzar la 

frontera hacia Estados Unidos; 

los cuerpos fueron encontrados 

el 24 de agosto de 2010, luego 

de un tiroteo entre presuntos 

traficantes de drogas y el 

ejército.  

Un migrante sobreviviente le dijo 

a la policía que el grupo había 

sido secuestrado y asesinado 

por una banda armada (BBC 

News, 2010). Según el relato del 

sobreviviente, los migrantes 

como la “organización paramilitar 

tecnológicamente más avanzada, 

más sofisticada y más violenta” 

respecto de otras organizaciones 

de tráfico de drogas (National 

Drug Intelligence Center, 2007, p. 

v). 

Se aborda el caso de los zetas 

como el de actores no 

gubernamentales94, quienes 

mediante sus tácticas 

intimidatorias de violencia 

llevaron a cabo numerosos 

crímenes.  

La masacre en San Fernando 

ejemplifica el modus operandi de 

esta banda criminal: secuestran a 

inmigrantes, se les obliga a unirse 

a su cartel y, ante la negativa, son 

torturados y ejecutados. 

Si se aborda desde la perspectiva 

de la CPI, en el presente caso se 

concluye que se satisfacen los 

requisitos del crimen de 

asesinato, como se explica en el 

ER; además, dichos asesinatos 

se dieron de forma sistemática y 

generalizada contra la población 

civil; y, finalmente, que dichos 

asesinatos son coincidentes en 

 
94 Véase “2.2 Crímenes de lesa humanidad”. 
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habían sido secuestrados por un 

convoy de los zetas, quienes les 

informaron que ahora 

trabajarían para ellos como 

sicarios y, al negarse, los 

fusilaron (Open Society 

Foundations, 2016, pág. 99). 

patrón con los que se realizaron 

en los años de 2010 a 2011 y que 

se le atribuyen al cartel en dicha 

zona.  

Lo cual, a su vez, satisface el 

tercer elemento de los crímenes 

de lesa humanidad, el 

“conocimiento de dicho ataque”, 

ya que el cartel forzaba a los 

inmigrantes a unirse a sus filas 

para hacerse “más fuerte” y al 

negarse éstos, los mataban. 

Reconocer que en México se han perpetrado delitos de gran gravedad contra la 

humanidad, implica aceptar que los casos de tortura, desaparición forzada y ejecuciones 

extrajudiciales, acaecidas en el contexto de las políticas de seguridad y por grupos 

criminales, no son casos aislados (Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los 

Derechos Humanos, 2016); sino que comparten características similares en su ejecución 

y, además, cuentan con el respaldo de las instituciones que los niegan, alteran o deciden 

no investigarlos (Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, 

2019). 

Para mayor ejemplificación de lo anterior, se abordará un estudio de caso de uno 

de los supuestos delitos de lesa humanidad cometido en nuestro territorio. Dicho caso 

fue seleccionado metodológicamente de acuerdo con su gravedad, por ser de reciente 

comisión y, debido a la amplia cobertura que hicieron los distintos medios de 

comunicación, tanto locales como internacionales.  

Aunado a ello, dicho caso tiene una característica distintiva que lo hace destacar 

de los mencionados en la tabla anterior: siendo éste el único, a la fecha, del que se tiene 

registro donde el Senado de la República gira exhorto y remite un caso a la CPI. Una 

acción que podría implicar la facultad contenida en el párrafo 8 del artículo 21 

constitucional.  
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4.2 La remisión del caso del exgobernador Javier Duarte a la CPI.  

Previo a abordar el caso propuesto, comenzaré diciendo que México es uno de los 

países más afectados por la violencia y la corrupción.  Según datos del Índice de Estado 

de Derecho, en 2022 se catalogó a nuestra nación como el séptimo peor país con 

presencia de corrupción en el gobierno, situándolo en la posición 134 de 140 países 

evaluados (World Justice Project, 2022, pág. 29).   

La disminución de la capacidad y el desarrollo nacionales provocada por la 

corrupción puede generar inseguridad e incluso conflictos armados. De hecho, la 

corrupción ha sido reconocida como un factor desestabilizador y como un "conductor del 

conflicto" (United States Institute of Peace, 2010, pág. 7); aunque la relación causal entre 

la corrupción y los crímenes atroces puede ser difícil de probar, los mecanismos de 

justicia transicional han identificado a la corrupción como una fuente de conflictos y 

atrocidades (ONUDC, 2021).  

Ahora bien, otra dificultad que enfrenta el sistema mexicano es la falta de 

entendimiento, tanto de la comunidad y de los protagonistas políticos, del sistema de 

justicia penal especialmente lo tocante a la CPI, lo cual es visible en el caso de estudio.  

Previo a abordar con el análisis de caso, puntualizaré que el 25 de septiembre del 

2018, el Senado de la República publicó en su cuenta oficial de Twitter95 lo siguiente:  

“Se aprueba el Acuerdo para remitir a la Corte Penal Internacional en 

La Haya la situación relativa a Javier Duarte y los posibles crímenes 

contra la humanidad en materia de salud pública” (SENADO 

MEXICANO (@senadomexicano), 2018). 

 
95 Se menciona dicha red social, por ser un hecho notorio y por ser conocida por todos o casi todos los de 
un círculo social; asimismo, por ser de especial interés al autor. 
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Por dicha plataforma se daba a conocer96 que el Senado de la República aprobó 

el envío del expediente de Javier Duarte de Ochoa, ex gobernador de Veracruz, a la CPI; 

a efecto de que dicha corte investigue los posibles crímenes de lesa humanidad en 

materia de salud pública llevados a cabo durante la administración del entonces 

gobernador.  

Por medio de este acuerdo, que fue catalogado como de urgente resolución, la 

Cámara de Senadores pretendió accionar el aparato judicial de la CPI para que ésta 

determine si existen elementos que constituyen crímenes de lesa humanidad, que fueron 

supuestamente perpetrados por la administración de Javier Duarte durante el período 

2010 – 2016 y que, por el lapso de su comisión posterior a la aplicación del ER en el 

país97, los presuntos crímenes ya podrían ser catalogados, en su caso, en los que castiga 

la CPI. 

Aunque la noticia traía implícito un carácter muy llamativo por tratarse de un tema 

que fue doloroso para la sociedad mexicana, principalmente la de Veracruz, ésta también 

conlleva un tema crítico que aborda la relación del estado mexicano con los distintos 

agentes internacionales, especialmente con la CPI. Además, deja en descubierto la nula 

capacidad de nuestros legisladores de comprender sus atribuciones constitucionales y 

los alcances del artículo 7, párrafo 1, inciso k), del ER (@NoticiaCongreso, 2018). 

Este subtema analizará la remisión de caso del exgobernador Javier Duarte a la 

CPI, de conformidad a la exposición de motivos de 25 de septiembre del año 201898 

realizada por el entonces senador de la república Samuel Alejandro García Sepúlveda, 

integrante del Grupo Legislativo de Movimiento Ciudadano de la LXIV Legislatura de la 

Honorable Cámara de Senadores del Congreso de la Unión.  

La manera de abordarlo se dividirá en dos partes: en la primera se revisarán los 

antecedentes de dicho caso, la remisión en cita, así como las comunicaciones oficiales a 

 
96 Claro está, que en este punto me refiero a “dar a conocer” el hecho a la sociedad civil y, no como la 
publicidad de los acuerdos que hace el Senado en su gaceta oficial.  
97 Véase el párrafo cuarto del Capítulo 3. La adopción del Estatuto de Roma.  
98 Véase Anexo 2 “Exposición de motivos de 25 de septiembre de 2018".  
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las que se tuvo acceso99; y, en la segunda, se analizará el caso bajo la óptica del ER a 

efecto de determinar si encuadra o no con los elementos para ser clasificados como 

delitos de lesa humanidad definidos por el ER y, en consecuencia, se establecerá 

metódicamente si en este caso se debió reconocer la competencia de la CPI.  

 

4.2.1 Marco teórico del caso.  

Javier Duarte de Ochoa se desempeñó como gobernador electo del Estado de 

Veracruz durante el periodo del uno de diciembre del 2010 al 12 de octubre del 2016, 

fecha en que solicitó licencia al Congreso de la misma Entidad para separarse del cargo, 

a efecto de preparar su defensa ante los señalamientos de enriquecimiento ilícito 

perseguidos por la entonces Procuraduría General de la República (PGR).  

Sin embargo, las acusaciones sobre el desvío de más de 2,000 millones de dólares 

de las arcas públicas no son las únicas que enfrentó el político veracruzano (Corona, 

2016); durante su gestión la deuda pública de dicha entidad creció más del 300% (El 

Financiero, 2017), se vivió una de las mayores crisis económicas, aumentaron las 

denuncias de contratistas y proveedores, y se dio la venta de terrenos públicos para pagar 

deudas con contratistas. Además, los niveles de violencia en Veracruz crecieron, lo cual 

se vio reflejado en secuestros y cuerpos arrojados en municipios de norte a sur en dicha 

entidad, junto con asesinatos de periodistas y activistas sociales (Zavaleta, 2016, págs. 

32-87). 

Si bien, las acusaciones contra el exgobernador veracruzano son graves y 

variadas, se debe recordar que el propósito de este apartado es el análisis del único 

asunto en que, el Senado de la República ha aprobado se realice una solicitud  formal de 

investigación a la CPI; por ello, el análisis de este caso se delimitará al punto de acuerdo 

para la remisión de la situación de Javier Duarte de Ochoa a la CPI, al tenor de las 

solicitudes de información de tres y cinco de enero de dos mil veintidós realizadas por el 

 
99 En virtud de que la citada información se encuentra clasificada como reservada y confidencial. Véase 
Anexo 3. Disponible en: https://infosen.senado.gob.mx/CCTP/RESPUESTAS/2018-12-11/DGPL-1P1A.-
774%20SEGOB_SRE.pdf  

https://infosen.senado.gob.mx/CCTP/RESPUESTAS/2018-12-11/DGPL-1P1A.-774%20SEGOB_SRE.pdf
https://infosen.senado.gob.mx/CCTP/RESPUESTAS/2018-12-11/DGPL-1P1A.-774%20SEGOB_SRE.pdf
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autor de este trabajo investigativo a través de la Plataforma Nacional de Transparencia100, 

así como sus respuestas correspondientes101.  

Dicho punto de acuerdo fue votado en la sesión del 25 de septiembre de 2018 por 

la LXIV Legislatura de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mismo que se 

inserta a continuación: 

“[…] 

ACUERDO 

PRIMERO: La LXIV Legislatura de la H. Cámara de Senadores del Congreso de 

la Unión, con fundamento en los artículos 13(a) y 14 del Estatuto de Roma, 

suscrito por el Estado Mexicano y ratificado por el Senado de la República, gira 

atento EXHORTO y REMITE a la Corte Penal Internacional domiciliada en La 

Haya, Holanda, la situación relativa a Javier Duarte de Ochoa en su carácter de 

Ex Gobernador del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave durante el periodo 

2010-2016 y los posibles crímenes contra la humanidad en materia de salud 

pública cometidos por él y por quienes más resulten responsables, solicitando 

que para tal efecto se inicie una investigación formal por parte de este órgano 

internacional conforme al citado Estatuto para efectos de determinar si existen o 

no elementos para configurar y perseguir los crímenes contra la humanidad aquí 

denunciados.  

SEGUNDO: Se ordena la traducción del presente Exhorto al idioma inglés para 

efecto de cumplir con el idioma de trabajo de la Corte Penal Internacional.  

TERCERO: COMUNÍQUESE a la Corte Penal Internacional, en La Haya, 

Holanda, mediante el medio oficial correspondiente.” (Senado de la república, 

2018) 

El Senado de la República consideró que posiblemente fueron cometidos 

“crímenes contra la humanidad en materia de salud pública  (Senado de la república, 

2018)” durante el encargo del gobernador veracruzano y, por ello, aprobó la remisión de 

su caso a la CPI. Además, dicho punto de acuerdo fue considerado como de “urgente 

 
100 Véase: https://www.plataformadetransparencia.org.mx/  
101 Solicitudes de información presentadas a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, con folios 
330030322000008 y 330030322000014; las cuales se anexan a este trabajo, junto con las respuestas 
correspondientes, marcadas como anexos 5 al 8. 

https://www.plataformadetransparencia.org.mx/
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resolución”  (Senado de la república, 2018). En atención a ello, es importante resaltar 

que se delimita el estudio de caso a los hechos narrados en la exposición de motivos del 

multicitado punto de acuerdo aprobado por el Senado.  

Ahora bien, la causa de la remisión puede parecer muy amplia; sin embargo, de la 

exposición de motivos hecha por el entonces senador García Sepúlveda solo se pueden 

extraer los siguientes hechos motivadores, mismos que posiblemente son constitutivos 

de delito: 

1. “[A]dquisición de más de 70,000 pruebas falsas de [detección del] SIDA [síndrome 

da la inmunodeficiencia adquirida] distribuidas por el gobierno de Veracruz en el 

sexenio del 2010-2016…”; y,  

2. Adquisición e intención de suministrar “medicamentos apócrifos para el 

tratamiento del cáncer…” 102 

Si bien, la exposición de motivos no contiene circunstancias de modo tiempo y 

lugar de la comisión de esos hechos, ni arroja mayor luz o trata de enunciar más sucesos 

que posiblemente son constitutivos de crímenes contra la humanidad, y pareciera que 

solo se fundamenta en notas periodísticas, sin citar las fuentes en que se basa; lo cierto 

es que fue suficiente para que el punto de acuerdo fuese aprobado. Lo anterior demerita 

su aprobación, pues nuevamente deja ver la falta de técnica legislativa, el deficiente 

conocimiento de los mecanismos internacionales y el uso de la prosecución de delitos 

como una plataforma con fines políticos. 

A fin de profundizar en el análisis de su aprobación, el tres de enero de dos mil 

veintidós se realizó una solicitud de acceso a la información, misma que se presentó a 

través de la Plataforma Nacional de Transparencia y fue registrada con el folio 

330030322000008; en respuesta a esa solicitud de información fue proporcionado el 

expediente legislativo103 que se integró con motivo del citado Punto de Acuerdo, el cual 

consta de: 

 
102 Véase Anexo 2. Exposición de motivos de 25 de septiembre de 2018. 
103 Véase Anexo 6. Respuesta a la solicitud de información con folio 33003032200008. 
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- El Punto de Acuerdo aprobado por el Pleno del Senado, junto a su 

traducción al idioma inglés; 

- El oficio dirigido al titular de la Secretaría de Gobernación (SEGOB) por el 

que se remite el Punto de Acuerdo aprobado; y, 

- El oficio de la SEGOB, con el que remite la respuesta otorgada por el 

entonces Director General de Coordinación Política de la SRE. 

Sobre este último documento resalto, que en su penúltimo párrafo la Dirección 

General de Coordinación Política de la SRE, señaló que la entonces Procuraduría 

General de la República era la institución encargada de la persecución de los delitos en 

nuestro país y además, en su párrafo final hizo patente que la información referente al 

caso del ex gobernador “se encuentra clasificada como reservada y confidencial en 

términos de los artículos 9, 16, 110 fracciones VII, XI y XIII, y 113 de la Ley Federal de 

Transparencia y Acceso a la Información”104. 

De un análisis integral de los artículos previamente citados, las fracciones del 

numeral 110 son las únicas que hacen referencia a la información clasificada como 

reservada por tratarse de la relacionada con la persecución de delitos y la integración de 

los respectivos expedientes judiciales (Artículo 110, fracciones VII y XI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública). Lo cual es concordante con la 

negativa de proporcionar la información referente al caso del Javier Duarte. 

Razón de lo anterior, se procede a exponer los dos hechos que motivaron el 

multicitado punto de acuerdo, al tenor de la siguiente: 

Tabla 4105. 

Hecho advertido Breve descripción 

1) Adquisición de 

pruebas falsas de 

detección del SIDA 

El primero de los hechos a que se hace referencia en la 

citada exposición de motivos, es que fueron incautadas 

“más de 70000 pruebas” rápidas defectuosas que se 

 
104 Véase oficio número DEP/1769/18 de veintiocho de noviembre de dos mil dieciocho, suscrito por el 
Director General de Coordinación Política de la SRE, disponible como parte del Anexo 6. Respuesta a la 
solicitud de información con folio 33003032200008 dentro de este trabajo de investigación. 
105 Elaboración por el autor. 
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distribuidas por el 

gobierno de Veracruz 

en el sexenio del 2010-

2016. 

pretendían usar para la detección del virus de la 

inmunodeficiencia humana (VIH).  

Si bien, la información presentada en la exposición de 

motivos no es concordante con la proporcionada por la 

autoridad investigadora; se parte de los hechos no 

controvertidos, como el que dichos kits fueron producidos 

en China y comprados mediante adquisición directa por 

la Secretaría de Salud de Veracruz (Letra Ese, 2017); sin 

embargo, por no contar con un registro sanitario que 

avalara su uso así como su eficacia, podrían producir 

resultados falsos negativos y poner en peligro la vida de 

los pacientes no tratados. 

Antonio Nemi, quien fuera Secretario de Salud durante el 

gobierno de Duarte entre marzo de 2013 y octubre de 

2014, confirmó en una entrevista que se compraron entre 

50,000 y 70,000 pruebas defectuosas, que en su 

totalidad arrojaron resultados falsos negativos; afirmó 

además, que se detectaron a tiempo y nunca llegaron a 

la población, pero se gastaron ocho millones de pesos en 

su compra, la cual se realizó aún y sabiendo que eran 

defectuosas  (García J. , 2017). 

Al respecto, la Comisión Federal para la Protección 

contra Riesgos Sanitarios (COFEPRIS) realizó una 

indagación del caso; de dicha investigación se rescata la 

información siguiente (la cual se cita por ser considerada 

una fuente de mayor credibilidad): en 24 de enero de 

2017 se localizaron 46,984 piezas de “Kit de detección 

VIH 1 & 2 VIH Test” en el Almacén “A” de Insumos de la 

Secretaría de Salud del Estado de Veracruz (Secretaría 
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de Salud, 2017) las cuales no contaban con registro 

sanitario, estaban caducados e incumplían con las reglas 

para su etiquetado.  

Lo alarmante de ello radica en que, de acuerdo con las 

bitácoras revisadas por el personal de la COFEPRIS, 

dichas pruebas defectuosas fueron distribuidas en los 

centros de salud de la entidad durante el 2017. De hecho, 

una de las acciones que tomó la COFEPRIS fue solicitar 

a las autoridades de salud pública de la entidad a notificar 

a las personas que se hubiera sometido a las pruebas 

rápidas del VIH mencionadas anteriormente, para que se 

puedan tomar medidas para proteger su salud y evitar un 

diagnóstico erróneo (Secretaría de Salud, 2017). 

Ahora bien, el diagnóstico erróneo del SIDA ocurre 

cuando una persona no infectada por el VIH es 

clasificada incorrectamente como portadora del virus por 

la prueba utilizada o viceversa (Adler, Behel, Duncan , 

Houston , & Kalou, 2015).  

Las consecuencias de un diagnóstico erróneo del VIH 

son graves y pueden resultar en el tratamiento 

innecesario de las personas no infectadas por el VIH, así 

como en la exposición al trauma psicológico y la 

estigmatización que pueden estar asociados con un 

diagnóstico de infección por el VIH, y la pérdida de 

credibilidad de los programas de pruebas del VIH.  

Por otro lado, los resultados falsos negativos de las 

pruebas del VIH representan oportunidades perdidas 

para ingresar al cuidado y el tratamiento del VIH y el 
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riesgo de transmitir el VIH, sin saberlo, a sus parejas no 

infectadas (Bhattacharya, Catalan, & Barton, 2008). 

2) Adquisición e 

intención de 

suministrar 

medicamentos 

apócrifos para el 

tratamiento del cáncer 

por el gobierno de 

Veracruz en el sexenio 

del 2010-2016 

Como resultado de la investigación de la COFEPRIS (en 

adelante “la Comisión”) sobre los tratamientos de 

quimioterapia falsos en el estado de Veracruz, se 

identificaron 21 viales que contenían medicamentos 

falsos. Además, dicha investigación reveló que el sistema 

de salud estatal compró en 2010 un vial de medicamento 

falso, supuestamente de la marca “Avastin” (el cual es 

producido bajo patente por la compañía farmacéutica 

Roche Laboratories), y en 2011 compró 20 viales más a 

dos proveedores asiáticos diferentes  (Hernández, 2017). 

Al respecto, la compañía que detenta la patente del 

medicamento dijo que, su análisis reveló que no había 

ningún ingrediente activo en las muestras encontradas 

en Veracruz y advirtió suficientes inconsistencias en el 

empaque de los viales para determinar que no eran 

productos legítimos. Además, Roche dijo que ninguna de 

las empresas a las que el Estado compró los 

medicamentos es un distribuidor autorizado (Safe 

Medecines Org, 2017). 

Asimismo, la Corporación de Radiodifusión Británica  

(BBC, por sus siglas en inglés) informó que cuando se 

sometieron a prueba los medicamentos de quimioterapia 

falsificados resultaron contener un compuesto inerte; 

esencialmente, “era agua destilada” (Secretaría de 

Salud, 2017). 

Cabe resaltar que la COFEPRIS analizó los expedientes 

médicos de 2,055 pacientes tratados en una clínica 
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oncológica estatal de Veracruz entre 2010 a 2016 y 

concluyó que el fármaco quimioterápico Avastin se había 

utilizado en 119 casos de adultos con cáncer de mama 

en estado avanzado (Hernández, 2017). 

Si bien, la magnitud del daño hecho a los pacientes 

veracruzanos que fueron tratados con dichos 

medicamentos falsos y sus familias es algo que aún no 

se mesura, ya que, como se explicó en la celda superior, 

representa oportunidades perdidas de ser tratados 

contra una enfermedad que representa la primera causa 

de muerte en mujeres en México (Instituto Mexicano del 

Seguro Social, 2022); este no es un hecho aislado, pues 

la Organización Mundial de la Salud (OMS) estima que 

es probable que casi el uno por ciento de los 

medicamentos disponibles en el “mundo desarrollado” 

sean falsificados. Sin embargo, a nivel mundial, la cifra 

es de alrededor del diez por ciento, mientras que en 

algunos países en desarrollo se estima que hasta un 

tercio de los medicamentos son falsos (Cuomo & 

Mackey, 2014).  

Los datos presentados en la tabla anterior pueden parecer alarmantes; sin 

embargo, este apartado pretende un análisis libre de juicios de valor, que amplíe la 

información de los hechos en que se basó de la exposición de motivos del acuerdo de 

remisión de caso a la CPI. Al respecto, mediante la técnica jurídica de síntesis, se 

rescatan los siguientes hechos no controvertidos: 

✓ La Secretaría de Salud de Veracruz, compró más de 50,000 pruebas defectuosas 

de detección del VIH y distribuyó al menos 3,000 de ellas entre la población 

durante el gobierno de Javier Duarte. 
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✓ La COFEPRIS identificó 21 viales que contenían medicamentos falsos de Avastín 

y concluyó que, el fármaco defectuoso se había utilizado en 119 casos de adultos 

con cáncer de mama en Veracruz. 

Ahora bien, con base a la información de la tabla anterior y los hechos sintácticos, 

se está en condiciones de responder la pregunta que se formula como título del apartado 

siguiente y que es la parte central del presente estudio de caso. 

 

4.2.2 ¿Estamos frente a un delito de lesa humanidad? 

 Previo a dar respuesta a esta interrogante, se recuerda al lector las circunstancias 

especiales por las cuales se escogió el presente estudio de caso y no alguno de los 

mencionados en el tema anterior106, las cuales se centraron en: a) los hechos se 

cometieron después de que el ER entrara en vigor y su correspondiente obligatoriedad 

para México; b) el gran interés mediático del caso, lo cual facilitó la recopilación de datos; 

y, c) por ser el único caso, en que el Senado de la República pretendió activar la facultad 

contenida en el párrafo octavo del artículo 21 constitucional, mediante el punto de 

acuerdo de remisión del caso a la CPI. De dicho punto de acuerdo se hablará al finalizar 

este subtema. 

En ese tenor, la siguiente tabla presenta el encuadre legal de los hechos 

recopilados que fueron motivo del ya citado punto de acuerdo. Para su construcción se 

utilizaron los conceptos relativos a los crímenes de lesa humanidad y sus elementos 

constitutivos, definidos en el tema segundo del capítulo dos de este trabajo 

investigación107; asimismo, se recogen los tipos penales que define el Código Penal 

Federal y demás leyes mexicanas, para contraponerlos con los actos que enlista el ER. 

Es en la tercera columna que se debate si los hechos que motivaron la remisión de caso 

encuadran con los que castiga la CPI; y, para ello, se estará estrictamente a los grupos 

protegidos y actos castigados en el estatuto. 

 
106 Véase 4.1 Posibles crímenes de lesa humanidad acaecidos en el territorio nacional . 
107 Véase 2.2 Crímenes de lesa humanidad. 
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Tabla 5108. 

Hecho Tipificación mexicana Acto enlistado en el ER 

1. La Secretaría de Salud 

de Veracruz, compró más 

de 50,000 pruebas 

defectuosas de detección 

del VIH y distribuyó al 

menos 3,000 de ellas 

entre la población 

durante el gobierno de 

Javier Duarte. 

Para los efectos del primer 

hecho se consideran como 

conductas posiblemente 

delictivas (tanto principales 

como adyacentes) las 

siguientes: 

a) Compra de pruebas 

defectuosas para 

detección del VIH; y, 

a) Compra de pruebas 

defectuosas: 

Dicha actividad no está 

tipificada en el CPF; sin 

embargo, si se atiende a 

los efectos del acto (los 

cuales pueden incluir: el 

uso indebido de recursos 

públicos, el mal ejercicio de 

estos y el enriquecimiento 

ilícito), dichas conductas 

encuadrarían en las faltas 

administrativas graves de 

los Servidores Públicos, las 

cuales están sancionadas 

por la Ley General de 

Responsabilidades 

Administrativas (LGRP).109 

 

No es un acto enlistado en 

el ER. 

 
108 Elaboración por el autor. 
109 Véase el Capítulo II “De las faltas administrativas graves de los Servidores Públicos”, del Título Tercero 
“De las faltas administrativas de los servidores públicos y actos de particulares vinculados con faltas 
administrativas graves” (LGRA, 2022), libro primero de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 
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b) Distribución y suministro 

de dichas pruebas 

defectuosas 

 

b) Distribución y 

suministro de dichas 

pruebas defectuosas: 

No está tipificado en el 

CPF, pero sí forma parte de 

las conductas sancionadas 

por el artículo 464 Ter de la 

Ley General de Salud 

(LGS); en el que se 

sancionan: la falsificación o 

alteración de fármacos y 

sus envases; y, la venta, 

distribución y transporte de 

fármacos falsificados. 

No es un acto enlistado en 

el ER.  

2. La COFEPRIS 

concluyó que, se había 

utilizado Avastín 

falsificado en 119 casos 

de adultos con cáncer de 

mama en Veracruz. 

Para los efectos del 

segundo hecho se 

consideran como 

conductas posiblemente 

delictivas (tanto principales 

como adyacentes) las 

siguientes: 

a) Adquisición de 

medicamento falsificado: 

Dicha actividad no está 

tipificada en el CPF; sin 

embargo, si se atiende a 

los efectos del acto (los 

cuales pueden incluir: el 

uso indebido de recursos 

públicos, el mal ejercicio de 

estos y el enriquecimiento 

ilícito), dichas conductas 

encuadrarían en las faltas 

administrativas graves de 

los Servidores Públicos 

sancionadas por la LGRA. 

No es un acto enlistado en 

el ER. 
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a) Compra de 

medicamento defectuoso; 

y, 

b) Distribución y suministro 

de dicho medicamento 

apócrifo. 

 

b) Distribución y 

suministro de dicho 

medicamento apócrifo: 

No está tipificado en el 

CPF, pero si forma parte de 

las conductas sancionadas 

por el artículo 464 Ter110 de 

la LGS. 

No es un acto enlistado en 

el ER. 

Si bien, el CPF no tipifica la compra de pruebas y medicamentos apócrifos, sí 

dedica el Título Décimo de su Libro Segundo a tipificar los delitos por hechos de 

corrupción, cuya clasificación es más apegada al hecho que se analiza, pues implica el 

desvío de recursos, el uso indebido de los mismos y el enriquecimiento ilícito, que se 

obtuvo como resultado de dichas operaciones fraudulentas, las cuales son de 

considerarse como de materia administrativa.  

Sin embargo, como el ER no contempla dichas actividades entre su clasificación 

de “delitos más graves”, es que no se exploran en la tabla comparativa anterior. 

Respecto de la distribución de las pruebas y medicamentos apócrifos, si bien, 

dichas conductas están sancionadas en la LGS con penas que van de los tres a quince 

años de prisión. Llevando los efectos al “extremo”, en el ER dichas conductas solo 

podrían ser encuadradas en como parte del crimen de genocidio o una conducta de las 

sancionadas como de lesa humanidad. Respecto de estas conductas (en la modalidad 

de distribución y suministro, así como la intención de suministrar) se continúa con el 

ejercicio de tipicidad: 

 

 
110 Ibidem. Ver nota 109. 



 

109 
 

Tabla 6111. 

Hecho o conducta: 

Distribución y suministro a 119 pacientes de 

medicamentos falsificados para el tratamiento de 

cáncer; y, distribución de pruebas de detección del VIH 

apócrifas 

¿Se puede considerar 

como genocidio? 

No, ya que “el genocidio es una negación del derecho a la 

existencia de grupos humanos enteros” (ONU, 1946), lo cual 

se ve relejado en la comisión de conductas destinadas a su 

destrucción. En ese sentido, de acuerdo con los elementos 

del crimen de genocidio112 abordados en el capítulo 2 de 

este trabajo, para que se configure la existencia de este 

crimen se deben satisfacer: 

1. Un elemento material (la “intención de destruir, total o 

parcialmente"  ( A/CONF.183/9, 1998) 113); y, 

2. Un elemento mental, consistente en que las actividades 

sancionadas sean infringidas a “un grupo nacional, étnico, 

racial o religioso ( A/CONF.183/9, 1998)”.  

Es precisamente este segundo elemento que no se ve 

satisfecho; si bien, se puede considerar que las acciones del 

gobierno de Duarte fueron dirigidas a “personas que viven 

con VIH” y a “pacientes enfermos de cáncer”, dichos grupos 

no son protegidos por el ER. Por lo tanto, la “distribución y 

suministro de medicamentos falsificados para el tratamiento 

de cáncer; y la distribución de pruebas de detección del VIH 

apócrifas” no encuadran como parte del delito de genocidio 

según el ER y no podrían ser perseguidas por la CPI. 

 
111 Elaboración por el autor. 
112 Véase 2.1.1 Elementos del crimen. 
113 Véase el encuadre del “Genocidio” como se describe en el artículo 6 del ER. 
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¿Se puede considerar 

como de lesa 

humanidad? 

A diferencia del crimen de genocidio, esta categoría no solo 

protege a una lista reducida de grupos; sin embargo, no se 

pueden considerar las acciones del gobierno de Duarte 

como de lesa humanidad, ya que no se satisfacen los tres 

elementos de los crímenes de lesa humanidad, como se 

demuestra a continuación: 

1. Elemento físico: Se debe analizar la “distribución y 

suministro a 119 pacientes de medicamentos falsificados 

para el tratamiento de cáncer; y, distribución de pruebas de 

detección del VIH apócrifas”, en comparación con los once 

actos sancionados por el artículo 7 del ER114, dentro de las 

que solo pueden encuadrar el exterminio, el cual sí 

contempla la restricción para obtener medicamento. 

2. Elemento contextual: Si bien, el exterminio sí contempla 

la negación del acceso a fármacos encaminado a la 

destrucción de un grupo, para constituir un crimen de lesa 

humanidad, dichos actos deben estar definidos en las 

políticas nacionales o las acciones de las organizaciones 

con poder y control territorial.  

Cierto es que, el plan o política no necesita ser estipulado 

explícitamente o adoptado formalmente y, por lo tanto, 

puede inferirse de la totalidad de las circunstancias; sin 

embargo, las acciones del gobierno de Duarte no pueden 

considerarse como parte de una política pública, ya que no 

se realizaron otras acciones que impongan 

intencionalmente condiciones de vida a la población 

afectada, como la negación de la prestación del servicio de 

salud, la identificación o incluso el aislamiento del grupo, 

 
114 Véase 2.2.1 Elementos del crimen. 
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persecución pública o discursos de odio contra de esa 

población.  

Por lo tanto, no se satisface este elemento, ya que no forma 

parte de una política encaminada a la destrucción de las 

“personas que viven con VIH” o a “pacientes enfermos de 

cáncer”.  

Como consecuencia, el requisito de que el ataque fuera 

"generalizado" o "sistemático" tampoco se cumple. 

3. Un elemento mental: Dicho elemento tampoco se 

satisface, ya que, al no haber una política pública 

encaminada a un ataque sistemático o generalizado en 

contra de la población civil, no existe mens rea de que la 

“distribución y suministro de medicamentos falsificados para 

el tratamiento de cáncer; y, distribución de pruebas de 

detección del VIH apócrifas” formaran parte de dicho 

ataque. 

 En consecuencia, de la información confrontada en las dos tablas anteriores y en 

un ejercicio de tipicidad, se concluye que no se puede perseguir como delito sancionado 

por el ER la “distribución y suministro a 119 pacientes de medicamentos falsificados para 

el tratamiento de cáncer; y, distribución de pruebas de detección del VIH apócrifas” en la 

población de Veracruz, ya que no se satisficieron los elementos del crimen; por tanto, la 

CPI no es la vía adecuada para lograr el adecuado castigo de los responsables. De 

hecho, atendiendo al método inductivo se puede inferir que la mens rea en este caso era 

el desvío de recursos públicos y no, el atentar directamente contra la población civil con 

la finalidad de destruirla. 



 

112 
 

Mientras que la jurisdicción de la CPI se limita a conocer de los crímenes más 

graves de “trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto” ( 

A/CONF.183/9, 1998) (preámbulo, ER), y contempla algunos principios respecto de la 

reparación del daño, como lo es la restitución, una correspondiente indemnización y 

demás garantías que deben proporcionarse a las víctimas u ofendidos; el que no se 

pueda recurrir a la competencia de la Corte para proseguir estas acciones, no significa 

que las víctimas de Veracruz hayan perdido el derecho a la reparación de su daño.  

Al respecto, es importante puntualizar que la ley adjetiva mexicana contempla un 

catálogo más amplio para la reparación del daño de las víctimas con medidas que sí 

contemplan garantías de restitución, satisfacción, rehabilitación, compensación y 

medidas de no repetición (artículo 30, Ley General de Víctimas).  

Destaco además que, ésta no es la primera vez que se intenta activar la 

jurisdicción de la CPI sobre de los supuestos crímenes de lesa humanidad cometidos 

durante la administración de Javier Duarte en Veracruz. De hecho, esta fue la segunda 

vez que el entonces senador de la república, Samuel García, intentó esta vía (la primera 

vez fue en 2017 cuando era diputado local en Nuevo León115). Lo cual le ha servido de 

plataforma política, tanto para transitar de una diputación local a una senaduría y 

posteriormente, transitar de dicho escaño federal para ser el gobernador electo por Nuevo 

León.  

Respecto de la primera vez que Samuel García denunció los hechos en cita ante 

la CPI, la Corte emitió el acuse de recibo de dicha denuncia en la que se especifica que 

la mera recepción no significa la apertura de una investigación o que la Oficina del Fiscal 

de la CPI abrirá alguna116.  

Cabe destacar que, con base en el párrafo 1 del numeral 14 del ER,  cualquier 

Estado Parte puede remitir un caso o situación a la oficina del Fiscal de la CPI, y pedirle 

que investigue los posibles crímenes cometidos (Organización de las Naciones Unidas, 

1998). Lo cual, en este caso, debió ser el objeto del multicitado punto de acuerdo. 

 
115 Con motivo de la denuncia que interpuso el entonces diputado local por Nuevo León, Samuel García, el 
14 de julio de 2017 ante la CPI (Appel, 2017).  
116 Véase Anexo 4. Acuse de recibo de fecha 31 de julio de 2017, que forma parte de este trabajo de 
investigación (traducción por el autor). 
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Asimismo, el párrafo 2 del artículo previamente citado ordena que en dicho 

acuerdo de remisión se deben especificar las circunstancias específicas en que se 

desarrolló el caso y se deberá adjuntar las pruebas y demás documentación que de 

soporte a la remisión del caso (Organización de las Naciones Unidas, 1998); sin embargo, 

del punto de acuerdo por el cual se remite la situación del exgobernador Javier Duarte, 

no se advierten satisfechos dichos requisitos. 

En ese mismo orden de ideas, suponiendo sin conceder que la CPI abriera una 

investigación y fallase en contra del exgobernador Javier Duarte, resolviendo que es autor 

de crímenes de lesa humanidad, la ejecución de dicha resolución encontraría el problema 

de que las conductas ya fueron sancionadas bajo las leyes mexicanas. Lo cual se 

traduciría en una doble punición y ocasionaría una violación clara del principio general 

del derecho non bis in idem que garantiza a todo individuo que “no sea juzgado 

nuevamente por el mismo delito o infracción " (Fuentes Pimentel, 2006, pág. 1). Tal como 

ya sucedió con el ejercicio de la acción realizado por la entonces Procuraduría General 

de la República117.   

Con lo anterior, una vez más se demuestra la falta de técnica legislativa, el 

desconocimiento del sistema penal mexicano y la baja comprensión del papel de la CPI 

por parte de los legisladores mexicanos; sin embargo, el problema de la armonización del 

ER a la legislación mexicana continúa debido a la inactividad legislativa. En consecuencia 

y como fin último de este trabajo de investigación, a continuación, se enunciarán las 

acciones sugeridas a tomar por el Estado mexicano en la labor de implementar el ER y 

su posterior justificación. 

 
117 Véase respuesta del oficio DEP/1769/18, disponible como parte del Anexo 3. Comunicaciones oficiales, 
de este trabajo de investigación 
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PROPUESTA DE SOLUCIÓN. 

Como se analizó en el capítulo tercero de este trabajo, el CPF vigente tipifica el 

genocidio en su artículo 149 bis; sin embargo, los términos en que está establecido 

merecen ser actualizados con respecto al “tipo penal” (por llamarlo de alguna manera) 

que se establece en el ER. 

Ahora bien, respecto de los crímenes de guerra y los de lesa humanidad, las 

conductas descritas en el ER, no se encuentran reflejadas en su totalidad en el CPF. Ante 

esta situación, se debe llevar a cabo la armonización de la legislación nacional con los 

crímenes contemplados en el ER y en otros instrumentos de derecho internacional 

humanitario. 

Uno de esos esfuerzos, ya abordado, es la iniciativa de ley denominada Decreto 

que expide la Ley Reglamentaria del Párrafo Octavo del Artículo 21 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y adiciona la Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación, enviada por el Ejecutivo Federal al Congreso de la Unión118. Sin 

embargo, a pesar de los múltiples intentos por armonizar el derecho doméstico al ER y 

de las iniciativas de reforma (tanto constitucionales como a las leyes penales), lo cierto 

es que México ha violado su deber de incorporar los tipos penales de los cuatro crímenes 

de jurisdicción de la CPI.  

Como se abordó en el capítulo tercero, los tipos penales ya incorporados en el 

CPF distan de lo establecido en el ER; además de que no se ha culminado con el proceso 

de incorporación de todos los crímenes, ya que hace falta la incorporación del cúmulo 

actividades consideradas como criminales y de los tipos penales correspondientes a los 

crímenes de agresión y guerra.  

 
118 Véase “3.1.2.1 Iniciativa de Decreto que expide la Ley reglamentaria del párrafo octavo del artículo 21 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y adiciona la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación. También conocida como Ley de Cooperación con la Corte Penal Internacional”. 
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Sin embargo, se puede decir que se ha avanzado en términos del reconocimiento 

a la jurisdicción de la CPI, lo cual no libera al estado mexicano de su responsabilidad; 

pero sí nos da una vista de lo que falta por abordar. 

Al respecto, se considera que, para conseguir la debida armonización de la 

legislación penal mexicana con lo demandado por el ER, se deberá: 

• Enmendar el párrafo octavo del numeral 21 de la CPEUM a fin de que 

desaparezca el candado constitucional sobre el reconocimiento en cada caso de 

la competencia de la CPI; 

• Se cree una ley de cooperación con la CPI, especialmente en materia de: 

- Testigos y entrega de personas para su comparecencia ante la Corte; 

- Celebración de audiencias de la CPI en México; 

- Proceso de selección de personas candidatas a juezas, jueces y fiscales de 

la CPI; y, 

- Directrices para el ejercicio de actividades de la fiscalía de la CPI en 

territorio nacional. 

• En caso de que se conserve el candado constitucional sobre el reconocimiento 

de la CPI en cada caso, deberá otorgarse al Poder Judicial de la Federación (PJF) 

dicha facultad, por ser la institución que puede delegar la competencia originaria; 

y, 

• Se castigue los actos tendientes a la obstrucción de la administración de justicia 

por la CPI (Amnesty International, 2020, pág. 16).  

Uno de los problemas sobre la armonización tiene que ver con el hecho de que 

tampoco se puede remitir al ER como algunas leyes de implementación del Estatuto lo 

hacen, pues se terminaría violando el principio de legalidad penal. Es decir, esta situación 

salta a las obligaciones jurídicas y se convierte en un tema de política criminal. 

En ese tenor, se sostiene que para que México cumpla efectivamente con sus 

obligaciones del ER y, fundamentalmente, para que el principio de complementariedad 

funcione plenamente, debemos adecuar nuestro ordenamiento jurídico a los estándares, 

contenido y objetivos del Estatuto.  
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Dicha adecuación asegurará que el Estado mexicano cuente con la capacidad 

jurídica y técnica para investigar, juzgar y aplicar sanciones a los autores de los delitos 

previstos en el ER en las circunstancias adecuadas. Dicho proceso de adecuación debe 

evitar contradicciones y la doble tipificación de delitos, además deberá proveer un 

protocolo de cooperación con la Corte.  

 

I. El proyecto de reforma al Código Penal Federal.  

Como quedó demostrado, México no ha concluido con el proceso de incorporación 

de los tipos penales referentes a los crímenes enlistados por el ER a nuestra la legislación 

penal; por lo tanto, se sostiene que continuar con dicho procedimiento supondrá una 

mejora cualitativa en la salvaguarda y fortalecimiento de los derechos humanos en 

nuestro país.  

En ese sentido, la tipificación de crímenes definidos bajo el ER permitirá al Estado 

mexicano cumplir con su principal obligación de investigar y juzgar tales crímenes en 

tribunales nacionales. 

Es importante destacar que se han realizado múltiples intentos por subsanar esta 

omisión. Hasta el momento, he expuesto tres iniciativas legislativas destinadas a 

incorporar los delitos de la jurisdicción de la CPI al CPF. La primera fue propuesta en 

enero de 2008 por Omeheira López Reyna y Esmeralda Cárdenas Sánchez, quienes 

redactaron un Proyecto de decreto, que reforma y adiciona diversas disposiciones del 

Código Penal Federal, del Código de Justicia Militar, de la Ley General de Salud, y del 

Código Federal de Procedimientos Penales (López Reyna, 2008).  

Esta iniciativa planteó una modificación sustancial al tipo penal de genocidio y, de 

la misma manera, contempló la adición de dos capítulos titulados: “Delitos de lesa 

humanidad” y “Delitos contra las personas y bienes protegidos por el derecho 

internacional humanitario”  (López Reyna, 2008). El proyecto acierta al incorporar una 

definición de los delitos que contempla los elementos contextuales previstos en el ER 
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para estos crímenes; sin embargo, falló al hacer correlaciones con diversos artículos del 

CPF (Villarreal Palos, 2017). 

La segunda de estas iniciativas fue propuesta en febrero de 2012 por el entonces 

diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, quien redactó un Proyecto de decreto, que 

reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Penal Federal. Sin embargo, falló 

pues realizó una transcripción literal de los delitos definidos en el ER, lo cual da como 

resultado la doble tipificación de conductas, confusión y remisiones inexactas a distintos 

tipos penales del CPF. 

La última iniciativa de ley que buscó reformar el CPF e incorporar diversas 

disposiciones relativas a los crímenes de lesa humanidad, fue la presentada el 13 de 

mayo del año 2015 por las Senadoras Gabriela Cuevas Barrón y María del Pilar Ortega 

Martínez, integrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional. Dicho proyecto buscaba trasladar de manera 

idéntica al CPF los “tipos penales” de genocidio, crímenes de guerra y de lesa humanidad 

previstos en el ER (Cuevas Barrón & Ortega Martínez, 2015); lo cual, al igual que la 

iniciativa planteada previamente, crearía confusión debido a que los tipos penales a que 

hace referencia el ER resultan ambiguos y no específicos; en ese sentido, como fue 

explicado en el capítulo tercero, esto violaría el principio de exacta aplicación de la ley en 

su vertiente de taxatividad. 

Basta decir que ninguna de esas iniciativas ha superado la etapa de revisión para 

ser votadas. Sin embargo, otro problema que enfrenta una posible reforma al CPF es la 

cuestión del fuero; se debe recordar que la LOPJF establece en su artículo 51 fracción I, 

del inciso a) al n) la competencia de las y los jueces federales penales. 

De un análisis a las 14 hipótesis previstas para accionar el fuero federal, solo los 

incisos a) y f) parecieran tener aplicabilidad respecto de los crímenes definidos por el ER; 

especialmente el inciso a), en cuya hipótesis cabría el reservar la implementación del ER 

a la Federación.  
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Al respecto, es de importancia citar al Doctor Arturo Villarreal Palos, quien señala 

que lo más conveniente resulta en “adicionar el artículo 50, fracción I, de la LOPJF, al 

efecto de señalar que los casos que involucren [alguno de los crímenes definidos por el 

ER] serán de la competencia federal” (Villarreal Palos, 2017); como fue hecho mediante 

la reforma de junio del año 2000 respecto de los incisos l) y m) de la fracción I del artículo 

en cita. Dicha alternativa parece acertada ya que es una vía ensayada, respecto de 

delitos electorales y los casos de tráfico de menores (cuyos tipos penales fueron 

incorporados ya al CPF); por lo que la tipificación en el CPF de los delitos definidos por 

el ER, previa reforma a la LOPJF, resultaría una vía adecuada.  

En ese sentido, la incorporación de estos principios penales y de responsabilidad 

general en nuestra legislación penal supondrá una mejora cualitativa en la protección y 

fortalecimiento de los derechos humanos en nuestro país.  

La tipificación de los delitos prevista en el ER permitirá a nuestro país cumplir con 

una de sus obligaciones principales respecto de la CPI, es decir, investigar y juzgar dichos 

delitos por los tribunales nacionales, y avanzar hacia la justicia internacional en caso de 

que los procedimientos no puedan ser implementados o los procedimientos no se pueden 

implementar verdaderamente. 

 

II. La obligación cumplir con las solicitudes de cooperación de la Corte. 

Cuando los Estados parte adoptaron el ER decidieron que la Corte no tendría 

poderes de ejecución propios; más bien, los Estados parte tienen la responsabilidad de 

apoyar las funciones judiciales y procesales de la CPI al brindar cooperación concreta en 

todas las etapas de las actividades de la Corte, incluyendo investigaciones, arresto y 

traslado de sospechosos, dando acceso a pruebas y testigos, protección de las personas, 

y la ejecución de sentencias.  

Contar con la cooperación de los Estados en el enjuiciamiento de presuntos 

delincuentes es una de las mayores dificultades que tiene la CPI (Baetens, 2020). Si bien, 

los Estados tienen obligaciones claras y vinculantes en virtud de la Parte IX del ER, esas 
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obligaciones legales se ven frustradas; como resultado, la CPI ha adoptado un enfoque 

que involucra múltiples vías de cooperación estatal.  

Al no contar con mecanismos de aplicación propios, la CPI se ha adaptado para 

buscar la asistencia de los Estados, el Consejo de Seguridad de la ONU, las 

organizaciones regionales y otros actores. En ese tenor, se afirma que un régimen de 

cooperación consolidado es fundamental para el éxito de la Corte. 

Para poder explicar esto utilizaré las palabras de Antonio Cassese, quien fuera el 

primer presidente del Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia (TPIY), él 

dijo: “el [TPIY] se parece mucho a un gigante sin brazos ni piernas: necesita miembros 

artificiales para caminar y trabajar. Y estos miembros artificiales son las autoridades 

estatales. Si no se logra la cooperación de los estados, el [TPIY] no puede cumplir con 

sus funciones” (Cassese, 1998). Lo anterior es aplicable a la CPI, pues la corte no será 

eficaz a menos que los Estados por voluntad propia decidan cooperar con la ella.  

En términos prácticos, llevar a cabo las investigaciones serían extremadamente 

difícil y, en esencia, ningún juicio puede tener lugar en la CPI si los Estados no le proveen 

asistencia; asimismo, ningún juicio podría llevarse a cabo sin que los Estados entreguen 

a los acusados a la custodia de la Corte; tampoco se podría sustanciar un juicio a menos 

que los Estados ayuden mediante la recopilación de pruebas, la entrega de documentos, 

establecer programas de protección de testigos, víctimas, familiares u ofendidos, 

etcétera. La falta de cooperación y asistencia puede aumentar los costos para la CPI y 

puede dar lugar a retrasos en las investigaciones y procedimientos judiciales.  

Un requisito inicial es que los estados parte implementen el ER en sus 

legislaciones y, por lo tanto, proporcionen procedimientos para "todas las formas de 

cooperación" especificadas en la Parte IX del ER. Sin embargo, el incumplimiento de las 

disposiciones del ER por los Estados parte a nivel doméstico no los exime de su 

obligación de cooperar plenamente con la CPI. Además, la falta de implementación de la 

legislación no es obstáculo para la firma de acuerdos relacionados con cuestiones de 

cooperación voluntaria. 
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Es importante señalar que la implementación de la legislación no es solo una 

cuestión de mera promulgación, sino también es una cuestión de la calidad y eficacia de 

dicha legislación. A falta de ello, las solicitudes de cooperación de la Corte pueden 

encontrar obstáculos legales internos, ya que las autoridades a cargo de tomar las 

medidas solicitadas pueden carecer de jurisdicción y/o poder para proceder. Implementar 

la legislación es crucial para establecer los mecanismos procesales adecuados a nivel 

nacional. 

En virtud del numeral 86 del ER, todos los estados que han firmado el ER tienen 

la obligación general de cooperar con la CPI respecto de investigaciones y 

procedimientos. Junto con este artículo se enumeran 17 disposiciones relativas a la 

cooperación contenidas en la Parte IX del Estatuto119.  

El marco legal que sustenta la cooperación y asistencia solicitadas a los Estados 

parte por la CPI durante las diferentes fases de sus actividades se fundamenta en las 

Parte IX y Parte X (De la ejecución de la pena), así como el numeral 15 (2) del ER.  

Por tanto, se concluye que la cooperación con la Corte recae en los estados 

signantes. Esto puede explicarse debido a que la Corte se crea mediante un tratado 

multilateral120 en el que se encuentran detalladas las obligaciones relevantes que brindan 

una orientación clara sobre lo que los Estados podrán y no podrán hacer en el curso de 

la cooperación con la Corte. Sin embargo, el procedimiento exacto en que se 

desahogarán las peticiones la cooperación entre las autoridades locales y la CPI sigue 

siendo poco clara y está sujeta a una forma de margen de apreciación para que los 

Estados implementen sus obligaciones en sus ordenamientos jurídicos internos de la 

forma que consideren más adecuada. 

En 2007, la Asamblea de Estados parte de la CPI adoptó las 66 recomendaciones 

sobre cooperación con la CPI (también conocida como ICC-ASP/6/Res.2). Esta lista se 

 
119 PARTE IX. DE LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL Y LA ASISTENCIA JUDICIAL.  
120 Véase 1.2 El Estatuto de Roma, párrafo 3 
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redujo posteriormente a siete recomendaciones prioritarias que reflejan las múltiples vías 

de cooperación estatal que persigue la CPI (International Criminal Court, 2020): 

1. Promulgar los mecanismos legales establecidos en el ER y establecer 

procedimientos y estructuras efectivos en materia de cooperación y 

asistencia judicial: Los temas clave incluyen la adopción de una legislación 

de implementación integral de la Parte IX del ER y la ratificación del Acuerdo 

sobre Privilegios e Inmunidades de la Corte; así como, la designación de 

puntos focales nacionales para asuntos de la CPI y la adopción de 

procedimientos nacionales simplificados y centralizados, los cuales se han 

identificado como prácticas útiles para una cooperación eficaz. 

2. Cooperación en apoyo de exámenes preliminares, investigaciones, 

procesamientos y procesos judiciales: La plena cooperación con las 

investigaciones y los enjuiciamientos de la CPI es una obligación legal de 

cada Estado Parte en virtud del numeral 86 del ER, y es esencial para que 

la CPI pueda cumplir su mandato de manera eficaz, así como para 

garantizar que se haga justicia; es por ello que se requiere mayor atención 

para prevenir y abordar los casos en que se omite la cooperación e 

incentivar el pleno cumplimiento de todas las obligaciones de los Estados 

parte en virtud del ER.  

Además, el Estatuto prevé que el Fiscal puede recabar indicios de prueba 

y demás información de cualquier fuente confiable con el fin de tomar una 

decisión informada sobre la apertura o no de una investigación. Por lo tanto, 

los Estados deben considerar positivamente las solicitudes de información 

presentadas por el Fiscal durante la etapa de examen preliminar.  

3. Arresto y entrega. 

4. Identificación, incautación y congelamiento de activos: Importante para los 

propósitos de proporcionar evidencia para demostrar el vínculo entre los 

delitos y las personas responsables; asegurar fondos para posibles 

reparaciones a las víctimas si el acusado es declarado culpable, cubriendo 

los costos de asistencia legal; además de contribuir a la prevención de 

nuevos delitos. 
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5. Acuerdos de cooperación: Ciertas formas de cooperación de gran 

importancia, como la reubicación de testigos amenazados, la ejecución de 

sentencias y la recepción de personas absueltas, sospechosos o acusados 

en libertad provisional, no son obligaciones estrictas para los Estados parte 

en virtud del ER, pero la CPI no puede cumplirlas por sí misma ya que 

necesita la cooperación voluntaria de los Estados.  

Sin embargo, solo un número limitado de Estados Parte ha celebrado 

acuerdos de cooperación con la CPI sobre los temas antes mencionados121, 

pero se necesita mucho más apoyo. Esto asegura que la carga de la 

cooperación sea compartida colectivamente por los Estados. 

6. Apoyo diplomático y público en contextos nacionales, bilaterales, regionales 

e internacionales: la CPI es una institución internacional permanente 

relativamente joven; por lo tanto, los esfuerzos activos de los Estados para 

crear conciencia y ampliar el apoyo internacional a la CPI.  

Los Estados pueden expresar su apoyo haciendo declaraciones públicas 

en foros internacionales, así como a través del diálogo diplomático en 

diversos entornos; además, desempeñan un papel clave para garantizar el 

apoyo de la ONU y demás organizaciones regionales para la CPI. 

7. Cooperación interestatal en el contexto del sistema del ER: si bien, las 

solicitudes de cooperación concretas suelen ser atendidas por cada Estado 

individualmente. Ayudar a la CPI a cumplir su mandato es responsabilidad 

colectiva de la comunidad de Estados parte.  

Ahora bien, la obligación brindar asistencia y cooperación con la CPI es limitada y 

se exige principalmente a los Estados Parte del Estatuto. Sin embargo, hay dos 

excepciones a este principio: el primero es mediante una declaración de aceptación de 

la competencia de la CPI de acuerdo con el numeral 12 (3) del ER; el segundo, en virtud 

de un acuerdo especial para brindar asistencia a la CPI de acuerdo con el numeral 87 (5, 

inciso a) del Estatuto.  

 
121 Ver anexo 1. The States Parties to the Rome Statute 
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En la primera situación, cuando un Estado que no es parte acepta la jurisdicción 

de la CPI con respecto a un crimen en específico, también se compromete a cooperar de 

acuerdo con la Parte IX del Estatuto; en el último caso, previsto en el numeral 87 (5, inciso 

a) del ER, un Estado podrá suscribir voluntariamente un acuerdo ad hoc con la Corte para 

brindar asistencia, el Estado en cuestión posee cierto grado de flexibilidad para decidir el 

tipo, campo y duración de la cooperación que se brindará a la Corte. En cualquiera de 

esas situaciones, los Estados tendría los mismos derechos y obligaciones que el resto 

de los Estados Partes.  

Se puede afirmar que la cooperación brindada por los estados es meramente 

consensual; pues, para que un Estado esté “obligado” a cooperar debió haber ratificado 

el ER o, como se explicó en el párrafo anterior, en el caso de los Estados que no son 

partes, haberse sometido explícitamente al régimen de la Corte.  

Para asegurar la cooperación de los Estados parte y, al mismo tiempo, brindar 

mayor seguridad y respeto a su autonomía, el ER establece que la cooperación se 

proporcionará de conformidad con la legislación y los procedimientos internos122 de cada 

nación. También permite, en determinadas circunstancias, el aplazamiento de la 

cooperación123 o incluso la denegación de una solicitud de cooperación124. 

Mientras que existen muchas críticas en torno al régimen de cooperación 

establecido por el ER por dar la impresión de ser “demasiado suave” al contemplar 

numerosas posibilidades de oponerse a la cooperación (BEKOU & CRYER, 2008), un 

punto a rescatar es el respeto a la ley doméstica y procedimental de los Estados parte. 

Es por ello que, resulta alarmante que, a más de 15 años de la ratificación del ER por 

nuestro país, aún no se cuente con un protocolo de cooperación con la CPI. Esta 

insuficiencia del estado mexicano ha sido motivo de la propuesta de solución de este 

trabajo de investigación.  

 
122 Nótese que esta disposición se encuentra presente en los artículos 89 (1) y 93 (1) del ER. 
123 Nótese que esta disposición se encuentra presente en los artículos 89 (2), 94 y 95 del ER. 
124 Nótese que esta disposición se encuentra presente en los artículos 90, 93 (1) (l), 93 (3), 93(4) y 98 del 
ER. 
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Hasta aquí se puede comprender la responsabilidad surgida como resultado de la 

inacción del estado mexicano; es decir, una omisión legislativa que no cumple con las 

obligaciones contraídas con la firma y ratificación del ER. Sin embargo, ese enfoque 

resultaría somero si no se contempla el rediseño en el plano internacional y el beneficio 

que tiene México de contar con el respaldo de la CPI, así como, la necesidad que tiene 

la CPI de contar con la cooperación de los estados signantes. 

 

III. La tendencia hacia la globalización en el ámbito judicial.  

Según diversos autores, los legados más importantes del nuevo milenio son la 

acentuación de los procesos de globalización, el fin de la Guerra Fría y la 

afirmación de la democracia como sistema legítimo del gobierno (Palomo Garrido, 

2012). Al mismo tiempo, la globalización económica, social, la vida cultural y 

jurídica involucran una diversidad de temas y campos donde la interacción genera 

múltiples efectos.  

Debido al proceso de globalización las instituciones políticas se están 

construyendo continuamente, lo que resulta en que las formas tradicionales del 

estado nacional también enfrenten cambios.  La soberanía y la autonomía de los 

estados están siendo desafiadas de varias maneras, por ejemplo: 

• Existen nuevas formas de política multilateral y multinacional, así como, una nueva 

forma de toma de decisiones colectiva; 

• El cambio de un sistema internacional puramente centrado en el Estado a nuevos 

modelos de geo gobernanza; 

• Mayor énfasis en la defensa conjunta y la seguridad cooperativa; 

• Los enormes costos financieros y las necesidades tecnológicas han dado lugar a 

una “globalización de la tecnología militar” y a una transnacionalización de la 

producción de defensa (Fernández-Montesinos, 2016); y, 

• El aumento en la producción de armas de aniquilación a gran escala amenaza la 

seguridad de todas las naciones. 
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Como afirma David Held, ahora vivimos en un mundo donde las fronteras estatales 

se están volviendo cada vez más obsoletas; las fronteras internacionales han llegado a 

ser tan penetrables que ya no cumplen su papel histórico como barreras a la circulación 

de bienes, ideas y personas, y como marcadores de la extensión y poder del estado 

(Held, 2004). La decadencia en la fuerza y la importancia de las fronteras internacionales 

está vinculada a un rediseño del Estado-nación como la construcción política 

preeminente de la modernidad.  

Por su parte, Santos explica que este nuevo modelo global o la globalización 

hegemónica neoliberal se basa en tres características institucionales: nuevas 

restricciones legales a la regulación estatal; nuevos derechos de propiedad internacional 

para inversores extranjeros; y, nueva subordinación de la soberanía estatal en áreas 

económicas, hacia agencias multilaterales o supranacionales (Santos, 2001). En opinión 

de este autor eso conlleva al concepto de las “nuevas constituciones”. 

Teniendo ese contexto, se puede comprender por qué desde sus inicios uno de 

los mayores problemas en la implementación del derecho internacional ha sido la colisión 

entre el principio de soberanía nacional y la idea de universalidad. Esto también se refleja 

en el concepto de jurisdicción universal.  

A pesar del establecimiento de tribunales penales internacionales especiales, 

como los de la ex Yugoslavia (1994) y Ruanda (1993), el Tribunal Especial para Sierra 

Leona y la CPI (2002), persisten enormes lagunas en la capacidad de juzgar a las 

personas acusadas de los más graves crímenes. En el que las cortes y tribunales 

nacionales pueden desarrollar un papel fundamental mediante el ejercicio de la 

jurisdicción universal. 

Si bien, normalmente sería preferible que las víctimas de crímenes internacionales 

graves encontraran reparación mediante los sistemas de justicia de los estados donde se 

cometieron los crímenes, la jurisdicción universal actúa como un “salvaguarda” cuando 

el estado en cuestión no puede o no quiere realizar una investigación eficaz y el posterior 

juicio.  
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Entonces, la aplicación de la jurisdicción universal reduce la existencia de "refugios 

seguros" donde una persona responsable de cometer los “crímenes más graves”, podría 

gozar de impunidad (Human Rights Watch, 2009). La jurisdicción universal es un medio 

importante para reducir la desigualdad en el panorama de la justicia internacional, donde 

los funcionarios de estados más poderosos o aquellos protegidos por estados poderosos, 

son menos vulnerables a ser llevados ante la justicia que los de gobiernos más débiles. 

Ésta es una realidad lamentable que el uso responsable de la jurisdicción universal 

puede, con el tiempo, ayudar a mitigar. 

La creación de la CPI no ha disminuido la necesidad de una implementación 

efectiva de la jurisdicción universal. De hecho, la competencia de la CPI es limitada. Con 

más de 110 estados parte, el ER está ampliamente ratificado, pero no universalmente, y 

su competencia temporal se restringe a los delitos ocurridos posteriormente del primero 

de julio del 2002. Es decir, el concepto de jurisdicción universal que se relaciona con la 

capacidad y la obligación de los tribunales nacionales de indagar y procesar dichos 

delitos, es distinto de la jurisdicción complementaria de la CPI. 

Es preciso hacer mención que el estado de derecho y la rendición de cuentas son 

bases indispensables para la protección efectiva y el fortalecimiento de los derechos 

humanos. Lo anterior debe entenderse en dos vertientes, tanto para proteger los 

derechos humanos mediante la disuasión y prevención de violaciones, como para 

enfrentarlas y abordarlas de manera efectiva cuando ocurran. 

Establecer la responsabilidad penal por la perpetración de los delitos más severos  

es una piedra angular en el contexto del resguardo de derechos humanos y una exigencia 

esencial de las víctimas. Del mismo modo, en países en situaciones posteriores a 

conflictos, donde se han producido violaciones a gran escala de los derechos humanos, 

la rendición de cuentas se beneficia de ir acompañada de una amplia gama de medidas 

complementarias para apoyar la búsqueda de la verdad, la impartición de justicia, la 

reparación de los daños y el establecimiento de garantías de no repetición. Estas 

diferentes medidas combinadas pueden romper efectivamente los ciclos de impunidad y 

violencia.  
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Los procesos de rendición de cuentas son una herramienta vital al momento de 

abordar los casos individuales de responsabilidad, a fin de exponer los factores 

estructurales y sistémicos de la impunidad; como lo son las prácticas discriminatorias y 

violaciones en los derechos económicos, sociales y culturales de los individuos.  

No se puede pasar por alto la importancia de este análisis como condición previa 

para un futuro equitativo y más justo en sociedades que han sufrido los daños más graves 

imaginables.  

 

III.I. La justicia internacional y el combate a la impunidad.  

Hace una generación y debido a que no se contaba con las instituciones para 

buscar y procesar a los culpables de los previamente mencionados delitos, había una 

impunidad casi total para los autores de esas atrocidades masivas. Al respecto, Simón 

Adams nos recuerda que la rendición de cuentas por crímenes atroces en masa no solo 

es un factor disuasorio, sino que la justicia internacional puede ser contagiosa; incluso el 

perpetrador más poderoso ya no puede confiar en la permanencia en la impunidad 

(Adams, 2017). 

Ejemplo de lo anterior, y como se estudió en el capítulo segundo de este trabajo, 

es que, hace 25 años el general serbio y criminal de guerra Ratko Mladić era el 

comandante de las tropas que masacraron a 8,000 hombres y niños en Srebrenica, 

Bosnia, llevando a cabo descaradamente un genocidio en el corazón de Europa (CNDH, 

2001); hace 20 años, los representantes del ex presidente liberiano Charles Taylor en 

Sierra Leona todavía estaban cortando miembros de la gente y aterrorizando a los civiles 

(Human Rights Watch, 2012). Dichas personas y sus seguidores, quienes causaron daño 

y terror a los habitantes de esas naciones ahora conocen el tedio silencioso de la prisión, 

y eso es resultado de la responsabilidad penal hallada sobre sus actos mediante los 

mecanismos de justicia. El mensaje que esto envía a otros perpetradores es poderoso y 

un reflejo de la eficacia de estos sistemas de justicia internacional. 
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Muchos de los autores del genocidio de Ruanda de 1994 también han sido 

castigados, ya sea en el Tribunal Penal Internacional para Ruanda o a través de los 

tribunales de Gacaca dentro de Ruanda (Human Rights Watch, 2021). Y un día, los 

acusados actualmente en la CPI, incluido Joseph Kony, jefe de la guerrilla del Ejército de 

Resistencia del Señor, se unirán con suerte a Mladić y Taylor en prisión. 

Pero lo contrario también es cierto: la impunidad engendra impunidad. En ese 

contexto, se afirma que se está viviendo un período de mayor inestabilidad y de creciente 

impunidad por las graves violaciones del DIH, así como el derecho internacional de los 

derechos humanos. Por ejemplo, en agosto de 2013 el gobierno sirio mató con gas a 

unos 1,200 hombres, mujeres y niños en East Ghouta, Damasco (Human Rights Watch, 

2013). Tanto el gobierno sirio como el ISIS han utilizado armas químicas improvisadas 

en múltiples ocasiones, incluido el notorio ataque de Khan Shaykhun a principios de 2017 

(BBC News, 2017). Y hasta ahora, los perpetradores han escapado a la rendición de 

cuentas por estos crímenes. 

Además, Amnistía Internacional ha informado que las fuerzas sudanesas utilizaron 

armas químicas al menos treinta veces en la remota región de Jebel Marra en Darfur 

durante 2016 (Amnistía Internacional, 2016). Es factible inferir que los perpetradores en 

Sudán han visto que el uso de armas químicas en Siria ha quedado impune; sin 

acusaciones, sin arrestos y sin juicios.  

Poner fin a la impunidad de los crímenes atroces masivos a través de comisiones 

de la verdad o investigaciones penales puede ayudar a disuadir futuros crímenes atroces 

en masa. Para las víctimas, el reconocimiento de su sufrimiento y la rendición de cuentas 

por las violaciones y abusos perpetrados contra ellas puede tener un inmenso valor 

reconstituyente. La rendición de cuentas debe verse como algo más que un simple 

enjuiciamiento penal, sino más bien como el esclarecimiento de la verdad, la anhelada 

justicia, así como la reconstrucción y posiblemente la reconciliación. 

Por otro lado, se ha visto un progreso continuo en la forma en que los mecanismos 

de justicia internacional tratan a los perpetradores. El caso de Hissène Habré en Senegal 

(Federación Internacional por los Derechos Humanos, 2015) nos muestra que los 
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mecanismos regionales pueden funcionar. El caso Al Mahdi en la CPI (Coalición por la 

Corte Penal Internacional, 2016) ha establecido la conexión crucial entre la destrucción 

de nuestro patrimonio cultural compartido y los crímenes de lesa humanidad. El TPIY 

impulsó el desarrollo de la justicia internacional en el ámbito de los crímenes de género 

al permitir el enjuiciamiento de la violencia sexual como crimen de guerra, crimen de lesa 

humanidad y genocidio; donde más de setenta personas fueron acusadas de este tipo de 

delitos ante el TPIY, incluidas agresión sexual y violación (Adams, 2017).  

La rendición de cuentas es esencial en términos de justicia para las víctimas y el 

combate a la impunidad. Sin embargo, la rendición de cuentas nunca debe sustituir a los 

auténticos esfuerzos de prevención; es decir, el castigo no sustituye a la prevención. Por 

lo tanto, en todos los casos y situaciones, se debe generar apoyo para las ideas, las 

instituciones y las personas que construyen el estado de derecho, promueven los 

derechos humanos y protegen contra la violencia de género. 

Durante más de 20 años, la Corte Penal Internacional ha cumplido su mandato 

único de rendir cuentas por crímenes internacionales con respecto a 123 Estados125, que 

representan dos tercios del total de miembros de la ONU. Y, como hasta ahora se ha 

discutido, la noción de complementariedad como un esfuerzo colectivo se traduce en la 

combinación de mecanismos nacionales, regionales e internacionales, dependiendo de 

la situación específica, que pueden y deben ampliar el alcance de la rendición de cuentas 

más allá de lo que una sola institución, incluso una tan importante como la CPI, puede 

llegar a hacerlo. 

La rendición de cuentas no es exclusivamente un problema del Consejo de 

Seguridad de la ONU, o un problema de la CPI, o un problema de la Unión Africana o de 

la Unión Europea, o un problema del Consejo de Derechos Humanos. La rendición de 

cuentas es una parte esencial de cómo construimos sociedades resilientes. Es una parte 

esencial de lo que nos une y nos define como comunidad internacional. La justicia 

 
125 Véase Anexo 1. 
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internacional no es solo una obligación institucional y legal, es una necesidad moral, 

ahora más que nunca. 

Debemos preguntarnos hasta qué punto es probable que los estados que están 

sujetos al régimen de la CPI (ya sea convirtiéndose en Estados Partes o teniendo a 

personas sujetas a su jurisdicción) comiencen a enjuiciar a sus propios nacionales para 

evitar que intervenga la Corte. Y, una vez sucedido esto, en la medida en que los Estados 

comiencen a inculcar los valores del derecho penal internacional y normalizar el 

enjuiciamiento de crímenes internacionales; esto creará la sensación de que la 

investigación y llevar a cabo el juicio de los crímenes internacionales es, simplemente, la 

respuesta normal a las denuncias de su comisión.  

Al respecto, Broomhall nos dice que los estados ya han comenzado a tomar 

medidas para enmendar la legislación nacional a fin de reflejar el alcance jurisdiccional 

del Estatuto de Roma. Y que, si esta tendencia se extendiera ampliamente resultaría en 

la mejora de la capacidad del derecho nacional para enjuiciar crímenes internacionales. 

Aunado a los criterios adicionales proporcionados por la jurisprudencia de la CPI, podría 

sentar las bases para un aumento significativo en el número y la credibilidad de los 

procedimientos nacionales contra crímenes internacionales (Cryer, 2006, pág. 93).  

De la misma forma, dicho autor afirma que la mejor esperanza que queda para el 

afianzamiento del derecho penal internacional es el desarrollo de la cultura de rendición 

de cuentas profundamente arraigada, que lleve a una convergencia de los intereses 

percibidos y del comportamiento de los Estados responsables de aplicar y hacer valer la 

ley.  En ese sentido, la CPI y los Estados parte pueden de hecho contribuir al surgimiento 

de tal cultura. 

Ante este escenario, donde un nuevo orden mundial caracterizado por el 

surgimiento de un sistema de justicia internacional se está consolidando a fin de 

establecer bloques para mantener la paz, no nos conviene detenernos a reflexionar si 

queremos unirnos al mundo y avanzar hacia un modelo de justicia internacional, y más 

aún cuando todo parece indicar a que dicho sistema prevalecerá y se fortalecerá. Por el 

contrario, México debe tomar acción y ocupar una parte central como impulsor en la 
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consolidación de este sistema.  Por ello, se afirma que se debe terminar con el proceso 

de armonización en la legislación mexicana respecto del ER, incorporando los tipos 

penales faltantes y proveyendo un protocolo de cooperación con la CPI.
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CONCLUSIONES. 

El objetivo general de este trabajo fue analizar el estado actual de la armonización 

de la normativa penal sustantiva mexicana, como parte del proceso de 

reconocimiento del ER, para contrastarlo con las obligaciones de los Estados Parte 

del Estatuto; a fin de identificar las acciones a tomar por el Estado mexicano para 

no ser sujeto de responsabilidad internacional, y estar en posibilidad de procesar 

correctamente los hechos y juzgar dichos crímenes. 

En ese tenor y como se explicó a lo largo de este trabajo de investigación, el ER 

establece la responsabilidad individual penal por los crímenes de competencia de 

la CPI; y contempla un procedimiento de juicio y los sistemas de cooperación 

internacional entre los países y la CPI, cuya finalidad es asegurar que quienes 

resulten responsables de dichas conductas no eludan su responsabilidad penal, 

sin importar el lugar o tiempo de su comisión 

Como antecedentes del estudió, se estableció que desde la Primera Guerra 

Mundial se han formado cinco comisiones internacionales de la verdad y cuatro 

tribunales internacionales especiales para juzgar a personas por delitos de lesa 

humanidad. Sin embargo, la queja común contra todos estos juicios ha sido que 

se han llevado a cabo a “instancias del vencedor”; en cambio, es mérito de la CPI 

perseguir un procedimiento de justicia sin este tipo de influencia.  

La entrada en vigor del ER presagió una nueva era en la política internacional. 

Abrió nuevas vías para que la comunidad internacional monitoree las trasgresiones 

a los derechos humanos en los territorios de los estados parte y lleve a juicio a los 

delincuentes que se esconden detrás del velo de la soberanía.  

El fin del ER es castigar los crímenes más graves; además, también plantea un 

objeto disuasivo, pues trata de desalentar la comisión de crímenes que atacan 

contra la humanidad como un grupo, a través de un mecanismo de jurisdicción que 

asegura que los que realicen este tipo de delitos serán llevados ante la justicia. 
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México, al ser un Estado Parte, está sujeto a la competencia de la CPI y por 

consecuencia es sujeto de responsabilidad internacional, dando en ese momento 

el primer paso para la instauración del sistema internacional de justicia penal en 

México. Desafortunadamente, el proceso de implementación del ER en marco 

jurídico penal mexicano ha sido deficiente. 

En ese tenor, el reconocimiento del ER presentó sólidas contradicciones con el 

orden constitucional mexicano, ya que no hubo consenso en el campo político en 

cuanto a la ratificación del ER y las reformas requeridas.  

Lo anterior, condujo a la reforma de 20 de junio de 2005, al párrafo 8 del numeral 

21 de la CPEUM, por medio de la cual se pretende reconocer la jurisdicción de la 

CPI. Desafortunadamente, con la renovación del ejecutivo y legislativo federal en 

2018 se perdió el impulso político a estas reformas y, como consecuencia, 

quedaron numerosas tareas pendientes relacionadas con la obligación de llevar a 

cabo las solicitudes de cooperación con la CPI, prevenir y sancionar los delitos 

torales para cumplir plenamente con lo pactado al firmar el ER.  

Sin embargo, la sola ratificación del ER no es suficiente para cumplir con los 

objetivos de la CPI, la cual fue creada para evitar que los crímenes más atroces 

quedasen impunes; y para cumplir con este objetivo es necesario enjuiciar y llevar 

a los perpetradores ante la justicia a nivel doméstico. 

Por lo tanto, a partir de la firma del ER por parte de México se han derivado 

obligaciones y responsabilidades en torno a la comunidad internacional cuyo 

cumplimiento es obligatorio, pues, si bien en el ER no existe una obligación 

expresa para tipificar a nivel local los delitos competencia de la CPI, en el 

Preámbulo del ER se indica que los crímenes más graves no deben quedar sin 

castigo y con tal objetivo, los estados signantes tendrán que asumir las 

providencias necesarias para estar en posibilidades de ejercer su jurisdicción en 

relación a los responsables de esos delitos. 

Por lo tanto, no se puede ignorar que México tiene obligaciones claras respecto de 

la implementación del ER y la prosecución de los delitos definidos en el mismo; tal 
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obligación se desprende del principio de complementariedad, previsto en el ER, 

conforme al cual los Estados Parte tienen la obligación primigenia de investigar y 

enjuiciar los crímenes cometidos en su territorio o por uno de sus connacionales. 

Como se explicó en el primer capítulo de este trabajo, la competencia ejercida por 

la CPI se extiende sólo a los Estados miembros y su actuación es complementaria 

de los sistemas jurídicos nacionales; y, puesto que la competencia de la CPI es 

complementaria y no sustitutiva de la de las naciones firmantes, entonces la 

soberanía de éstas continua en vigor. 

A su vez, la importancia del ER se debe a que casi dos tercios de los Estados del 

mundo votaron a favor del establecimiento de la CPI, lo cual dota al ER de un gran 

peso; lo cual crea un nuevo régimen jurídico. 

Ahora bien, como parte de los objetivos específicos de este trabajo se analizó el 

ER para entender su funcionamiento, jurisdicción y competencia. En ese sentido, 

se concluye que el mandato de la CPI es juzgar a las personas, en lugar de a los 

Estados, y hacer que rindan cuentas por los crímenes más graves; asimismo, se 

afirma que la CPI es una institución internacional permanente e independiente, 

diseñada para llevar a cabo dicha investigación y enjuiciar a las personas 

responsables, y que los Estados Parte están obligados a investigar, procesar o 

permitir la extradición de los presuntos infractores, y castigar a las personas que 

violen estas normas. 

También vale la pena recordar que la creación de la CPI fue un ejercicio de 

soberanía de los estados signantes; ninguna otra entidad tenía autoridad para 

crear una corte penal internacional permanente. De este modo, la Corte debe su 

existencia a la soberanía estatal; en ese sentido, la jurisdicción complementaria de 

la CPI es una excepción a la soberanía tradicional y no su derogación. 

Esto significa que la CPI no reemplaza a los sistemas criminales de justicia 

nacionales, sino que los complementa; siendo los Estados los que retienen la 

responsabilidad primaria de enjuiciar a los perpetradores de los crímenes 

enlistados en el ER.  
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En sentido contrario, la Corte solo puede investigar y, si es necesario, perseguir y 

juzgar a los acusados solo si el Estado involucrado no lo hace o no puede llevarlo 

a cabo o, simplemente, no tiene la voluntad genuina de hacerlo. Por lo tanto, la 

CPI complementa y no reemplaza los sistemas nacionales. 

En ese tenor, se sostiene que para que México cumpla efectivamente con sus 

obligaciones del ER y, fundamentalmente, para que el principio de 

complementariedad funcione plenamente, debe adecuar su ordenamiento jurídico 

a los estándares, contenido y objetivos del Estatuto.  

La adecuación de la legislación penal de nuestro país asegurará que el Estado 

mexicano cuente con la capacidad jurídica y técnica para investigar, juzgar y 

sancionar a los responsables en las circunstancias legales adecuadas. Dicho 

proceso de adecuación debe evitar contradicciones y la doble tipificación de 

delitos; además, deberá proveer un protocolo de cooperación con la Corte.  

Y dado que, como institución judicial, la Corte Penal Internacional no tiene su 

propia fuerza policial o agencia de aplicación de la ley, la ejecución de sus 

determinaciones se basa en la cooperación con países de todo el mundo para 

brindar apoyo. Sin embargo, hasta el momento no existe en nuestro país una ley 

reglamentaria del numeral 21 (párrafo 8) constitucional que asegure la cooperación 

con la CPI.  

Como se dijo a lo largo de este trabajo, el proceso de armonización de la 

legislación sustantiva penal mexicana a los delitos de lesa humanidad definidos 

por el ER no ha culminado; incluso, la adopción de los tipos penales que ya se 

encuentran incorporados a nuestra legislación revistió un proceso legislativo lleno 

de deficiencias, debido a falta de visión de la complementariedad como un puente 

entre las obligaciones internacionales y el derecho interno. Es decir, dicho proceso 

ha sido deficiente y parcial; ello impide un completo análisis comparado entre dicho 

estatuto y la legislación mexicana.  
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Si bien, el capítulo tercero mencionó los delitos ya tipificados en nuestra 

legislación, resulta evidente que no se ha concluido con la incorporación de todos 

los actos prohibidos por el Estatuto. 

Asimismo, luego de analizar el marco constitucional y la postura del Estado 

mexicano frente al derecho internacional, tal como se expuso en el capítulo 

tercero; sugiero que, en lugar de introducir un nuevo párrafo en la CPEUM, el 

camino más adecuado hubiera sido introducir los delitos del ER en el CPF, previa 

reforma a la Ley Orgánica del PJF.  

Puntualizando que, el reconocimiento constitucional de la CPI tuvo sujeta una 

reserva a cargo del Ejecutivo y del Senado. La iniciativa original fue adaptar la 

Constitución al contenido del Estatuto de Roma para asegurar su plena aplicación 

en México; sin embargo, lejos de hacer un amplio y llano reconocimiento de la 

jurisdicción de la Corte, crea una reserva a la aplicación del Estatuto conforme a 

la discrecionalidad del Senado. Lo cual constituye una reserva “disfrazada” que no 

está permitida por el derecho internacional, pues al darle la facultad para decidir si 

la CPI puede conocer de un determinado caso, se extralimita la función tanto del 

Senado como la del Ejecutivo. 

Lo anterior, en el afán de defender la soberanía nacional, provoca una colisión 

entre el derecho internacional vigente y la normativa de nuestro país. Esto 

constituye una violación flagrante de las obligaciones internacionales contraídas 

por nuestro país, pues la “reserva encubierta” insertada en el párrafo octavo del 

numeral 21 constitucional contraviene el principio de pacta sunt servanda y, 

además, el ER claramente no admite reserva alguna; por lo que, se puede afirmar 

que también se está incumpliendo con el ER. 

Una cuestión importante para considerar, como parte de la armonización 

legislativa, es que se debe vigilar que los tipos penales ya existentes en el CPF no 

se vean afectados por antinomias al momento de la incorporación de los tipos 

penales definidos por el ER. En ese sentido, la penalización de todos los actos 

individuales definidos en virtud del artículo 7 del ER no solo seguiría los principios 
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de “etiquetado justo” y legalidad, sino que también dotaría coherencia al sistema 

legal nacional, en relación con los tratados internacionales que México ha suscrito; 

lo que en última instancia podría contribuir a combatir la impunidad. 

Castigar a alguien por crímenes comunes en lugar de crímenes internacionales 

podría violar lo que es conocido como el "principio de etiquetado justo"; según el 

cual, los delitos deben etiquetarse de modo que representen la naturaleza y la 

magnitud de la infracción de la ley.  

Si bien, nuestra nación se ha mostrado reacia en adoptar medidas “externas”, por 

considerar que las mismas violan su soberanía, esto no debería ser así, ya que, 

como se demostró en el capítulo tercero y cuarto, es conveniente que México se 

incorpore a una mejor escuela del pensamiento del derecho internacional 

contemporáneo. Esta inclusión sería congruente con las convicciones 

humanísticas y de equidad que ha defendido a lo largo del laborioso proceso 

evolutivo del derecho mexicano.  

Teniendo ese contexto, se puede comprender por qué desde sus inicios uno de 

los mayores problemas en la implementación del derecho internacional ha sido la 

colisión entre el principio de soberanía nacional y la idea de una jurisdicción 

universal. 

Asimismo, se demostró que el ordenamiento jurídico mexicano no penaliza todos 

los actos contenidos en el artículo 7 del ER. No obstante, la legislación penal 

mexicana sí tipifica la mayoría de las conductas aisladas que componen tales 

crímenes, pero es omisa al establecer el “elemento contextual” que los distingue 

de las conductas aisladas que las componen, lo cual elevaría la punibilidad de 

dichas conductas. Pero, como se abordó en el capítulo final de este trabajo, es 

clara la necesidad de tipificar los crímenes de lesa humanidad a nivel nacional y 

establecer los procedimientos y mecanismos para todas las solicitudes de 

cooperación con la CPI.  



 

138 
 

Al respecto, el numeral 88 del ER estipula el deber de los países signantes de 

asegurar procedimientos en virtud de la legislación nacional para todas las formas 

de cooperación. 

En ese tenor, se puntualiza que nuestra nación aún no cuenta con una 

reglamentación específica que señale el procedimiento o mecanismo a seguir para 

la cumplimentación de las solicitudes confidenciales de cooperación que ha 

requisitado la CPI a nuestro país; lo cual se traduce en una omisión legislativa y 

no permite la completa conclusión de la fase de armonización en la normativa 

nacional y, por ende, representa una falta de voluntad del Estado mexicano. Por 

tanto, se afirma que un régimen de cooperación consolidado es fundamental para 

el éxito de la Corte.  

Asimismo, la cooperación brindada por los estados es meramente consensual; 

pues, para que un Estado esté “obligado” a cooperar debió haber ratificado el ER 

o, en el caso de los Estados que no son partes, haberse sometido explícitamente 

al régimen de la Corte. 

Un requisito inicial es que los estados parte implementen el ER en sus 

legislaciones y, por lo tanto, establecer procedimientos para cooperar con la CPI. 

Sin embargo, el incumplimiento de las disposiciones del ER por los Estados parte 

a nivel doméstico no los exime de su obligación de cooperar con la Corte, pues 

implementar la legislación es crucial para establecer los mecanismos procesales 

adecuados a nivel nacional. 

Entonces resulta alarmante que, a más de 16 años de la ratificación del ER por 

nuestro país, aún no se cuente con un protocolo de cooperación con la CPI. Esta 

insuficiencia del estado mexicano ha sido motivo de la propuesta de solución de 

este trabajo de investigación. En este aspecto, se concluye que la cooperación con 

la Corte recae en los estados signantes.  

En diverso objetivo de este trabajo de investigación, y aunque es innegable que 

muchas atrocidades se han cometido en México; lo cierto es que, los hechos 

posiblemente constitutivos de delitos de lesa humanidad obviamente no 
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desaparecerán cuando se termine con la armonización del ER a nuestra 

legislación, ni cuando se establezcan los mecanismos de cooperación con la CPI, 

pero es posible que el que se sepa que los responsables de dichos delitos no 

quedarán impunes, sea suficiente para disminuir y prevenir la ocurrencia de tales 

crímenes. 

Como quedó demostrado en el capítulo cuarto, los crímenes de lesa humanidad 

fueron cometidos a menudo como parte de las políticas estatales, pero también 

pueden ser perpetrados por grupos armados no estatales o fuerzas paramilitares. 

Es importante señalar que, la víctima del ataque puede ser cualquier población 

civil, independientemente de su afiliación o identidad. 

En ese sentido, se refuerza una vez más la obligación de la incorporación del resto 

de los actos prohibidos por el ER a la legislación nacional.  

Lo anterior tampoco significa que se debe hacer una “copia” del contenido del ER 

a las leyes sustantivas mexicanas; más bien, se debe tener en cuenta las 

actividades ya tipificadas en nuestras leyes adjetivas para así continuar con la 

tipificación del resto de los "crímenes de lesa humanidad". Esto sería de gran 

utilidad para el orden jurídico mexicano, no solo en materia de investigación y 

enjuiciamiento; sino que dotaría también de mayor coherencia al marco jurídico. 

Ahora bien, otra dificultad que enfrenta el sistema mexicano es el hecho de que 

tampoco se puede remitir al ER, como algunas leyes de implementación del 

Estatuto lo hacen, pues se terminaría violando el principio de legalidad penal.  

Con ello, otro objetivo que se cumplió en el presente trabajo fue analizar el estado 

actual de la armonización de la legislación penal; en ese tenor, se concluye que: 

en México el CPF vigente tipifica el genocidio; sin embargo, los crímenes de guerra 

y de lesa humanidad, no se encuentran reflejadas en el CPF. 

Es decir, como se abordó en el capítulo tercero, los tipos penales ya incorporados 

en el CPF distan de lo establecido en el ER; además de que no se ha culminado 

con el proceso de incorporación de todos los crímenes, ya que hace falta la 
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incorporación del cúmulo actividades consideradas como criminales y de los tipos 

penales correspondientes a los crímenes de agresión y guerra.  

Ante esta situación, el Ejecutivo Federal tiene el reto de llevar a cabo la 

armonización de la legislación nacional con los crímenes contemplados en el ER; 

es aquí donde se identifica plenamente la responsabilidad internacional de la que 

nuestro país es sujeto. 

Sin embargo, a pesar de los múltiples intentos por armonizar el derecho doméstico 

al ER y de las iniciativas de reforma, lo cierto es que México ha violado su deber 

de incorporar los tipos penales de los cuatro crímenes definidos en el ER. Y, si 

bien se puede decir que se ha avanzado en términos del reconocimiento a la 

jurisdicción de la CPI, lo cual no exime a nuestro país de su responsabilidad 

internacional; pero sí nos da una vista de lo que falta por abordar. 

Como quedó demostrado, México no ha concluido con el proceso de incorporación 

de los tipos penales definidos por el ER a nuestra la legislación penal. Dicho 

proceso supondrá una mejora cualitativa en la protección y fortalecimiento de los 

derechos humanos en nuestro país y permitirá al Estado mexicano llevar a cabo 

su obligación de investigar y juzgar tales crímenes en tribunales nacionales.  

Adicionalmente, la naturaleza del sistema penal mexicano no permite que un 

tribunal o que la Fiscalía aplique directamente el ER en la investigación, 

prosecución y juicio de los delitos definidos por el mismo; ello con fundamento en 

el párrafo tercero del numeral 14 de la Constitución, que prohíbe la aplicación de 

penas que no estén previstas en la ley y sean exactamente aplicables al delito en 

cuestión. Además, el ER regula la jurisdicción, estructura y funcionamiento de la 

CPI; pero no es derecho penal en sentido estricto, porque no crea derecho 

sustantivo.  

En ese sentido, se concluye que las fiscalías y procuradurías de justicia no están 

facultadas a nivel jurisdiccional para la investigación y persecución de estos delitos 

cometidos en el territorio nacional; en virtud de que no existe un marco jurídico que 
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haga posible ejercer su jurisdicción sobre un probable infractor, desde la óptica del 

ER. 

Con ello queda demostrado que: en primer lugar, la tipificación de estos crímenes 

en la legislación nacional es el camino más acertado para estar en posibilidad de 

procesar correctamente los hechos y juzgar dichos crímenes; y, en segundo lugar, 

que el establecimiento de las bases de coordinación con la Corte es el siguiente 

paso adecuado para que nuestro país cumpla con sus obligaciones 

internacionales. 

Por tanto, la tipificación de los delitos contemplado en el ER permitirá al Estado 

mexicano cumplir con su principal obligación, es decir, investigar y juzgar dichos 

delitos por los tribunales nacionales, y avanzar hacia la justicia internacional en 

caso de que los procedimientos no puedan ser implementados. 

En consecuencia, se da por demostrado la hipótesis del presente trabajo de 

investigación, pues la correcta armonización del ER a la legislación mexicana 

dotará al estado de la jurisdicción para perseguir y juzgar los hechos posiblemente 

constitutivos de crímenes de lesa humanidad, desde la óptica de la Corte Penal 

Internacional. 

Por ello, no nos conviene retrasar más la armonización de nuestra legislación; por 

el contrario, México debe tomar acción y ocupar una parte central como impulsor 

en la consolidación de la CPI. Por ello, se afirma que se debe terminar con el 

proceso de armonización en la legislación mexicana respecto del ER, incorporando 

los tipos penales faltantes y proveyendo un protocolo de cooperación con la CPI. 
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ANEXOS 

1. The States Parties to the Rome Statute 

Disponible en:  

https://asp.icc-
cpi.int/en_menus/asp/states%20parties/pages/the%20states%20parties%20to%2
0the%20rome%20statute.aspx   

123 countries are States Parties to the Rome Statute of the International Criminal 

Court. Out of them 33 are African States, 19 are Asia-Pacific States, 18 are from Eastern 

Europe, 28 are from Latin American and Caribbean States, and 25 are from Western 

European and other States. 
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6. Respuesta a la solicitud de información con folio 33003032200008. 

 



 

181 
 



 

182 
 



 

183 
 



 

184 
 



 

185 
 



 

186 
 



 

187 
 



 

188 
 



 

189 
 



 

190 
 

 



 

 
 

191 
 

7. Solicitud de información con folio 330030322000014 

 



 

192 
 

 



 

193 
 

8. Respuesta a la solicitud de información con folio 330030322000014. 

 



 

194 
 

 



 

195 
 

 

 



 

196 
 

 


